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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros del Interior y Seguridad Pública, señor Andrés Chadwick Piñera; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes, y de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Errázuriz Domínguez. Asimismo, se encontraban presentes el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton Palma, y el asesor legislativo de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor Andrés Rodríguez Ariztía.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 20 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Las actas de las sesiones 92ª y 93ª, ordinarias, en 8 y 9 de enero del presente año, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Seis de Su Excelencia el Presidente de la República: 



Con el primero retiró, en su momento, la urgencia al proyecto de ley que permite la transferencia de la calidad de sostenedor de un establecimiento educacional, sin solución de continuidad (boletín Nº 8.696-04).



--Se tiene presente el retiro de la urgencia.



Con el segundo hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, al proyecto de ley que permite la transferencia de la calidad de sostenedor de un establecimiento educacional, sin solución de continuidad (boletín Nº 8.696-04).



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros en materia de plantas (boletín Nº 8.662-05).



2.- Proyecto de ley que modifica plazo para reintegro parcial del impuesto específico al petróleo diésel a las empresas de transporte de carga y enmienda otros aspectos de este mecanismo (boletín N° 8.772-05).



3.- Proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (boletín N° 7.328-03).



Con el quinto hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para el despacho del proyecto de ley que establece nuevo mecanismo de cálculo del sueldo base para el personal a jornal de las Fuerzas Armadas (boletín Nº 8.613-02).



Con el último retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, al proyecto de ley que regula el contrato de seguro (boletín N° 5.185-03).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que aprobó el proyecto de ley que modifica plazo para reintegro parcial del impuesto específico al petróleo diésel a las empresas de transporte de carga y enmienda otros aspectos de este mecanismo (boletín N° 8.772-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Con el siguiente comunica que aprobó la totalidad de las enmiendas propuestas por el Senado respecto del proyecto de ley que aumenta las sanciones a responsables de incendios forestales (boletín Nº 8.155-01).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Remite copia de resoluciones recaídas en requerimientos en materia de inconstitucionalidad del proyecto de ley, aprobado por el Congreso Nacional, que modifica, en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura, contenida en la ley N° 18.892 y sus modificaciones (boletín N° 8.091-21):



1.- El presentado por un grupo de señores Senadores respecto a los artículos 1°, numeral 19, y segundo transitorio del mencionado proyecto.



2.- Los formulados, en lo que se refiere al artículo 1° del proyecto indicado, en sus numerales 20, 3, letra c), y 48, por un grupo de señores Diputados y por otro de señores Senadores, requerimientos que fueron acumulados por esa Magistratura para su tramitación.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.   



Envía copia de las siguientes sentencias definitivas:



1.- La recaída en el requerimiento presentado por un grupo de señores Diputados respecto a la inconstitucionalidad del N° 9 del artículo único del proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (boletín N° 6.190-19).



2.- Las pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 299, N° 3, 431 y 433 del Código de Justicia Militar; 237 del decreto con fuerza de ley N° 1, Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas; 21 del Código Tributario, y 23, N° 5, de la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.


Del señor Ministro (s) de Obras Públicas:



Responde solicitud de información, expedida en nombre del Senador señor Kuschel, sobre avance de los trabajos de conservación de puentes en el sector Caleta Gonzalo-Santa Bárbara, y de los de reposición y construcción de los puentes El Puma N° 2, El Huemul, Gonzalo y Gajardo, todos en la Ruta 7, provincia de Palena.



Del señor Ministro de Salud: 



Da respuesta a dos acuerdos del Senado relativos a la posibilidad de legislar en las materias que se indican: 



1.- El adoptado, a requerimiento de los Senadores señores Chahuán, Girardi, Ruiz-Esquide y Uriarte, para modificar la ley Nº 19.664 en materia del procedimiento de acreditación que contempla su artículo 16 (boletín N° S 1.497-12).



2.- El adoptado, a proposición de los Senadores señores Bianchi, Cantero, Horvath, Prokurica, Rossi y Walker (don Patricio), para darles carácter imponible a las bonificaciones que diversas leyes otorgan al sector salud y equiparar la bonificación de zonas extremas con la que perciben los demás empleados del Estado (boletín N° S 1.511-12).



Responde solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Bianchi, sobre la patología cáncer de mamas en lo que atañe a recursos humanos, pecuniarios y de equipamiento e indicadores de resultados.



Contesta petición de información, dirigida en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, acerca de los gastos realizados por esa Secretaría de Estado en publicidad o difusión durante los años 2010, 2011 y 2012.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:



Responde consulta, remitida en nombre del Senador señor Chahuán, sobre cumplimiento en la Región de Valparaíso del artículo Octavo Transitorio de la ley N° 20.378 en materia de invariabilidad de la remuneración de los conductores de locomoción colectiva.



De la señora Ministra del Medio Ambiente:



Remite antecedentes, solicitados en nombre del Senador señor Navarro, relativos a validación ante la Organización de las Naciones Unidas de una política pública nacional de disminución hasta en un 20 por ciento del dióxido de carbono al año 2020.



Del señor Intendente de Seguros, Superintendencia de Valores y Seguros:



Atiende consulta, cursada en nombre del Senador señor Navarro, respecto a la póliza de seguro contratada por la Empresa Nacional del Petróleo para responder por el derrame de hidrocarburos en la bahía de San Vicente, comuna de Talcahuano.



Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos:



Contesta una consulta, enviada en nombre del Senador señor Navarro, relativa  al régimen del impuesto territorial en los predios forestales acogidos al decreto ley N° 701, de 1974. 



De la señora Jefa de la División de Desarrollo, Instituto Nacional de Deportes de Chile:



Da respuesta a solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, relacionada con el cronograma de ejecución de las obras de remodelación del Estadio Alcaldesa Ester Roa, de Concepción.



Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal:



Entrega información, solicitada en nombre de la Senadora señora Alvear, sobre capacidad instalada para combate de siniestros en áreas de propiedad privada que esa Corporación debe proteger; dotación de brigadistas para el año 2013, y presupuesto asignado para cumplir con tales fines.



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud, Región de Magallanes y de la Antártica Chilena:



Da contestación a solicitud, formulada en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, para que se fiscalicen los procesos productivos de la empresa AquaProtein, en la comuna de Porvenir, a cuyo respecto los vecinos reportan episodios frecuentes de malos olores.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece la quiebra como causal de término del contrato de trabajo y adecua normas de otras leyes (boletín Nº 8.492-13) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio entre la República de Chile y Australia para evitar la doble imposición con relación a los impuestos a la renta y a beneficios otorgados en virtud de un empleo, Fringe Benefits, y para prevenir la evasión fiscal, y su Protocolo, suscritos en Santiago el 10 de marzo de 2010 (boletín Nº 8.656-10) (Véase en los Anexos, documento 3).



Nuevo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto de reforma constitucional, en trámite de insistencia, que establece un principio proporcional y representativo en el sistema electoral (boletín N° 4.061-07) (Véase en los Anexos, documento 5). 


Segundos informes de la Comisión de Salud recaídos en los siguientes asuntos: 



1.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que reemplaza los artículos 2° bis y 9° de la ley N° 19.451, que establece el modo de determinar quiénes pueden ser considerados donantes de órganos (boletín Nº 7.849-11) (Véase en los Anexos, documento 6).



2.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre publicidad de los alimentos (boletín N° 8.026-11) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Quedan para tabla.

Moción



De los Senadores señores Navarro, Escalona, Girardi, Gómez y Letelier, con la que se da inicio a un proyecto de ley que autoriza para erigir un monumento, en la comuna de Talcahuano, en memoria del ex Vicepresidente de la República, ex Ministro de Estado y ex Comandante en Jefe del Ejército, don Carlos Prats González (boletín N° 8.785-04) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Navarro, Girardi, Gómez y Lagos, con el que piden a Su Excelencia el Presidente de la República que el  Ministerio de Salud realice un estudio epidemiológico sobre la magnitud de la población aquejada de deterioro cognitivo leve amnésico, DCL, e implemente un plan nacional que consulte tanto la creación de “clínicas de memoria” en los establecimientos públicos, para mejorar su diagnóstico, como un incremento del apoyo pecuniario a quienes ejercen labores de cuidado de los afectados (boletín N° S 1.549-12) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señores Navarro, Girardi y Gómez con la que proponen un proyecto que modifica el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales y la Ley de Calidad y Equidad en la Educación a fin de prohibir a los alcaldes que no sean reelegidos el ejercicio de sus atribuciones legales para llamar a concurso o nombrar a los postulantes seleccionados en el lapso posterior al acto electoral correspondiente.



--Se declara inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor Letelier, para ausentarse del territorio nacional a contar del lunes 14 del mes en curso.



 --Se accede a lo solicitado.

Comunicación



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, con la que recaba el acuerdo de la Sala para refundir dos proyectos de ley, iniciados en mociones de los Senadores señores Bianchi, Gómez, Patricio Walker y Zaldívar (boletín N° 8.290-06), por un lado, y de la Honorable señora Alvear (boletín N° 8.531-06), por otro, que proponen modificar el artículo 137 de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, norma que sanciona con las penas que indica al que solicitare votos por paga, dádiva o promesa de dinero u otra recompensa.



--Se accede a lo solicitado.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la Cuenta. 

El señor TUMA.- Pido la palabra.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Sobre la Cuenta?

El señor TUMA.- Sí, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en la Cuenta figura el informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social sobre el proyecto que establece la quiebra como causal de término del contrato de trabajo.



La propia Comisión, habiendo aprobado en general dicha iniciativa, acordó enviarla a las Comisiones unidas de Constitución, Legislación y Justicia y de Economía, que están viendo el proyecto que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas.



La Mesa comunicó la recepción de dicho informe, pero no se tomó decisión respecto a la derivación de la iniciativa a las Comisiones unidas indicadas para que sigan estudiándola.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se deja constancia de que ello ocurrirá una vez aprobada la idea de legislar.

El señor TUMA.- Sí. ¿Pero qué destino se le da ahora? La propia Comisión de Trabajo acordó solicitar que vaya a las Comisiones unidas individualizadas. 



Pido recabar el acuerdo del Senado en tal sentido.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se ratificará lo resuelto por la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

El señor TUMA.- Muy bien.



--Así se acuerda.

)----------(

El señor CHAHUÁN.- ¿Me permite, señor Presidente, sobre la Cuenta?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, conforme a lo dispuesto en el artículo 36 bis del Reglamento, solicito el desarchivo del proyecto de ley, iniciado en moción, que crea un sistema de información comparada de planes de salud -somos autores de él con el Senador Hernán Larraín-, que se encuentra archivado desde el 25 de mayo del año pasado, a petición de la Comisión de Salud.



Dicha iniciativa corresponde al boletín N° 6903-11.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión de hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Tratar como si fueran de Fácil Despacho, en la presente sesión ordinaria, los asuntos que se indican a continuación:



a) Proyecto de ley que permite la transferencia de la calidad de sostenedor de un establecimiento educacional, sin solución de continuidad, que figura en el primer lugar del Orden del Día de hoy.



b) Proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio entre la República de Chile y Australia para evitar la doble imposición con relación a los impuestos a la renta y a beneficios otorgados en virtud de un empleo, Fringe Benefits, y para prevenir la evasión fiscal, y su Protocolo, suscritos en Santiago el 10 de marzo de 2010.



2.- Tratar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión del martes 22 de enero la solicitud del entonces Presidente de la República señor Ricardo Lagos para aprobar, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 68 de la Carta Fundamental, el proyecto de reforma constitucional que establece un principio proporcional y representativo en el sistema electoral.



3.- Tratar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión del miércoles 23 de enero el proyecto de ley que regula la carretera eléctrica, signado con el número 4 en la tabla de hoy.



4.- Autorizar a la Comisión de Economía para discutir en general y en particular, en el primer informe, el proyecto de ley que regula los servicios de atención al consumidor prestados por agentes comerciales telefónicos.



5.- Autorizar a la Comisión de Defensa Nacional para discutir en general y en particular, en el primer informe, el proyecto de ley que tipifica como delito conductas relacionadas con la comercialización de fuegos artificiales.



6.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones (en la Secretaría de la Comisión de Hacienda), hasta las 18 de hoy, al proyecto que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985.



7.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta las 12 del lunes 4 marzo próximo, a los siguientes proyectos de ley:



a) El que regulariza la construcción y posesión de bienes raíces de entidades religiosas (en la Secretaría de la Comisión de Vivienda y Urbanismo).



b) El que ajusta normas del Estatuto del Personal de Gendarmería de Chile en materia de requisitos de ingreso y promoción de cargos en las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Suboficiales y Gendarmes (en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento).

El señor HORVATH.- Pido la palabra.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Para plantear una cuestión de Reglamento?

El señor HORVATH.- Para referirme a un punto que se mencionó en los acuerdos de Comités.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, deseo informarles a Su Señoría y a la Sala que se están reuniendo los equipos técnicos de los distintos parlamentarios en torno al proyecto denominado “carretera eléctrica” para generar un protocolo de acuerdo con el Gobierno antes de que se vote aquí la idea de legislar.



Por lo tanto, solicito que la fecha indicada en el acuerdo de Comités pertinente se adecue al referido protocolo, previo a la discusión y votación general del proyecto en la Sala.

El señor ESCALONA (Presidente).- Lo lamento, señor Senador, pero no está previsto en la tabla un pronunciamiento al respecto.



Su Señoría sabe perfectamente que no corresponde que nos pronunciemos sobre la cuestión que planteó.

HOMENAJE EN MEMORIA DE SACERDOTE BALDO SANTI LUCHERINI

El señor ESCALONA (Presidente).- El Senado rendirá homenaje en memoria del Sacerdote Baldo Santi Lucherini.



Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, estimados colegas; familia del Sacerdote Baldo Santi (un saludo especial para los integrantes de la Orden de la Madre de Dios que nos acompañan y para los funcionarios de la Clínica Familia); amigas y amigos del Padre Santi:



Hablo en nombre de la bancada de la Democracia Cristiana, y también -así me lo solicitaron-, de las bancadas de los Senadores de los Partidos Socialista, Por la Democracia y Radical.


Al finalizar su libro Algunos recuerdos de mi vida, en julio del año 2004, el Padre Baldo Santi sentenció:



“Estos recuerdos, que forman parte de mi vida, tienen destinatarios: los pobres y enfermos que caminaron junto a mí en la búsqueda cotidiana de la misericordia del Señor y de su riqueza espiritual”.



Con esas palabras del Padre Santi quiero iniciar este homenaje.

Su vida



Baldo Santi Lucherini nació en el pueblo de Barga, en la provincia toscana de Lucca, Italia, el 19 de mayo de 1921. 



Su hogar fue más bien modesto, situación que se vio agravada por la guerra. Sin embargo, los recuerdos que él compartía con nosotros acerca de su infancia eran los de un niño alegre y muy feliz del lugar donde vivía.



A los 4 años ingresó al Jardín Infantil de las Religiosas Josefinas, donde permaneció hasta los 6 años. Allí le enseñaron a jugar, a cantar, a rezar, a departir con sus compañeros y, poco a poco, a leer y escribir.



A los 8 años ingresó a la escuela municipal del pueblo, en la que estuvo 4 años.



En noviembre de 1933 se produciría el hecho que signó su vida: teniendo 12 años, entró al Colegio del Santuario de la Virgen de la Estrella de Migliano -de los clérigos regulares de la Orden de la Madre de Dios-, un internado para seminaristas.



El 21 de noviembre de 1940 hace su Profesión, pasando a formar parte de la familia religiosa de la Orden de la Madre de Dios, y el 20 de abril de 1946 es ordenado Sacerdote.



Recién ordenado y con un deseo de consagrar su vida al servicio de los demás, se entera de la petición que el Nuncio Apostólico en Chile le había formulado al Superior de la Orden en el sentido de poder contar con religiosos para apoyar el trabajo pastoral en este país. No lo dudó un instante y se puso a disposición de su Congregación.

Su viaje a Chile



El 12 de noviembre de 1946 se embarcó desde Nápoles, en un viaje que concluyó en Rio de Janeiro, luego de 32 largos días. Se trasladaron en avión a Buenos Aires, y de ahí, a Mendoza, para tomar el tren Transandino hacia Santiago.



Recuerdo muy bien cada uno de esos pasos del Padre Baldo Santi, por las tantas conversaciones que sostuvimos.



El 17 de diciembre llegaron a la Estación Mapocho seis sacerdotes de la Orden de la Madre de Dios, entre los que se encontraba el Padre Baldo Santi.



En Santiago fueron recibidos por Monseñor Manuel Larraín, quien los contactó con Monseñor Eduardo Larraín Cordovés, Obispo de Rancagua, quien los había solicitado a la Nunciatura y había aportado económicamente para su viaje.



El 21 de diciembre de 1946, en la Estación Central, tomaron el tren que los llevó a Rancagua, y el 23 de diciembre llegaron a su destino: Quinta de Tilcoco.



La forma como los Padres Baldo Santi y Mario Ferocci realizaban su ministerio y la evangelización no “sintonizó” con la manera en que se desarrollaban en las capillas de los fundos de Quinta de Tilcoco. Por tanto, fueron enviados a Santiago.



En la Capital los recibió el Cardenal José María Caro, quien les ofreció una capilla en la zona poniente, en la calle San Pablo, a la altura del 5.500, pasado Radal. Esa capilla fue consagrada a la Virgen de Guadalupe, de la cual era devoto el Padre Baldo. Tomaron posesión de ella el 15 de agosto de 1947, en la fiesta de la Asunción de la Virgen María.



Relato lo anterior porque no se entendería la gran obra del Padre Baldo Santi sin pasar por estos inicios de servicio a los más pobres y necesitados de nuestro país.

Su gran obra de caridad



Empezó su labor implementando la Acción Católica en la parroquia, donde llegaron a participar más de 400 jóvenes.



Al comenzar ellos a practicar deporte, se propuso, conforme a la que sería su mayor característica -hoy se piensa en una determinación semejante como algo insólito-, la construcción de una cancha de hockey en el patio del recinto. Los patines los consiguió en Italia, y, para financiar las actividades, creó una fábrica de baldosas con el aporte de un amigo que le donó el molde y el de otro que le regaló una prensa artesanal.



Pero requería capital, y entonces fue al Banco Sud Americano para solicitar dos préstamos, motivo por el cual se puso en contacto con el dueño, don Carlos Vial Espantoso, a quien le señaló que el primero era para construir la cancha, y el segundo, para levantar la casa de los sacerdotes. Cuentan que don Carlos le preguntó cómo los devolvería, a lo que el padre Baldo contestó: “Lo que tengo claro es que se pagarán en su totalidad, chaucha a chaucha”. No explicó nada más.



Al cabo de dos años estaba todo cancelado. El Nuncio Apostólico, enterado de la acción de los religiosos y luego de visitar la iglesia, consiguió que el Arzobispado de Santiago se hiciera cargo del 50 por ciento.



La casa de los sacerdotes fue inaugurada por el Cardenal José María Caro.



El equipo de hockey en patines tuvo un gran desempeño, viajando por varios países, y la cancha de la Parroquia Nuestra Señora de Guadalupe incluso hizo las veces de anfitriona en un campeonato sudamericano, al que asistieron más de 6 mil personas.



Mas para el padre Baldo no era suficiente el trabajo con los jóvenes. Con el apoyo de estudiantes de las Universidades de Chile y Católica, realizó una encuesta, casa por casa de la población Simón Bolívar, cercana a la parroquia, para que fueran los propios vecinos los que fijaran la prioridad de sus necesidades. Así nació otra de sus obras: la Escuela Industrial Simón Bolívar, dedicada a la formación en mecánica, rectificación de motores y fabricación de muebles. La maquinaria la consiguió con donaciones europeas y parte de los profesores eran importantes empresarios y académicos.

Cáritas Chile: 48 años de fecunda labor



En 1956 se fundó Cáritas Chile, cuyo primer presidente fue Monseñor Raúl Silva Henríquez, quien invitó al padre Santi a colaborar.



Comenzó, así, una fecunda labor de caridad, asistencia y ayuda a los más necesitados de todos los ámbitos y lugares. Para los niños de los obreros se formó el Departamento de Colonias y Campamentos. Para apoyar la adquisición de viviendas se establecieron las asociaciones de ahorro y préstamo. Surgió el Instituto de Viviendas Populares (INVICA). Se incentivó el cooperativismo creando Unicoop. Se impulsó la participación organizada de la mujer al fundarse la Unión de Centros de Madres de Santiago.



El 11 de octubre de 1960, el padre Baldo asumió como Vicepresidente Ejecutivo de Cáritas Chile, luego de registrarse el terremoto de mayo del mismo año, que azotó con especial crudeza el sur del país. Su capacidad organizativa y temple fueron puestos a prueba. Se trasladó a la zona y desde allí implementó la estrategia de auxilio, mientras el Cardenal Silva Henríquez conseguía ayuda en Europa y América. Habiéndose registrado más de 4 mil casas destruidas y alrededor de 18 mil 999 personas sin hogar, la asistencia y la reconstrucción desde Cáritas Chile fueron notables.



La misma reacción inmediata tuvo el padre Santi para colaborar ante las inundaciones de los años 1965 y 1972, los aluviones de 1985 y 1986, y, principalmente, el terremoto de 1985, que transformó a Cáritas Chile en el centro de la recepción del aporte internacional y en el organismo que implementó la reconstrucción.



Su tenacidad y carácter permitieron a muchos campesinos ver reconstruidas sus casas de adobe y no recibir una mediagua, como muchos sugerían. Afirmaba que la dignidad de ellos era preciso respetarla y no modificarles su hábitat.



Hoy podemos destacar que estas obras hablan por sí solas del padre Baldo Santi.



Sin quedarse solo en la ayuda, también contribuyó a la promoción humana. En 1961 creó la Cruzada del Servicio Voluntario de Cáritas, que luego pasó a llamarse “Escuela Nacional” (ENAC).



El año 1974 integró el naciente Comité Pro Paz. Prestó, junto al Cardenal Silva Henríquez, un importante apoyo a los internados en distintos centros de detención, como el Estadio Nacional y Pisagua.



Estableció la Fundación Civitas, donde congregó a importantes profesionales y jóvenes con los que implementó proyectos formativos y de desarrollo, realizando una fructífera labor. Desde ahí creó el Centro Cultural El Ágora, residencia de estudiantes universitarios y lugar de desarrollo y capacitación. A lo anterior se agregó el Instituto para la Transición (ISTRA), que benefició a miles de jóvenes. Por su parte, el programa de Donación de Órganos, instaurado en el año 1995, llegó a registrar más de 15 mil donantes voluntarios.



Organizó en el país el Movimiento Católico Comunión y Liberación, y editó por más de 12 años la revista CL, cuya labor formativa y de transcripción de los más importantes documentos de la Iglesia aún es valorada.



Quizás su obra más querida -y sufrida, diría- fue la Clínica Familia y la Fundación para la Dignidad del Hombre, que instituyó en el año 1966, entidad pionera en Chile en el cuidado y orientación de pacientes terminales de sida y de cáncer y su entorno familiar.



Recuerdo su dolor ante el rechazo por la ubicación del establecimiento, ya que iba de barrio en barrio tratando de adquirir casas y era insultado por vecinos que no aceptaban a quienes padecían el primero de esos males.



Tengo presente una anécdota de carácter casi personal, ya que me confidenció el caso de una embarazada enferma de sida -con posterioridad falleció- que había sido abandonada por su familia y a quien llevó a uno de los tantos centros cercanos a Santiago para que pudiera tener su guagüita, mientras se encontraba un lugar adecuado a fin de criar a esta última. El lugar adecuado, en definitiva, fue la casa del padre Santi. En esa época, las personas con dicha afección y los homosexuales eran rechazados totalmente, y él le abrió sus brazos a la mujer ante ese hecho y la debilidad en que esta se encontraba.



Recorrimos juntos muchas veces la Clínica Familia y observé el orgullo que le despertaba. Es preciosa y digna, impulsada a fuerza de cariño. Como buen italiano, consiguió obras de arte para adornarla. En su interior -nos acompañan algunos de sus funcionarios- se respira paz, cariño, respeto. Pidió que sus restos también estuvieran ahí. Consideró en ella lugares lindos, como un parque. La experiencia me impactaba, porque, al pasar por las distintas habitaciones -son individuales-, vi a personas de los sectores más pudientes que habían sido rechazadas por sus familias y acogidas por el padre Baldo Santi.



Como Ministra de Justicia, lo atendí en numerosas oportunidades. Me pedía audiencias urgentes, y si no lo recibía, irrumpía y abría la puerta, no más. Ello obedecía a que, en conocimiento de que en la cárcel había un enfermo terminal de sida a quien le quedaban días de vida, quería pedir, por la dignidad de ese ser humano, que este pasara sus últimos momentos en una clínica, con su familia.



Entonces, uno percibía a un hombre con dedicación; con amor por los más postergados, por los más invisibles, por los niños. Los Senadores representantes de la Sexta Región conocen muy bien Quinta de Tilcoco y la obra con los pequeños abandonados. El padre Santi me mostraba la tarea que se hacía allí para la adopción, luego, de los más grandes. Es una labor preciosa por todos ellos, a la cual impuso un sello de dignidad.



Son muchas las obras. Son muchas las acciones. Es muy abundante el testimonio que uno puede dar de lo realizado en el país por el padre Baldo Santi, quien señalaba hace algunos años: “Mi sacerdocio coincide con este proyecto, con esta vida y esta pasión por Cristo, para depositarla en el corazón de todos los chilenos por medio del Evangelio, de la Misericordia y la Caridad”. Fueron 66 años de fecunda vocación sacerdotal.



Con mucha emoción, rememoro nuestras conversaciones, en su casa o en la mía; sus consejos; su opinión, franca y sincera, a veces en tono marcado. Porque era firme: a una la retaba también. Pero siempre estaba presente. En las situaciones más difíciles hacía llegar sus cartas -las atesoro como un valioso recuerdo-, para entregar siempre una palabra oportuna, cariñosa, esperanzadora. Todos sufrimos, con frecuencia, en esta vida política tan intensa. Tenía ese gesto humano, tan valioso.



Siempre expresaba: “Mis principales guías han sido el Evangelio, la Constitución de nuestra orden y la doctrina social de la Iglesia”. Pero no se privaba de identificarse como un profundo admirador de Luigi Sturzo, de Alcide De Gasperi y de Giorgio La Pira, respecto de quienes manifestaba que “demostraron que no hay separación entre fe y política” -le agradaban mucho los católicos que se involucraban en la vida política- y que “No había que olvidar que De Gasperi, junto con Adenauer y Schuman, fueron los gestores visionarios de una nueva Europa económica y política”.



Me unió al padre Baldo una gran amistad -bautizó a mis tres hijos y estuvo siempre a nuestro lado-, a la cual intenté retribuir.



Visité sus obras. Evoco, con particular alegría, aquellos momentos tan especiales, sobre todo los recorridos en La Patagüilla y las misas preciosas en la capilla, tan linda, que allí construyó, como también en la Clínica Familia, donde pude comprobar con qué cariño y compasión trataba a cada uno de los enfermos y cómo le retribuían.



Lo acompañé cuando, en 1994, el Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle le otorgó la nacionalidad chilena por gracia, ante lo cual, con su característico humor, comentó: “A partir de este día, Chile tiene un chileno más, pero no un italiano menos”. Lo dejó muy claro.



Fue un sacerdote integral, a tiempo completo; un hombre alegre, deportista, de carácter, pero de una infinita ternura y caridad.



El padre Baldo fue, sin duda, un realizador, un constructor de obras para los demás, con un gran corazón, lleno de ideales, o, más bien, de un Ideal: el de la fe en Jesucristo.



Comparto profundamente las palabras pronunciadas por el Nuncio Apostólico, Monseñor Ivo Scapolo: “Es una ocasión para agradecer al Señor todo el bien, toda la santidad que le ha concedido a la Iglesia y al mundo a través del testimonio, muy concreto, muy dinámico y valiente, del padre Baldo”.


Hoy rendimos en esta Corporación un justo homenaje en memoria de este gran sacerdote, italiano y chileno; de este hombre bueno, amable, sabio y gran amigo, a quien recordaremos siempre por su testimonio de vida y, por cierto, por sus múltiples obras.



¡Padre Baldo Santi, gracias por tu amistad, por tu ejemplo, por tu compromiso!



¡Descansa en paz!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, Honorable Sala, familia del padre Baldo Santi, miembros de su congregación:



El Senador señor García-Huidobro entregará muchos más detalles de los que puedo dar desde esta testera, pues le tocó compartir con el padre Baldo y conocer su obra con mayor profundidad.



En forma muy breve -porque son pocas las veces en que se brinda un tributo en memoria de personas excepcionales-, debo aclarar que no tuve la oportunidad de conocer al padre Santi. Como abrigo la firme convicción de que, de manera más importante que las palabras, los seres humanos hablan por sus acciones, estimo que fue un gran realizador y que dejará un tremendo legado en nuestro país, particularmente en beneficio de los más desposeídos.



Frente a un hombre de esta estatura, más bien quisiera hacer algunas reflexiones a partir de su vida, las cuales, si bien trascienden al mundo cristiano, creo que están dirigidas especialmente a este. Es a partir de su vida y obra que vamos a comprender su mensaje en todas sus dimensiones, en toda su profundidad.



En el mundo cristiano siempre se ha planteado una dicotomía: ¿basta solo la fe o la fe debe ir acompañada de obras?



Conforme al primer concepto, muchos creen cumplir su misión en la vida solo con la fe, buscando un encuentro muy personal, muy individualista, con Dios.



El primer mandato que nos dejó Cristo fue amar a Dios con todas nuestras fuerzas -allí se simboliza la fe-, pero, a renglón seguido, nos exigió amar al prójimo. El amor a Dios y el amor al prójimo, por tanto, presentan un carácter indisoluble: se encuentran absolutamente ligados.



El amor al prójimo necesariamente implica que la fe no puede mantenerse en la esfera de lo estrictamente individual, sino que debe expresarse en el mundo a través de acciones u obras concretas.



El apóstol Santiago fue categórico al expresar: “Hermanos míos, ¿qué aprovechará alguno si dice que tiene fe y no tiene obras? ¿Podrá la fe salvarle? Y si el hermano o la hermana están desnudos y tienen necesidad del mantenimiento de cada día y alguno de vosotros les dice: ´Id en paz, calentaos y hartaos`, pero no les diereis las cosas que son necesarias para el cuerpo, ¿qué aprovecharán? Así también la fe, si no tuviere obras, es muerta en sí misma”.



Sin embargo, quienes alcanzan un carácter tan excepcional, como en el caso del padre Santi, son capaces de distinguir que la opción por el prójimo debe concentrarse en aquellos que sufren, en aquellos que han sido abandonados por la sociedad. Este es su gran legado.



Igualmente, en su tiempo, la madre Teresa o el padre Hurtado fueron personas de fe, mas el verdadero milagro, lo que que marcó la diferencia en estos seres excepcionales, es que fueron capaces de desarrollar una fe viva y no muerta, y optaron, no por cualquier prójimo, sino por el más desvalido.



Todos ellos pertenecieron a la Iglesia, como cientos de miles de sacerdotes a través del mundo, pero no se contentaron con la labor social que se desarrollaba en sus congregaciones. No. Motivados por esa fe viva, fundaron sus propias instituciones: el Hogar de Cristo, las Hermanas de la Caridad y, en el caso del padre Baldo Santi, la Clínica Familia y toda la labor desarrollada en Quinta de Tilcoco en lo relativo al tema de la adopción.



Todos ellos, a su tiempo, se hicieron cargo, convocaron, estremecieron a la sociedad en torno a realidades muy duras: la pobreza, la desigualdad, los abandonados en Calcuta y los enfermos terminales de sida.



Sin duda, la fe les dio la fortaleza y el coraje para enfrentar las dificultades e incomprensiones que no estuvieron ausentes en ninguna de sus obras. 



La Senadora Alvear hizo referencia a lo que ocurrió con la Clínica Familia, rechazada por los propios católicos vecinos de los sectores afectados.



En el caso del padre Baldo Santi, rescato, por sobre todas las cosas, el concepto de dignidad humana. Se trata de enfermos terminales, que son acompañados hasta el último de sus días, como si recién comenzaran a nacer. Son seres que la sociedad abandonó a su suerte, que perdieron completamente su dignidad ante el resto. 



¿Qué hizo él? Salió a su encuentro; los cobijó; les prestó la mejor atención en la Clínica Familia; les brindó el mayor de los cuidados, como las personas más importantes del mundo, rescatando su dignidad; les dio medicina, afecto y cariño en sus últimos días.



Gracias, padre Santi, por reafirmarnos que la fe debe ser una fe viva y no una fe muerta; que esa fe viva tenemos que desarrollarla en nuestro medio, en torno a obras concretas, y que debemos optar prioritariamente por ese prójimo desvalido que muchas veces el mundo, con sus espejismos, no nos deja ver.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, Honorable Sala, familiares y congregación del padre Baldo Santi Lucherini:



 Esta mañana, mientras viajaba a Valparaíso, recibí una llamada con bastante congoja y dolor. Era la Senadora Lily Pérez, quien había preparado un discurso y tenía toda la intención de rendir homenaje a su amigo el padre Baldo Santi. Pero los azares de la vida le habían deparado un destino diferente: asistir a los funerales de otro querido amigo en el sur del país. 



Por ello, me pidió expresar la tremenda valoración, el cariño, el afecto, el amor fraternal que sentía por el padre Baldo Santi Lucherini. Y me solicitó intervenir, y a mí me gustó la idea, porque Lily Pérez viene de una vertiente del judaísmo, lo cual da testimonio de transversalidad, diversidad, pluralismo. 



Por mi parte, hablando desde la vertiente laica, valoro y reconozco la obra y la trascendencia de un  hombre bueno, que el año 46 llega a Chile inspirado por la vocación de servir.



Funda la primera comunidad de su orden en Quinta de Tilcoco.



Lily me contaba que el primer acercamiento a su obra se dio cuando el padre buscaba instalar su Clínica Familia y recibió el rechazo de distintas comunas de Santiago. Y ella, en su condición de concejala por La Florida, tomó contacto con él y le pidió que no buscara más, por cuanto ya le había encontrado un lugar donde poder canalizar tal inquietud. Y fue así como le ayudó a instalarse en terrenos de su municipio, precisamente en el mismo sitio donde hoy sigue ubicado el albergue.



Se hizo voluntaria de la clínica y la visitaba.



No voy a leer en extenso su discurso, pero señala que lo que más le gustaba eran las visitas sorpresa, para compartir con él, recorrer el inmueble y servir a los que allí lo requerían. 



Marcó una frase dicha por el padre Santi: Los enfermos de sida “son los nuevos pobres, porque pierden su autoestima y son víctimas de la marginación y la discriminación. Y el mundo es casi una casa común en la que no podemos ser egoístas e individualistas”.



Esto lo dijo hace 17 años, refiriéndose a la que quizás fue su cruzada más conocida en Chile: la defensa y ayuda para los portadores del VIH. 



En efecto, desde el año 86, a través de Cáritas Chile -institución a la que sirvió 47 años de su vida-, el padre Santi comenzó a relacionarse con los enfermos de sida, reconociendo sus carencias y la marginación social en la que se encontraban. Mientras la gente lo llamaba “el cura de los con sida”, este sacerdote pasaba largas horas en la sala Padre Hurtado del Hospital de San Bernardo, acompañando a los enfermos y sus familias en la agonía y la muerte del paciente. Ante un diagnóstico de enfermedad terminal, el padre Santi descubrió que el cariño y el cuidado podían hacer de las postrimerías de la vida de un ser humano una inigualable oportunidad de reconciliación, entrega y crecimiento para el enfermo, pero también para su familia. 



Baldo Santi fue el impulsor de los cuidados paliativos en Chile, acogiendo enfermos terminales desde el año 87 de manera ambulatoria. Pero fue en 1997 cuando se materializa su mayor obra: la Clínica Familia. Esta fundación introducía la novedad de ser la primera en otorgar hospitalización a los enfermos terminales.



Lily Pérez destaca toda esta trayectoria. Señala que dentro de los desafíos que el padre Santi dejó planteados está el luchar para que todo enfermo pueda morir dignamente.



El 4 de enero recién pasado el padre Baldo Santi dejó de existir a la edad de 92 años. 



Señala Lily: “Jamás dejaré de agradecer haberlo conocido personalmente, y que me haya permitido ser parte de su gran proyecto de ayuda comunitaria. Hago presente un desafío que hoy tenemos todos como Senadores de la República, y que se refiere a legislar sobre cuidados paliativos para enfermos terminales”.



Lily Pérez, el Senador Carlos Bianchi y quien habla exaltamos la personalidad, la obra, la huella de servicio, el peregrinar de un misionero de amor fraternal. Valoramos esa obra. Se lo expresamos con claridad y firmeza a su congregación y a su familia, pero también a sus seres queridos, a los más pobres, a los más desposeídos, a los desamparados.



Creemos que la obra del padre Santi es testimonio de dignidad por la vida humana; es testimonio de la vocación de servicio; es testimonio de un apostolado solidario; es testimonio de amor fraternal; es el testimonio de vida de un sembrador fecundo, de la obra de un hombre grande. 



“Por sus obras los conoceréis”.



Saludamos y valoramos la obra del padre Baldo Santi.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, señoras y señores Senadores; señor Ministro que nos acompaña en la Sala; familia del padre Baldo Santi, personas que forman parte de la Congregación (no sé si hay sacerdotes presentes en este instante e ignoro si se encuentra el padre Memo): 



Hace pocos minutos hablé con el Provincial de la Orden, padre Alejandro Abarca, quien nos señaló que le resultaba imposible estar con nosotros hoy día, pero que, sin duda, tanto su corazón como el de toda la Congregación nos acompañarían en este homenaje.



Asimismo, quiero saludar a los directivos de la Clínica Familia, a quienes prestaron funciones en ella y a las personas que actualmente cumplen allí labores. Y también extiendo mi saludo a quienes cuidaron hasta los últimos días de vida a este santo que tiene nuestro país: el padre Baldo Santi.



El año recién pasado, muchos leímos un artículo de prensa titulado “El padre Santi sigue trabajando 24/7, con 90 años”, en el cual él expresaba: “Le pido a Dios que me dé cuatro más”. 



Y considero importante reproducir de manera textual lo que ahí manifestó:



“-¿Cuántos años más quiere vivir, padre?” -le preguntaba el periodista-. 



“-Yo le pido a Dios Creador que me dé cuatro años más” -le contestaba él-.



Y continuaba la entrevista:  



“-¿Sólo cuatro?”. 



“-Es que después uno se pone a hablar leseras...”.



“-¿Y qué quiere hacer en los próximos cuatro años?”. 



“-Terminar todo esto (la Clínica),” -y agregaba algo muy importante, que en mi opinión tendría que marcarnos a todos- “con un centro de formación para los voluntarios”.



¡Qué falta le hace a nuestro país contar con centros de formación para voluntarios! Nuestra sociedad necesita ver el ejemplo de la Orden de la Madre de Dios en Chile. ¡Pocos sacerdotes, pero extraordinarios! Ahí está la labor que ellos han desarrollado en la Región que actualmente represento: el Hogar de Quinta de Tilcoco, donde cientos de niños -son miles los que han pasado por allí-, abandonados por sus familias y que han experimentado el sufrimiento infantil, son acogidos por dicha Congregación, la cual, con sacerdotes maravillosos, como el padre Alceste Piergiovanni, ha sido capaz de cambiar el rumbo mediante el esfuerzo y la tenacidad del trabajo en equipo.



El padre Baldo Santi era parte de este grupo, un sacerdote excepcional. 



Tuve la posibilidad de asistir a la inauguración de la Clínica Familia. Después lo acompañé siempre. Y cuando uno ha visto a un santo tratando de convencer a los demás, sufriendo por el rechazo momentáneo de la sociedad, siente que el Senado no puede dejar de memorar y de imitar su ejemplo.



Nosotros estamos en la vida pública. ¡Quién sabe cuánto tiempo más vamos a permanecer en ella y cuántos minutos más nos va a dar Dios para seguir sirviendo! 



Nuestro país le concedió la nacionalidad chilena al padre Baldo Santi porque se lo merecía. Valoro -se lo digo al ex Presidente Frei- la decisión que tomó el Congreso junto con Su Señoría en cuanto a otorgarle la nacionalidad por gracia a un hombre que hizo mucho por nuestro país y que, de seguro, seguirá aportándole bastante más, puesto que su legado es extraordinario.



Rindo también homenaje a todos quienes en la comuna de Rancagua se entregaron siempre por los enfermos del hospital: padres y sacerdotes de la Orden de la Madre de Dios; una Orden que ha marcado el rumbo del apoyo a las personas más necesitadas, más desvalidas, más olvidadas y, principalmente, más rechazadas por nuestra sociedad.



Creo que el padre Baldo Santi debe ser un ejemplo para nosotros: un ejemplo para mi Región y para todo Chile, porque personas como él marcan, sin duda,  una huella.



¡Necesitamos más padres Baldo Santi en nuestro país!



Tenía preparado un discurso, pero prefiero no leer, porque creo que las palabras deben nacer del corazón. Y quiero aprovechar la presencia de autoridades en la Sala para decir que el voluntariado de nuestra nación -tal cual lo planteó en la entrevista el padre Baldo Santi- necesita reflotarse.



Me impacta lo que está ocurriendo con los centros eclesiásticos para niños. Quedan muy pocos, porque los recursos no alcanzan. 



Hemos tenido que dar una lucha muy fuerte y muy compleja para sostener el Hogar de Quinta de Tilcoco. No se puede acabar. Es imposible. Pero los padres no están obligados a lo imposible; requieren el apoyo del Estado. Es necesario que el ejemplo del padre Baldo Santi nos haga comprender que debe haber una política de Estado para apoyar a las personas más necesitadas de Chile, a quienes hoy día sufren: enfermos, niños. Y esa materia deben abordarla en forma conjunta el Senado, el Congreso, y el Ejecutivo.



Le pido a Dios que nos acompañe y nos bendiga. Y a los miembros de la Orden de la Madre de Dios les digo que estamos tremendamente orgullosos de que estén en nuestro país, porque la mayoría de ellos son italianos que se volvieron chilenos, incluyendo al padre Vito y al padre Baldo. Yo tuve la suerte de presentar en la Cámara de Diputados el proyecto de ley que también le permitió obtener la nacionalidad chilena al primero de ellos.



Finalmente, le doy las gracias a todo el equipo que cuidó hasta el último día al padre Baldo Santi. Sin duda, estuvieron al lado de un santo, que demandamos que nos siga bendiciendo desde el cielo.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador Baldo Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, rindo homenaje en nombre de Renovación Nacional.



En primer lugar, quiero saludar a la familia del padre Santi y a los funcionarios y voluntarios de la Clínica Familia que hoy nos acompañan. También deseo saludar y agradecer especialmente al doctor Baldo Rinaldi Santi, a su señora Patricia y a su familia, quienes me han permitido, por la amistad que nos une, tomar detalles desconocidos de la vida del padre Baldo Santi, los cuales, sin duda, servirán para conocerlo mejor en sus múltiples actividades y en su servicio permanente a los más desvalidos y enfermos.



Nació en 1922 en Barga, región italiana de Toscana. Sus padres lo matricularon en el convento de los religiosos del Santuario de Migliano. Con estudios de Filosofía y Teología, se ordenó sacerdote en 1946.



En noviembre de ese año, la congregación de la cual era parte recibió una carta del Cardenal Caro ofreciéndoles a sus miembros viajar a Chile para cooperar en la labor pastoral.



El padre Baldo Santi no lo pensó ni un minuto. Fue el primero en aceptar dicho ofrecimiento.



Se embarcó hacia Valparaíso en un largo y extenuante viaje junto a un grupo de sacerdotes. Lo hizo en tercera clase. Era tanto el frío -nos contaba alguien por ahí- que hubo que arrancar una puerta vieja y prenderle fuego para poder abrigarse.



Tan pronto descendieron del barco, una vez que el grupo llegó a Valparaíso, tomaron un tren que los llevó a Malloco. Y al largo viaje en barco se sumaron cuatro horas en tren. Llegaron muy cansados y divisaron un hotel que tenía unas luces extrañas. No era de los mejores, pero decidieron quedarse y pasar la noche en él.



A las seis y media de la mañana del día siguiente, el padre Santi despertó al grupo y se dirigieron a la iglesia que quedaba cruzando la calle. Luego de ello, el Cardenal Caro lo destinó a cumplir sus funciones en la localidad de Quinta de Tilcoco, para después ser asignado a Santiago, a la parroquia Nuestra Señora de Guadalupe, en donde partió su labor pastoral.



Acogiendo un llamado del Cardenal Silva, en 1956 se integró a Caritas Chile, institución de la que llegó a ser su Vicepresidente.



Primero ingresó al Departamento de Colonias y Campamentos, para luego hacerse cargo del Departamento Fílmico. Recorrió el norte y el sur del país a fin de exhibir películas en las parroquias.



Para realizar tal labor viajaba en una moto Lambretta, muy modesta. En uno de sus viajes se dirigió a Pichidangui, en busca de un terreno para construir un hogar que serviría para acoger el programa de campamentos destinados a recibir grupos de veraneo de los sectores más modestos. Ya en esta localidad, un señor que lo conoció y que se dio cuenta de la labor del padre Santi, regaló un terreno, en donde hoy se ubica el Hogar de San Alfonso. Además, construyó uno similar en la localidad de Quinta de Tilcoco.



Mejoró considerablemente la gestión de Caritas, construyendo un edifico de 5 pisos en Almirante Barroso, y después uno en la Alameda.



En la década del ochenta, el Papa Juan Pablo II pidió a Caritas hacerse cargo de los enfermos de sida. Para cumplir esta labor, viajó a Roma donde conoció un hogar llamado “Casa Gloria”, regido por monjas que daban acogida a quienes padecían esa enfermedad.



De regreso a nuestro país, el padre Santi dijo: “En Chile vamos a hacer algo mucho mejor que esto”. Decidido a cumplir la misión que le encomendara el Papa, el padre Santi pidió apoyo a varios amigos, entre ellos  don Anacleto Angelini, para que lo ayudaran con alguna casa o algún lugar en donde construirla.



Así, le ofrecieron un inmueble en la comuna de Ñuñoa, que -como han mencionado quienes me han antecedido en el uso de la palabra- provocó una gran oposición en el barrio. Recorrió otros lugares y, finalmente, consiguió un terreno en la comuna de La Florida. En este lugar construyó en 1989 la Clínica Familia, y consiguió que la congregación Santa Ana viniera a ayudarlo.



Sin lugar a dudas, su gran obra está representada por el trabajo en Caritas Chile y la creación de esa Clínica, en donde se ha dado acogida al tratamiento de más de 4 mil personas afectadas por VIH, cáncer y otras enfermedades terminales.



Sin embargo, no son estas las únicas obras por las que será recordado el padre Santi. Él creó un centro de escucha para atender los problemas de las poblaciones, construyó un policlínico, edificó -como se ha dicho aquí- una cancha de hockey sobre patines, en la que fabricó e instaló personalmente las baldosas. Creó el Club de Hockey Nuestra Señora de Guadalupe, en Quinta Normal, y fue dirigente de la Federación Nacional de Hockey, especialidad de la cual organizó, nada más y ni nada menos que un campeonato sudamericano.



Fundó la Escuela Industrial de Motores Eléctricos y de Combustión y creó la Escuela Nacional de Capacitación de Caritas Chile (ENAC), para la formación de enfermeras y auxiliares.



En la década de los noventa, se enteró de que la población del Archipiélago Juan Fernández carecía de hortalizas, por lo que, junto con el doctor Rinaldi, implementó un proyecto para que las familias de esa zona tuvieran huertos y habilitasen siembras de autosustentación.



En la localidad de Navidad creó un grupo de apicultores que vendían y exportaban miel a Suiza. Construyó una congregación nueva y abrió un seminario en la India y en Nigeria, aportando ideas y recursos para su construcción.



Cuando a través de las noticias se enteró del aluvión que destruyera un número muy importante de casas en la localidad de Los Molles, sin pertenecer a ella, viajó a ese lugar y consiguió recursos en Italia para reconstruirlas junto a los pobladores.



Levantó el Centro Cultural El Ágora para recibir a universitarios becados de la Universidad Católica, que, por falta de recursos, no podían pagar su alojamiento y estudios.



Fueron muchas sus obras. El padre Baldo Santi se caracterizó por ser un gran gestor. Lo que empezaba lo terminaba, por difícil que fuera. Esta perseverancia fue factor para que en el año 1995 recibiera el Premio a lo Admirable.



En 1994 -como se ha dicho-, el Presidente Frei Ruiz-Tagle le otorgó la nacionalidad chilena, y entonces pronunció la frase ya repetida, pero que quiero mencionar de nuevo: “En este momento soy un chileno más, pero no un italiano menos”.



Sin duda, el padre Baldo Santi tenía una misión encargada por Dios. Y de eso no solo habla su enorme obra en favor de los desposeídos y de los enfermos, sino también el hecho de que en tres pasajes de su vida estuvo a punto de morir. Ello deja en evidencia que la mano del Señor estuvo presente durante su existencia.



Primero, cuando en el año 1943, durante la invasión alemana a Italia, en plena Segunda Guerra Mundial, mientras caminaba por Roma, frente a sus pies cayó una línea que lo separó de 300 italianos que fueron posteriormente masacrados en las fosas ardeatinas por las fuerzas invasoras, en venganza por el asesinato de 30 militares del ejército alemán a manos de los partisanos.



Segundo, cuando en la década de los sesenta, en calidad de Vicepresidente de Caritas, viajó a Alemania. De regreso tenía que pasar por España para entrevistarse con un sacerdote y conseguir recursos para su obra en Chile. En esa ocasión, el cura no lo pudo recibir por padecer un fuerte estado gripal y le pidió algo que él nunca hacía: postergar su regreso en cuatro días, en compensación de lo cual lo llevaría a recorrer Toledo.



El padre Santi accedió a la petición. Fue a Air France a cambiar los pasajes. Al día siguiente, en el hotel, junto con el desayuno, le entregaron el periódico local, en cuyo titular se destacaba: “Avión de Air France cae en islas Guadalupe, sin sobrevivientes”. Era precisamente el avión que originalmente él tenía que tomar.



Y, por último, cuando fue aquejado de tuberculosis, enfermedad que lo tuvo a punto de morir.



Por esto consagró con entusiasmo y tenacidad su vida a concretar lo que se denomina “El gran acontecimiento cristiano de vivir en plenitud el mensaje de Cristo, fundamento de la auténtica liberación del hombre”. Nada pudo interponerse en su misión al servicio de los pobres, los enfermos y los desamparados, no solo abriéndoles la esperanza de la vida eterna, sino además mejorando su vida actual.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- No voy a intervenir, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Su Señoría no hará uso de la palabra.



De esta manera, se ha rendido el tributo del Senado de la República al sacerdote Baldo Santi.



Agradecemos la presencia de quienes compartieron con él su vida de esfuerzo y dedicación al servicio de los más humildes y del prójimo.



Muchas gracias por acompañarnos en el homenaje.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Prosecretario.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Ha llegado a la Mesa un oficio de la Honorable Cámara de Diputados con el que se requiere el acuerdo del Senado para designar Ministros del Excelentísimo Tribunal Constitucional a los señores Gonzalo Antonio García Pino y Juan José Romero Guzmán (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

V. ORDEN DEL DÍA

AUTORIZACIÓN PARA TRANSFERENCIA DE CALIDAD DE SOSTENEDOR DE ESTABLECIMIENTO EDUCACIONAL

El señor ESCALONA (Presidente).- Conforme a lo acordado por los Comités, corresponde tratar como si fuera de Fácil Despacho el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la transferencia de la calidad de sostenedor de un establecimiento educacional, sin solución de continuidad, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y urgencia calificada de “discusión inmediata

--Los antecedentes sobre el proyecto (8696-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 89ª, en 19 de diciembre de 2012.


Informe de Comisión:


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 93ª, en 9 de enero de 2013.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es permitir que aquellos sostenedores cuyos establecimientos educacionales hubieran obtenido reconocimiento oficial del Estado con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley N° 20.370 y que a la fecha no hayan cumplido con lo dispuesto en el artículo 46, letra a), de dicha normativa, puedan transferir la calidad de sostenedor, dentro del plazo de 2 años desde la publicación del presente cuerpo legal, especificándose, además, que dicha transferencia considerará el traspaso del reconocimiento oficial respectivo sin solución de continuidad.



La Comisión discutió este proyecto en general y en particular a la vez, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, y lo aprobó en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Navarro y Walker (don Ignacio).



Cabe hacer presente que el texto, por incidir en normas de rango orgánico constitucional, requiere para su aprobación 21 votos favorables. 



El texto que se propone aprobar se consigna en la parte pertinente del informe

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general y particular la iniciativa.



Como la iniciativa es de quórum especial, se abrirá la votación.



Tocaremos los timbres para que Sus Señorías concurran a emitir pronunciamiento.



En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma, para fundamentar el voto.

El señor TUMA.- Señor Presidente, cuando se aprobó el proyecto que establecía la Ley General de Educación, uno de los artículos en los que hubo mayor consenso fue el que disponía que quienes se dedicaran a impartir educación o administrar establecimientos educacionales (educación básica, media) obligatoriamente debían poseer un giro único. Porque era conocido que en el mundo rural había empresarios de la carne y del sector vinícola que aparecían como sostenedores.



Una materia relacionada con la igualdad de oportunidades y con la calidad de la educación tiene que ver también con quiénes administran los establecimientos de educación.



Se dispuso, pues, que los sostenedores debían tener giro único. Y se determinó el plazo de un año para ajustarse a esa normativa.



La mayor parte de los establecimientos no poseían giro único. Algunos tenían responsabilidad también en otras áreas, como la salud; y otros pertenecían principalmente a congregaciones religiosas.



A aquellos dedicados a una actividad comercial les fue fácil crear una nueva entidad. Lo hacían rápidamente y, a través de una persona natural o jurídica, creaban el giro único y cumplían con la ley.



Pero los establecimientos educacionales administrados, por ejemplo, por congregaciones religiosas requieren altos quórums, reunir un número importante de sus asambleas, para tomar decisiones. Y para crear instituciones deben pasar por el trámite del Ministerio de Justicia.



Entonces,  muchísimos de esos planteles de educación no alcanzaron a cumplir el trámite dentro del plazo.



Por ello, algunos Senadores presentamos un proyecto de ley tendiente a modificar el plazo para tales efectos.



No obstante, el Tribunal Constitucional estimó que esa normativa legal era inconstitucional, porque alteraba la igualdad de oportunidades.



El proyecto que hoy estamos debatiendo es una oportunidad que se les da a todos los establecimientos educacionales que hubieran obtenido reconocimiento oficial del Estado con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley N° 20.370 y que a la fecha no hayan cumplido con el requisito de giro único.



Mediante la legislación en proyecto les estamos otorgando un plazo de dos años, siempre y cuando dentro de los próximos doce meses inicien el trámite que dé cuenta del cumplimiento del requisito de giro único. 



Así se corrigen los reparos de constitucionalidad que esgrimió el Tribunal Constitucional.



Esta iniciativa fue aprobada por unanimidad en la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados; y lo propio hizo la Sala.



También la aprobó unánimemente la Comisión de Educación del Senado.



Se trata de un proyecto de artículo único. Además, viene con “discusión inmediata”. En atención a ello, deberíamos aprobarlo en forma unánime, con el objeto de que cerca de mil de esos centros formativos -solo en la Novena Región tenemos alrededor de 300 pertenecientes a congregaciones religiosas-, puedan regularizar su situación y continuar con la calidad de sostenedores.



Aquí estamos resolviendo una materia urgente para esas instituciones, que -entre paréntesis- están siendo apremiadas por la Superintendencia de Educación, la cual les ha notificado del cierre de la actividad. Porque no podrían continuar prestando este servicio.



Entonces, se trata de una normativa de sentido común frente a plazos vencidos. De modo que deberíamos aprobarla en forma unánime, como lo hizo la Cámara de Diputados. Y es lo que solicito al Senado.



Voto a favor.

El señor ESCALONA (Presidente).- Hago presente que nos encontramos en votación.



Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en marzo del año pasado, los Senadores Ignacio Walker, Chahuán, Lagos, Tuma y el que habla presentamos un proyecto de ley que permitía respecto de aproximadamente 800 establecimientos educacionales, cuyos sostenedores no habían podido cumplir dentro de plazo con la adecuación de sus estatutos, principalmente en lo que dice relación al giro único de educación -muchos pertenecen a instituciones religiosas, que incluso necesitan autorizaciones desde el extranjero- y, por lo tanto, tendrían que cerrarlos, un nuevo plazo para la adecuación de sus estatutos.



La iniciativa fue aprobada en ambas Cámaras.



Sin embargo, el Tribunal Constitucional, en un fallo a mi juicio muy sorprendente, señaló que el mayor plazo que queríamos dar a los sostenedores vulneraba el principio de igualdad ante la ley. Y, por mayoría de votos, lo declaró contrario a la Constitución, dejando a esos planteles educacionales en la más completa indefensión. Porque, en estricto rigor, en marzo de este año 2013, no podrían recibir a sus alumnos y simplemente tendrían que cerrar, con todos los problemas que ello significa para los estudiantes, para las familias y, por supuesto, para profesores y funcionarios.



Por eso, me alegro de esta nueva iniciativa de ley. Confío en que también la vamos a aprobar por unanimidad. Porque ella traerá tranquilidad a cientos de sostenedores, pero principalmente a miles de estudiantes y sus familias y a cientos de profesores y funcionarios de esos establecimientos de educación.



Señor Presidente, debemos confiar en que el Tribunal Constitucional declarará ajustadas a nuestro ordenamiento constitucional las normas que hoy día estamos aprobando. 



El fallo fue muy sorprendente. Porque, curiosamente, por la ley N° 20.483, que también fue objeto del control de constitucionalidad, se prorrogó por un año el plazo inicial establecido para adecuar los estatutos, y el referido Tribunal declaró tal aplazamiento ajustado a nuestro ordenamiento constitucional. Sin embargo, cuando presentamos la moción para que dicho plazo se extendiera a dos años, por mayoría de votos -repito- aquel la declaró inconstitucional. 



Eso resulta sorprendente, incomprensible.



Con todo, hay un problema real, concreto, que debemos solucionar. Afecta, en gran medida, a buenos establecimientos educacionales, que funcionan desde hace ya varias décadas. 



Es de toda justicia que les demos a esos colegios la oportunidad de adecuar sus estatutos y a los sostenedores la de transferir tal calidad, sin solución de continuidad. Esta es la fórmula que se ha encontrado para salvar un problema, a mi juicio, extraordinariamente serio, muy grave y que merece ser resuelto.



Voto a favor del proyecto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, lo dicho por los dos señores Senadores que me han antecedido en el uso de la palabra me ahorra muchos comentarios.



Es lamentable que en nuestro país, por todo el peso burocrático y administrativo del sistema, se entraben iniciativas tan simples como una similar a la que en su momento aprobó el Parlamento para prorrogar un plazo con el objeto de que los establecimientos educacionales pudieran adecuarse a las nuevas disposiciones legales, aprobadas aquí mismo, especialmente la que establece que un sostenedor en educación debe tener giro único.



Es una norma fácil, sencilla, importante, sustantiva. 



Había muchas personas jurídicas con actividades de índole empresarial y no empresarial; o sea, con varios giros. ¡Cómo no va a ser lógico exigir que el sostenedor de un plantel de enseñanza tenga un único giro: dedicarse a la educación!



¿Qué pasó? Que, de los 11 mil establecimientos educacionales que aproximadamente existen en Chile, unos mil no pudieron cumplir el trámite dentro del plazo, por una serie de razones. La mayoría de estos pertenecen a congregaciones religiosas, gran parte de los cuales no persigue fines de lucro. A lo mejor por trámites del Derecho Canónico o del Derecho Civil, se les venció el plazo. 



Por eso se presentó una moción para otorgar una nueva prórroga. 



Señor Presidente, no quiero comentar el fallo del Tribunal Constitucional -siento el mayor respeto por él-, pero, en verdad, me cuesta entenderlo. Con voto de mayoría, este señala que conceder un plazo especial a los sostenedores -ellos ya se dedican a la actividad de educar-, con la finalidad mencionada, viola el principio de igualdad ante la ley. En fin, el voto de minoría me identifica. Sin embargo, en dicho Tribunal obviamente impera la voz de la mayoría.



Por eso se formuló la presente iniciativa.



Llevamos más de un año y medio en este asunto, tratando de darles un período razonable a esos cerca de mil planteles educacionales, para que puedan cumplir con el trámite respectivo con los nuevos requisitos de la ley y establecer el giro único.



Esa es la historia, como lo han manifestado los Senadores señores Tuma y García. 



Y se nos ha ocurrido una fórmula muy sencilla: transferir “la calidad de sostenedor para el sólo efecto de constituir una persona jurídica sucesora de la persona natural”, etcétera, “ya sea que la transferencia se realice a una nueva persona jurídica o a una ya existente”, y sin solución de continuidad.



Reitero: lo que aquí se ha dicho me ahorra comentarios. 



Pido que aprobemos el proyecto que nos ocupa, a fin de proporcionar un plazo de 12 meses al casi 8 por ciento de los establecimientos educacionales -no es una cuestión menor- para que efectúen la solicitud respectiva y, finalmente, puedan adecuarse a la exigencia legal del giro único.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que el hecho en comento afecta a muchos planteles de educación. 



Eso llevó a que los Diputados señora Hoffmann y señores Barros, Becker, González, Romilio Gutiérrez, Melero, Monsalve, Morales, Venegas y Verdugo presentaran la moción que dio origen a este proyecto de ley, el cual, naturalmente, fue aprobado en la Cámara Baja y respaldado por unanimidad en nuestra Comisión de Educación.



El propósito de la iniciativa, como ya se ha señalado, es permitir que aquellos sostenedores cuyos establecimientos educacionales hubieran obtenido reconocimiento oficial del Estado con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley N° 20.370 y que a la fecha no hubieran cumplido con lo dispuesto en el artículo 46, letra a) -esta obliga a que exista un sostenedor-, puedan transferir la calidad de sostenedor dentro del plazo de dos años desde la publicación de esta futura ley, especificándose, además, que dicha transferencia incluirá el traspaso del reconocimiento oficial respectivo, sin solución de continuidad.



Dentro de las exigencias, se considera la que estipula que los establecimientos educacionales que ya hubieran obtenido el reconocimiento debían modificar sus estatutos para adecuarse a las nuevas condiciones de la ley; que los sostenedores personas naturales debían constituirse en personas jurídicas, y que los que ya poseían dicho carácter debían cambiar su giro social para hacerlo único con relación a lo educacional.



Como ya indicaron los colegas, muchos sostenedores -unos dicen que son 700; otros, 800, y otros, mil- han iniciado el trámite, pero fuera de plazo. Y aunque ya se había otorgado una prórroga el año 2010, se propone este nuevo plazo en consideración a los casos más complejos que se han presentado.



Yo voto favorablemente el proyecto de ley, porque mediante él estamos otorgándoles soluciones a miles de sostenedores, entre los cuales se encuentran algunos con muchas décadas de servicio a la educación privada de nuestro país.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, seré muy breve.



El Senador Tuma lo dijo al comienzo del debate: un número muy importante de establecimientos educacionales en el país, particularmente en zonas rurales -muchos colegios en La Araucanía, tanto de corporaciones religiosas como de sociedades comerciales, poseen las características descritas-, arriesga la mantención de su reconocimiento oficial y, con ello, su personalidad jurídica, si no aprobamos esta iniciativa.



Por lo tanto, a una cantidad muy significativa de estudiantes de la educación parvularia, básica y media, los afectaría un problema muy similar al que por estos días hemos conocido en relación con la Universidad del Mar. ¡Y los alumnos no son los responsables de la institucionalidad que tenemos!



Sí quiero advertir que sigue permitido el lucro en la educación general. Por ejemplo, un colegio perteneciente a una iglesia, a una corporación religiosa, que puede tener un giro en el ámbito agrícola -los hay- o de la salud y que decidiera conservarlos, podría crear una personalidad jurídica, naturalmente distinta y con el requisito esencial de giro único planteado en la ley en proyecto. Pues bien, ese nuevo giro, esa nueva corporación, esa nueva personalidad jurídica a cargo de la administración del establecimiento podría perseguir fines de lucro. Porque la Ley General de Educación lo permite. Alguien dirá: “Sí. Pero eso ya se admite legalmente”. Sí, es cierto. 



Por eso hemos conversado muchas veces con la Senadora Lily Pérez y con muchos otros colegas sobre la necesidad de avanzar en una cuestión bastante transversal en el Senado: regular el lucro con recursos públicos en la educación general.



Hay que aprobar este proyecto. De lo contario, corremos el serio riesgo de que cientos de miles de jóvenes en el campo, en distintos sectores apartados de Chile no tengan dónde estudiar, viéndose afectados por la misma figura que perjudica a los alumnos de la Universidad del Mar. 



Señor Presidente, advierto que con la iniciativa en debate estamos manteniendo, de alguna manera, el lucro vivo. Al respecto, este Senado ha expresado su voluntad claramente en términos generales en varios momentos (en la Comisión de Educación y en la Sala). Y estimo que llegó el momento de entrar a discutir y normar el asunto de manera definitiva.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (27 votos a favor y 1 pareo), dejándose constancia de que se cumplió el quórum constitucional exigido. Por no haber sido objeto de indicaciones, se aprueba también en particular, y queda despachado en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Quintana.

CONVENIO CON AUSTRALIA PARA EVITAR DOBLE TRIBUTACIÓN 

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio entre Chile y Australia para evitar la doble imposición en relación con los impuestos a la renta y a beneficios otorgados en virtud de un empleo (fringe benefits) y para prevenir la evasión fiscal, y su Protocolo, suscritos en Santiago el 10 de marzo de 2010, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8656-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 89ª, en 19 de diciembre de 2012.


Informes de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 94ª, en 15 de enero de 2013.


Hacienda: sesión 94ª, en 15 de enero de 2013.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es evitar la doble imposición entre Chile y Australia.



La Comisión de Relaciones Exteriores discutió la iniciativa en general y en particular, y la aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Coloma, Letelier y Tuma.



Por su parte, la Comisión de Hacienda adoptó igual resolución, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Rincón y señores Frei, García y Lagos.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación el proyecto de acuerdo.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Para fundamentar su voto, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, si bien este proyecto disminuye algunos ingresos, no implica gastos para el Fisco. Considera una rebaja bastante menor, de 3 millones 925 mil dólares anuales.



El Acuerdo permite la integración entre Chile y Australia, estableciendo la eliminación de la doble tributación, en particular para prevenir la evasión fiscal.



Se regula la imposición de las rentas que puedan percibir los funcionarios y demás personas que trabajen en ambos países, diferenciando aquellas entre las siguientes: de bienes inmuebles, de utilidades empresariales, de utilidades procedentes de la explotación de naves y aeronaves en el transporte internacional, de empresas asociadas, de dividendos, de intereses, de regalías, de utilidades o ganancias que se obtengan de la enajenación de bienes de capital, provenientes de la prestación de servicios personales independientes, provenientes de un empleo, de participaciones de directores, obtenidas por artistas y deportistas, de pensiones -esto es muy importante-, de remuneraciones por el desempeño de funciones públicas, de cantidades que reciben los estudiantes y todas las otras rentas no reguladas en los artículos pertinentes del Acuerdo.



Los montos utilizados para la estimación corresponden a los declarados el año tributario 2012.



Se trata de un Convenio muy esperado, tanto por los empresarios nacionales que están invirtiendo en Australia como por los australianos que han venido a Chile. Y, también, por los estudiantes.



El proyecto de acuerdo fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Relaciones Exteriores y en la de Hacienda. Y pido que la Sala se pronuncie de igual forma.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (20 votos a favor y 1 pareo).



Votaron por la afirmativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Larraín (don Hernán), Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Quintana.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se deja constancia en la Versión Oficial de la intención de voto favorable de los Senadores señores Carlos Larraín y Kuschel.

INTRODUCCIÓN DE TELEVISIÓN DIGITAL TERRESTRE

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde proseguir la discusión particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con segundo informe de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas; informe de la Comisión de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6190-19) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:

Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 8ª, en 13 de abril de 2011.

Informes de Comisión:

Transportes y Telecomunicaciones: sesión 30ª, en 5 de julio de 2011.

Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas (segundo): sesión 91ª, en 2 de enero de 2013.

Hacienda: sesión 91ª, en 2 de enero de 2013.

Discusión:


Sesiones 31ª, en 6 de julio de 2011 (se aprueba en general); 92ª y 93ª, en 8 y 9 de enero de 2013, respectivamente (queda pendiente la discusión particular).

El señor ESCALONA (Presidente).- Hago presente a la Sala que, en dos sesiones sucesivas, hemos logrado aprobar tres incisos del primer artículo. ¡No ha ido muy rápido este proceso! Nos tenemos que aplicar.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, en el inciso quinto de la letra d), que pasó a ser inciso octavo, del artículo 1º, las Comisiones unidas proponen suprimir las frases “a través de” y “a propender a”. Esto fue acordado por unanimidad.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la propuesta de las Comisiones unidas.



--Se aprueba por unanimidad.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Finalmente, respecto del número 1 se ha renovado la indicación Nº 33 bis, que propone agregar en el artículo 1º de la ley el siguiente inciso final:



“También se entenderá el correcto funcionamiento como el respeto y promoción, a través de su programación, de los derechos, culturas, lenguas y dignidad de los pueblos originarios, la no discriminación y su expresión en la igualdad de derechos y trato entre los pueblos”.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.

El señor PÉREZ VARELA.- ¿En qué página está dicha modificación?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se trata de la indicación Nº 33 bis, que ha sido renovada. Busca incluir un inciso final en el artículo 1º.

El señor ESCALONA (Presidente).- Como mencionó el señor Secretario, es una indicación renovada. Por eso no aparece en el boletín comparado.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento la indicación se está proyectando en las pantallas.

El señor CHAHUÁN.- ¿Me permite plantear una cuestión de Reglamento, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, hoy los integrantes de las Comisiones unidas nos reunimos con el Ministro de Transportes. Y en mi calidad de Presidente de esa instancia, quiero formular una propuesta a la Mesa para destrabar la discusión del proyecto.



Este planteamiento involucra al menos cuatro elementos relevantes.



El primero dice relación con acordar que, a partir de ahora, no se renueven más indicaciones a la iniciativa.



El segundo es pedirle al Senador Novoa -por su intermedio, señor Presidente- que retire sus solicitudes de votación separada.



Tercero, aprobar conjuntamente las enmiendas acordadas unánimemente por las Comisiones unidas. Reconociendo que hay materias con quórums distintos, se sugiere aprobarlas con el más alto de ellos.



Finalmente, dado el compromiso de los señores Senadores con la continuidad del debate del proyecto, planteo proseguir la discusión del resto de las normas limitando el tiempo de argumentación, a fin de avanzar rápidamente en el despacho de una iniciativa que nos parece importante.

El señor ESCALONA (Presidente).- Gracias, señor Senador.



Es muy encomiable su propuesta. De todas maneras, debo señalarle que en la discusión particular cada Senador dispone, en cada caso, de cinco minutos. En consecuencia, el tiempo de todos modos es limitado.



Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, con relación a la petición de votación separada de artículos aprobados por unanimidad en las Comisiones unidas, no tengo ningún problema en retirar mi solicitud.



En cuanto a las normas acordadas por mayoría, ellas deben votarse de todas maneras. Cuando solicité votar separadamente algunas disposiciones, lo hice en el entendido de que el resto se iba a aprobar de modo expedito. Mi idea más bien era limitar la discusión a una parte de las normas, respecto de las cuales de todas maneras debíamos pronunciarnos.



Por lo tanto, cuando pedí votación separada de algunos incisos de un artículo que no venían aprobados en forma unánime, mi intención era que se discutieran solo tales incisos y no toda la disposición, o sea, lo hacía más bien con el afán de que el debate sobre el proyecto avanzara y no que se retrasara. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Entonces, la Secretaría tomará nota de lo señalado por el Senador señor Novoa para las votaciones ulteriores. 



Honorable señor Tuma, ¿desea referirse a una cuestión reglamentaria o al nuevo inciso propuesto?

El señor TUMA.- Al inciso nuevo sugerido en la indicación renovada. 

El señor ESCALONA (Presidente).- De acuerdo. 



Pero antes, el señor Secretario explicará la propuesta que se acaba de formular, para poder avanzar. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Al respecto, debo señalar que hasta el momento continúan presentándose indicaciones renovadas. 



Si la Sala acordara cerrar la posibilidad de que se sigan renovando indicaciones o pidiendo votaciones separadas de determinadas normas, se podría hacer lo siguiente. 



En una primera votación sería factible aprobar los numerales sin enmiendas, acerca de los cuales no se haya solicitado votación separada ni renovado indicaciones. Sin embargo, debe tenerse presente que hay normas de quórum calificado (el numeral 22 del artículo 23 bis), y de ley orgánica constitucional (los números 6 del artículo 10 y 19 del artículo 19). 



Una segunda votación tendría que comprender las modificaciones unánimes, respecto de las que no se haya solicitado votación separada ni se hubiesen renovado indicaciones, que requieren quórum calificado para su aprobación. 



Las demás disposiciones se irían tratando en el orden del proyecto, porque hubo algunas aprobadas por mayoría en las Comisiones unidas, y otras sobre las que se ha pedido votación separada, aun cuando hubiesen sido acogidas en forma unánime; además se encuentran las que recibieron indicaciones renovadas. 



Por último, cabe tener presente que existe un fallo del Tribunal Constitucional acerca del artículo 1º, número 9, aprobado en la Cámara de Diputados, que fue modificado por las Comisiones unidas, pero manteniendo igual sus incisos cuarto y quinto, por lo que también habría que considerar tal circunstancia. 



Y coincidente con lo anterior, el Senador señor Novoa pidió votación separada de los incisos ya señalados. 



Esas son las situaciones a resolver. 



Pero primero habría que acordar si se cierra o no la posibilidad de seguir renovando indicaciones o pidiendo votaciones separadas de determinados incisos. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá de la forma indicada. 



No hay acuerdo. 



Tiene la palabra el Honorable señor Gómez. 

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, he pedido intervenir porque estamos discutiendo una iniciativa muy compleja, que requiere un análisis profundo, y no cuestiono a quienes participaron en dicho proceso. 



El Senador Chahuán y el Ministro conversaron conmigo a efectos de que facilitáramos el trámite del proyecto. Yo no tengo problema en acceder a eso. Pero hay temas que no pueden quedar sujetos al acuerdo de votarlos sin ningún tipo de discusión. Tampoco podemos privarnos de pedir, conforme al Reglamento, votación separada de algunos de ellos cuando lo estimemos pertinente, porque a mí por lo menos me preocupan. 



Yo no puedo dar el acuerdo para que eso ocurra respecto de materias contenidas en esta iniciativa, que son complejas, difíciles, como las relativas a la integración del Consejo Nacional de Televisión, en el sentido de si habrá o no un representante indígena, que es una situación complicada; a las inhabilidades de los consejeros; a las campañas de utilidad pública en ciertos horarios, o los tiempos que se destinarán a ellas, etcétera. 



Señor Presidente, de verdad que no tengo ningún interés en  entorpecer el trámite del proyecto, pero al menos quiero dejar clara mi posición frente a cada tema. No estoy de acuerdo en votar todo sin discusión. Pero sí estoy disponible para buscar la forma de debatir determinados asuntos con la mayor rapidez posible. 

El señor CHAHUÁN.- Pido la palabra

El señor ESCALONA (Presidente).- Les ruego a los señores Senadores no alargar la discusión reglamentaria sobre el particular.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, deseo compatibilizar lo que dijo el Senador Gómez.

)-------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Antes de eso, quiero corregir una situación anómala que se ha registrado, porque el señor Subsecretario de Telecomunicaciones, Jorge Atton Palma, y el asesor legislativo de la misma Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez Aristía,  han ingresado a la Sala sin el permiso correspondiente. 



No deseo cometer la descortesía de pedir que se retiren. 



En consecuencia, solicito que se autorice su ingreso, para que puedan participar del debate. 



--Se accede.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán, para una cuestión reglamentaria.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, con el mejor de los ánimos -y espero que el Ministro también pueda ratificar esta intención-, manifiesto que la idea es compatibilizar lo que ha señalado el Secretario acerca del acuerdo que he solicitado, con la posibilidad de argumentar en cada una de las votaciones, para ir dejando las constancias pertinentes de las posiciones de cada cual sobre las distintas enmiendas y así poder, finalmente, despachar el proyecto. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Desde el punto de vista de la Mesa, resulta importante consultar y ojalá ratificar la propuesta del Senador señor Chahuán en el sentido de acordar el cierre del plazo para la renovación de indicaciones, porque ello permitiría ordenar el trabajo y avanzar de manera más expedita. 



Si le parece a la Sala, se procederá de la manera indicada. 

El señor PIZARRO.- Sí, señor Presidente. 



--Así se acuerda.

El señor ESCALONA (Presidente).- Además, el Senador señor Novoa ha manifestado que retira su solicitud de votaciones separadas. 

El señor NOVOA.- De las enmiendas acordadas por unanimidad.

El señor ESCALONA (Presidente).- Así es, señor Senador. 



Por lo tanto, se toma nota de lo anterior, haciendo presente que se actuará de acuerdo a ese criterio. 



Tiene la palabra el Honorable señor Gómez, para referirse a una materia reglamentaria. 

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, no quiero que se me niegue la posibilidad de pedir votación separada de una norma -si me dan tiempo las reviso- aprobada por unanimidad. 



Si existe acuerdo para resolver ciertas enmiendas de la manera propuesta, no tengo problema. Pero que se nos permita examinar aquellas sobre las cuales queremos dejar constancia de nuestra posición y que se voten separadamente. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Esperaremos entonces esa información. 



Tiene la palabra el Senador señor Tuma. 

El señor TUMA.- Señor Presidente, sobre la indicación renovada en debate, que tiene que ver con el rol de los concesionarios de televisión digital y los permisionarios de servicios limitados de televisión, quiero llamar la atención en cuanto a lo que ha ocurrido los últimos días, particularmente en la Región de La Araucanía, con el denominado “conflicto mapuche” y los actos de violencia. 



Al respecto, muchos Senadores pensamos -incluyendo al Ejecutivo- que tal problema requiere no solo un tratamiento policial, sino también de políticas públicas para abordar el tema de fondo, que se relaciona con la forma en que el Estado se instaló en la zona, donde hace 130 años se hallaba la nación mapuche.



Ello no se ha podido corregir, porque la mayor parte de la población no conoce nuestra historia. De ahí que resulta muy importante en este debate aclarar el rol de los medios de comunicación, principalmente por la manera como se informa, comunica y promociona la cultura de los pueblos originarios. 



Varios Senadores hemos planteado -entre ellos, los Honorables señores Quintana (preocupado del asunto por representar a esa zona), Muñoz Aburto y Navarro, quienes han firmado la renovación de la indicación que ahora se discute- que se entenderá por correcto funcionamiento de los servicios de televisión cuando se respete y promocione, a través de su programación, “los derechos, culturas, lenguas y dignidad de los pueblos originarios, la no discriminación y su expresión en la igualdad de derechos y trato entre los pueblos”. 



Una de las razones por las cuales La Araucanía se halla en situación crítica tiene que ver con que hemos desconocido los derechos de los pueblos originarios. Está claro que existen posiciones extremas. Algunos dicen: “Recuperemos La Araucanía como territorio mapuche o la nación”. Y otros señalan: “No existen los derechos de los pueblos originarios”, o “No existen los pueblos originarios”.



Pero hemos escuchado al Ministro Chadwick, al Ministro Lavín y a los parlamentarios de la zona manifestar su abierta disposición a abrir espacios -y en el Senado, donde mañana efectuaremos una sesión especial sobre la materia, seguramente se van a pronunciar en la misma línea-, no solo para el reconocimiento constitucional de la existencia de los pueblos originarios, sino también de sus derechos.



Por tanto, la indicación en debate es una clara expresión de voluntad de cómo el Congreso en general, y el Senado en particular, instala, en las legislaciones que aprueba, normas que cautelen y velen por la promoción, el idioma, la tradición, las costumbres y los derechos de los pueblos originarios.



¡De eso estamos hablando!



Mediante esta indicación estamos poniéndonos a prueba en cuanto a si nuestro discurso público, donde decimos que vamos a respetar y a promocionar tales derechos, es coherente con el articulado que estamos aprobando.



Por eso, señor Presidente, los Senadores que suscribimos la indicación renovada solicitamos que se apruebe la obligación de que los concesionarios de televisión digital y los permisionarios de servicios limitados de televisión incluyan en sus programaciones -y se considerará también que funcionan correctamente en la medida que les den espacio- la difusión y promoción de los derechos de los pueblos originarios.



Por eso, votaré a favor.



El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se abrirá la votación.



Acordado.



En votación la indicación renovada N° 33 bis.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Para fundamentar el voto, tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.-  Señor Presidente, después de oír las explicaciones del colega Tuma y revisar lo ocurrido con la indicación en las Comisiones unidas, uno puede detectar que fue rechazada por unanimidad (7-0). Y en la votación participaron, obviamente, Senadores de la Alianza y de la Concertación.



Me parecen interesantes y superrazonables los argumentos que se tuvieron en cuenta allí para rechazar la indicación, que establece específicamente: “También se entenderá el correcto funcionamiento como el respeto y promoción, a través de su programación, de los derechos, culturas, lenguas y dignidad de los pueblos originarios,”. Ello tiene que ver con lo que antes habíamos aprobado acerca del pluralismo, cuya definición expresa que se entenderá por tal “el respeto a la diversidad social, cultural, étnica,”.



Aquí no se trata de valorar más o menos la cultura mapuche, o de entender más o menos la historia, sino de hacer una buena legislación. Y concuerdo con el criterio de las Comisiones unidas, donde -repito- había Senadores de todos los sectores, de rechazar la indicación porque lo propuesto ya se encontraba resguardado en la definición de “pluralismo”, al consignarse “el respeto a la diversidad social, cultural, étnica,”. 



Por eso me parece razonable ese rechazo. La convicción en un sentido no requiere reiterarse varias veces. Lo importante es el concepto. Y en la definición de pluralismo, cuando se habla de “respeto a la diversidad social, cultural, étnica,...” está, efectivamente, el fondo de lo que plantea la indicación.



Por lo expuesto, al igual como lo hicieron las Comisiones unidas, rechazo la indicación.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, hay un dicho popular que expresa: “Lo que abunda no daña”. Pero en este caso la indicación no abunda, sino que precisa. Porque sí hay una larga enumeración en cuanto a qué se entiende por “correcto funcionamiento”.



Este debate lo hemos realizado anteriormente en la Sala, concluyendo que si hacemos una mención o una explicitación específica, entonces debemos efectuarla en todos los casos. Y es lo que sucede en el artículo 1°.



Por eso nos atrevimos a renovar la indicación en debate, según la cual se entenderá también por correcto funcionamiento de los servicios de televisión “el respeto y promoción, a través de su programación, a los derechos, culturas, lenguas y dignidad de los pueblos originarios, la no discriminación y su expresión en la igualdad de derechos y trato entre los pueblos”. 



Una mención expresa va acorde con la modernización y la internacionalización.



Señor Presidente, hay personas a quienes les gusta la globalización económica. Aquí se trata de la globalización de los derechos: de los derechos humanos; del respeto a la dignidad, en fin. 



En la legislación internacional moderna cada día se incorporan a las legislaciones nacionales acepciones que dicen relación con el reconocimiento explícito de derechos. A través de la indicación renovada proponemos incorporar la explicitación del derecho a la no discriminación, particularmente a los pueblos originarios.



Hoy, en el país existe un gran debate sobre las comunidades indígenas. El Presidente de la República ha convocado a La Moneda para analizar la situación de La Araucanía. Mañana yo voy a participar en un encuentro en Temuco, al que invitan diversas organizaciones mapuches. 



En definitiva, todos pareciéramos coincidir en que frente al conflicto suscitado hay que apelar a la unidad nacional, a la paz, al respeto. Y la indicación va en ese sentido: al del correcto funcionamiento entre el decir y el hacer. 



Si manifestamos que queremos integrar a los pueblos originarios, esta indicación permite integrarlos en la ley en proyecto y no excluirlos, como sucedió en la Ley de Pesca.



Por ello, no solo voto a favor, sino que soy autor de la indicación, que renovamos junto con otros Senadores.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, yo creo que el Senado tiene que hacerse cargo también del contexto. Y este es dinámico. Y, por supuesto, en los últimos días y semanas ha habido hechos que nos han llevado a todos a una mirada distinta respecto al tema indígena.



Yo no puedo desconocer que en muchos sectores de la Alianza hay una evolución en cuanto al planteamiento que han realizado. Ayer tuve la ocasión de encontrarme en La Araucanía con los Ministros Lavín y Chadwick, y claramente ellos quedaron impresionados por ese relato, que entre otras cosas aborda la temática que ahora estamos planteando acá.



Por lo tanto, más allá de lo que fue la discusión en las Comisiones unidas y de lo que el Senador Coloma señala en orden a que ya estaría incorporado lo relativo a las etnias, debo puntualizar lo siguiente.



Una cosa son las etnias, que tienen que ver más bien con el proceso migratorio -voluntario, por cierto-, y otra distinta son los pueblos indígenas, que fueron incorporados, asimilados, no integrados, sometidos por la fuerza a un Estado. 



Ese es el punto. Y lo que ocurre hoy evidencia la incomodidad de dichos actores con el Estado, que no solamente no los consultó, sino que los aniquiló.



Por consiguiente, me parece que la propuesta de establecer en la iniciativa algo tan sencillo como: “También se entenderá el correcto funcionamiento como el respeto y promoción, a través de su programación, de los derechos, culturas, lenguas y dignidad de los pueblos originarios, la no discriminación y su expresión en la igualdad de derechos y trato entre los pueblos”, no es algo que vaya a enredar el artículo. Por el contrario. Cuando el artículo 1° se refiere al “correcto funcionamiento de los servicios de televisión” aborda un sinnúmero de otras materias.



Este es un tema de Estado y de la máxima relevancia. La norma en debate fue producto de diversas audiencias públicas. La Coordinadora Latinoamericana de Cine y Comunicación de Pueblos Indígenas nos hizo llegar distintas sugerencias. Una de ellas es la que fue recogida en la indicación renovada de los Senadores Navarro y Muñoz Aburto, la que sin duda respaldamos.



Señor Presidente, en los últimos días todos los sectores políticos hemos expuesto nuestro deseo de que el Convenio N° 169 de la OIT no siga siendo letra muerta; de que nos hagamos cargo -y sé que el Gobierno es partidario de ello (por lo menos, esa es la voluntad expresada por los dos Ministros que mencioné)- de establecer, por la vía legal, la consulta a los pueblos originarios.



¿Y qué expresa dicho Convenio? En el numeral 1 del Artículo 2 dice: 



“Los Gobiernos deberán asumir la responsabilidad de desarrollar, con la participación de los pueblos interesados, una acción coordinada y sistemática con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su integridad”.



Por lo tanto, es sumamente necesario e indispensable que en el proyecto sobre televisión digital se incorpore esta indicación.



Por eso, voto a favor.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, yo también creo que es necesaria esta indicación, pues es mucho más precisa que la interpretación por extensión que hacía el Senador Coloma.



En efecto, en el inciso que define lo que es “pluralismo” se consigna el respeto a la diversidad étnica. Pero aquí estamos hablando del “respeto y promoción, a través de su programación,”. Es otro concepto que está comprendido en el “correcto funcionamiento” de los servicios de televisión.



Además, dado lo que sucede en Chile en relación con las etnias y los pueblos originarios, es mejor tener normas precisas, claras, acerca de ambos aspectos: sobre el pluralismo, que figura en el inciso donde se hace mención de las etnias, y sobre “el correcto funcionamiento como el respeto y promoción, a través de su programación, de los derechos”, etcétera.



Con una interpretación extensiva podríamos decir que bastaría con referirse a la dignidad humana. El problema estriba en que “dignidad humana” seguramente cubre todo.



Pero la indicación renovada, donde se hace una precisión que resulta conveniente en los tiempos actuales, debe aprobarse, para que quede nítido cuál es la voluntad del Parlamento en relación con esta materia.



Por eso, me pronuncio a favor de ella.

El señor ESCALONA (Presidente).- Lamento no poder darle la palabra, señor Ministro, porque estamos en votación. Ello solo sería factible si usted quisiera efectuar una rectificación de hecho en torno a expresiones de algún señor Senador.



Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, nosotros debemos volver a aquello sobre lo que estamos legislando.



Se trata de elaborar una ley de televisión digital, aprovechando toda la tecnología disponible, para que exista la mayor variedad de personas que puedan otorgar servicios televisivos.



Por lo tanto, tenemos ahí, en el origen, la posibilidad de la más amplia diversidad.



En tal sentido, debemos ser extraordinariamente cuidadosos con la libertad de expresión, con la libertad de los medios para desarrollar, con respeto a la ley, todas las tareas informativas, de entretención, de acompañamiento y de educación a la ciudadanía.



Yo tiendo a pensar que estas indicaciones, más allá de sus buenos propósitos, están directamente relacionadas, no con el “respeto y promoción, a través de su programación, de los derechos, culturas, lenguas y dignidad de los pueblos originarios” -en ello todos coincidimos-, sino con el entendimiento del correcto funcionamiento para que en determinado momento podamos operar con acuciosidad en materia de permisos, autorizaciones, concesiones.



Aquí estamos entrando en un área extraordinariamente peligrosa: la de generarle al poder político una influencia en los medios de comunicación que necesariamente hay que pensar y repensar en forma adecuada. Porque en el Consejo Nacional de Televisión que se crea -más adelante empezaremos a discutir en torno a él-, sin duda, en un ambiente de debate, la influencia del poder político en materia de concesiones será extraordinariamente amplia. Entonces, va a primar lo que en determinado momento cierto sector político pueda considerar correcto funcionamiento.



Sobre el particular, estimo que la libertad de expresión, la libertad editorial, es un bien que, por supuesto, debemos resguardar.



El gran desafío que tenemos como país es resolver adecuadamente las dificultades de nuestra sociedad. Pero cargarle a una ley sobre televisión digital la solución de todos y cada uno de sus problemas no constituye un mecanismo apropiado, sino que esconde la posibilidad de generar presión para quitarle un canal a alguien.



A eso nos estaremos sometiendo, señor Presidente.



Por lo tanto, llamo a la Sala del Senado a repensar la situación, pues nos podemos ver enfrentados a problemas complejos.



Yo estoy por el pluralismo; por el respeto a la diversidad; por el respeto a nuestros pueblos indígenas; por el respeto a los derechos de los trabajadores; por el respeto a los derechos de los artistas. Pero colocar eso como correcto funcionamiento va a servir en definitiva para que en algún momento el poder político impida el funcionamiento -valga la redundancia- de ciertos canales, de televisión abierta o cerrada, y caduque sus concesiones. Y ello implicaría dar pie a la injerencia política en la línea editorial de los medios, lo que considero absolutamente negativo.



Por eso, votaré en contra de la indicación renovada.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, en el contexto del acuerdo, este es el resultado de un trabajo de Comisiones muy largo, que se desarrolló con aprobaciones mayoritarias en todos los temas y el rechazo unánime de estas indicaciones.



Lo importante es que fue un acuerdo amplio. Y la idea de no renovar indicaciones obedecía al propósito de no reabrir la discusión en una serie de materias complejas, extensas.



Es por eso que entre las ideas matrices planteadas por el Senador Chahuán está la de no aprobar las indicaciones llegadas antes de la fecha actual.



Reitero que estas indicaciones fueron rechazadas por consenso, y no por su contenido, que tiene mucho sentido, sino porque se redactó una cláusula de cobertura integral.



Por ello, de alguna manera, la solicitud del Ejecutivo es que se respete dicho acuerdo y avancemos en el resto del proyecto de ley.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Ministro, su explicación no se ajustó al pie de la letra al Reglamento. ¡Pero estamos haciendo uso de la tolerancia y la flexibilidad...!



Tiene la palabra la Honorable señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, voy seguir la línea de pensamiento planteada por el Senador Zaldívar.



En este caso se agrega un inciso al artículo 1°. Y, si uno lo lee bien, se da cuenta de que no solo se trata del respeto que se debe tener a los pueblos originarios -todos concordamos al respecto-, sino también de plantear el correcto funcionamiento de cualquier canal de televisión.



Hemos de pensar que en la era digital habrá muchos más canales de televisión que en la actualidad y que lo más probable es que ellos se hagan cargo de nichos. Por ejemplo, algunos transmitirán únicamente películas antiguas.



De eso se trata la televisión digital: de que el pluralismo se dé en una amplia diversidad, porque existirá mayor cantidad de canales que hoy.



Ahora, con esta indicación, a todos esos canales, sin diferenciación alguna, se les exigirá no solo respetar a los distintos pueblos originarios, sino también promover, a través de la programación, sus derechos, culturas, lenguas y dignidad.



Pues bien, el Consejo Nacional de Televisión podrá caducar la concesión si uno de ellos no promueve en su programación los derechos y la cultura de los pueblos originarios. 



A mi juicio, eso tiene poco que ver con el cariño y el respeto que les profesemos a dichos pueblos.



Pienso que para todos es enteramente claro que vivimos en un país multicultural. Y ojalá, especialmente en nuestra educación, la multiculturalidad existente al respecto fuera mucho más recogida y difundida a través de todos los medios de comunicación.



Imponer una línea sobre lo que deben transmitir los canales de televisión, en mi concepto, nos empieza a acercar a imponerles contenidos. Y ahí hemos de pensar si no estamos entrando en una zona gris en materia de libertad de expresión.



Una cosa es el respeto, que está cautelado en el “correcto funcionamiento”, y otra decir lo que los canales de televisión tienen que transmitir. 



Por lo tanto, entendiendo que a través del correcto funcionamiento se busca que se respeten los derechos y las diferentes miradas, se puede concluir que esta indicación renovada es algo completamente distinto, pues mediante ella se procura imponer un tipo de programación.



Creo que ahí entramos en la zona gris de la libertad de expresión, señor Presidente. 



Por eso en las Comisiones unidas, después de una discusión amplísima, llegamos a una redacción diferente y rechazamos la indicación que ahora se renueva.



De consiguiente, en la Sala también votaré negativamente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, quiero contarle un poco cómo surgió en las Comisiones unidas el rechazo de la indicación formulada por los Senadores Muñoz Aburto y Navarro.



Básicamente, él emanó del hecho de que el tema central de alguna manera estaba contenido en la definición de “pluralismo” aprobada por aquellas y por la Sala: “el respeto a la diversidad social, cultural, étnica”. Por ende, ello forma parte del correcto funcionamiento. 



Entonces, lo que se debe determinar es si la norma que se propone agregar al artículo 1° como nuevo inciso final es o no redundante.



Yo pienso que lo es.



Pero eso tendrá que resolverlo finalmente la Sala.



Ahora, para los efectos de clarificar, debo expresar que las Comisiones unidas de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación recogieron el punto y lo incorporaron dentro del concepto de “pluralismo” contenido en una norma de quórum calificado que ya aprobamos, donde se establece con claridad que forma parte del correcto funcionamiento el respeto a la diversidad social, cultural y étnica. 



En consecuencia, en este momento procede determinar qué de nuevo agrega la indicación renovada en cuanto al concepto de “pluralismo” ya sancionado.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Voy a aprobar la indicación, señor Presidente. 



Yo no pensaba intervenir. Pero cuando uno empieza a escuchar las argumentaciones en torno a por qué no habría que incorporar el inciso propuesto se siente casi moralmente obligado a dejar estampada su opinión sobre la materia.



El Senador Chahuán acaba de decir que la norma sugerida ya está inserta en el concepto de “pluralismo” que aprobamos. Sin embargo, para incluir dicha expresión estuvimos debatiendo alrededor de tres horas, porque los mismos que se hallan en el otro lado no querían consignarla en este proyecto de ley.



La Senadora Von Baer -si no me equivoco- y el colega Pérez Varela manifestaron que este era un tema político y que la aprobación del inciso planteado significaba darle a la política demasiado poder en lo concerniente a las decisiones de los canales.



Por cierto, cuando se dice que es necesario asegurar como correcto funcionamiento el respeto y la promoción de algo no se está imponiendo nada. Pedirles a los canales de televisión que respeten y promuevan los derechos, culturas, lenguas, en fin, de los pueblos originarios no implica imponer ninguna cosa. 



Ahora, Sus Señorías sí tienen razón en algo: en que en esta materia hay una visión política.



Porque, a decir verdad, a algunos no nos gusta la televisión como está. Pensamos que debe tener otra forma de organización; que sus contenidos han de ser diferentes, en fin.



Recientemente una persona cercana, que venía llegando de Nueva Zelanda, con relación a las comunicaciones -por eso lo menciono-, decía (y esto no es broma) que uno de los tres canales de televisión de ese país que operan con recursos estatales, con fondos públicos, exhibía programas culturales a las 10 de la noche.



Ciertamente, los kiwis se acuestan más temprano. Entonces, el horario prime es tal vez a las 8 de la noche y no a las 10.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Así es.

El señor LAGOS.- Me dice que “sí” el Senador Zaldívar, quien ¡sabe a qué hora se acuestan los neozelandeses...!

El señor COLOMA.- ¡Lo sabe todo...!

El señor LAGOS.- Decía, señor Presidente, que se trata de programas culturales transmitidos a las 22.



Y fue una decisión de la sociedad neozelandesa: con recursos provenientes de impuestos que pagan los contribuyentes se financian tales programas, los que tienen audiencia.



En consecuencia, considero legítimo y justo que, cuando discutimos un proyecto de ley sobre televisión digital, que sé que persigue otros fines, aprovechemos también de analizar los temas en comento.



Porque lo que se esconde detrás es una mirada de temor, una diferencia profunda.



Algunos se escudarán diciendo: “Es que el asunto está contenido en una definición previa”. Pero la cuestión de fondo es otra: que, al final del día, no se quiere realizar un debate real y serio sobre la materia ni que la gente defina qué tipo de sociedad desea. 



En último término, quienes nos encontramos acá estamos representando a los chilenos. Y hoy existe en esta Sala una mayoría partidaria de aprobar la indicación renovada; sin embargo, se observa sistemáticamente una visión diferente en el otro lado.



Aquello no significa que seamos mañosos, sino que pensamos distinto. Eso es legítimo. Pero me gusta exponerlo así y no escudarme manifestando que lo que se plantea se halla subsumido o comprendido en una disposición anterior. 



El punto radica en qué tipo de televisión queremos tener en Chile. Y yo creo que necesitamos una televisión distinta.



¿Se va a resolver la cuestión como yo quiero? Sin duda, no. En todo caso, sería harto irresponsable de nuestra parte no aprovechar esta instancia para dejar plasmados una serie de aspectos, como los que hemos discutido a propósito de esta iniciativa.



¿O acaso no es pertinente, cuando debatimos sobre televisión, como lo hicimos hace dos semanas, definir en torno a de qué tipo de familia estamos hablando?



Eso me parece superlegítimo, porque refleja qué se exhibirá en la televisión, qué vamos a privilegiar y qué índole de familias se beneficiarán, para mostrarle al resto de los chilenos: si lo que quieren algunos o la realidad de la familia chilena, que es vasta y diversa.

El señor ESCALONA (Presidente).- Me excuso ante Sus Señorías por recordarles que estamos en el debate del último inciso del primer artículo.



¡Y me felicito, pues logramos aprobar un inciso en el curso de toda esta sesión...!

El señor LAGOS.- ¡No desincentive la participación, señor Presidente!



Si participamos, nos retan; si nos vamos, también.



¿Cómo lo hacemos, entonces?

El señor ESCALONA (Presidente).- Hay varios señores Senadores que desean intervenir.



Conforme al orden de inscripción, tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en primer lugar, debo decir que, con relación a los preceptos que se nos proponen en las diversas iniciativas, yo hago un esfuerzo por no votarlos basado en hechos de la contingencia, porque creo que eso puede llevar a grandes distorsiones; tampoco, por granjearme las simpatías -hago lo humanamente posible por actuar así; no siempre me resulta- de un sector u otro.



Voy a votar enteramente a favor de esta disposición porque la considero buena para Chile.



Cualquiera que revise la legislación comparada de Gobiernos impulsados por la Centroderecha podrá observar que cuenta con preceptos de esta naturaleza: Nueva Zelanda; Australia; en su momento, Canadá.



Hay una cuestión de fondo, señor Presidente -y la vamos a discutir  mañana-: se reduce el problema mapuche, o a un conflicto de tierra, o a un conflicto de violencia que rechazo categórica, terminante y absolutamente, y, por lo tanto, no abordamos el tema en su conjunto.



Yo me siento muy contento con lo que está haciendo en La Araucanía el Gobierno del Presidente Piñera, con la colaboración muy activa de los parlamentarios de la Concertación por la Región -nobleza obliga-, en particular de los Senadores Tuma y Quintana. Porque, teniendo múltiples diferencias en esta materia, hemos realizado un tremendo esfuerzo por hacer un diagnóstico compartido, por escuchar lo que está ocurriendo. Y, con el Senador García y todos los Diputados que se han ido incorporando, sentimos que es nuestro deber darle un enfoque distinto al problema.



Esto no se vincula para nada con la violencia ni con los actos de terrorismo que, a mi juicio, sí han ocurrido en la Región de La Araucanía -y mañana vamos a tener un debate a fondo sobre el particular-; es una cuestión absolutamente distinta: en qué medida aceptamos que el Estado es multicultural; con qué grado de profundidad admitimos y entendemos que la nacionalidad chilena, por ser multicultural, está compuesta de diversos pueblos -y no hay que tener complejo en decirlo, porque esa es la potencia de Chile-, dentro de los cuales está nada menos que nuestro pueblo originario, que posee una cosmovisión diferente de la nuestra y otra manera de aproximarse a los temas.



En consecuencia, ¡por favor!, no sigamos tratando de asimilarlos. Procuremos tener con ellos una visión compartida del pasado y del futuro.



Y esta norma no hace otra cosa que, para el normal funcionamiento de los canales de televisión, incorporar algo que existe en todos los países -como lo señaló el Senador que me antecedió en el uso de la palabra- que han resuelto exitosamente el punto: el respeto y la promoción de los derechos, culturas, lenguas y dignidad de los pueblos originarios.



Entonces, no estamos haciendo referencia a cualquier grupo en la sociedad chilena, sino a un millón de compatriotas provenientes de nuestros pueblos originarios, anteriores estos incluso a la existencia del Estado, reconocidos como nación por la Corona española y que después pasaron a participar activamente y a luchar por la independencia. Son personas que, al igual que los agricultores -a estas alturas, no tienen nada de “colonos”, como se les ha llamado, porque son más chilenos que todos nosotros-, han sido víctimas de un Estado que no los ha tratado adecuadamente, según lo han expuesto muchas veces los parlamentarios de la Región que represento.



Por lo tanto, me parece que una norma como la que nos ocupa apunta en la dirección en la que las legislaciones modernas que han tenido éxito avanzan para generar confianzas, para generar una relación de pleno respeto al Estado de Derecho -eso es clave en un país civilizado-, pero, simultáneamente, en dar cabida a que en el país se empiece a comprender más al pueblo mapuche, con prescindencia de eslóganes de grupos extremistas, existentes en toda sociedad, que tratan de estigmatizarlo de una manera inadecuada.



Esos son los motivos, señor Presidente, que fundamentan las razones de fondo por las cuales voto a favor de la indicación.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, me pronunciaré por la aprobación con mucho gusto.



Como se ha dicho en la Sala, en las Comisiones unidas sostuvimos un largo debate en relación con esta materia y otras, por supuesto.



En varias oportunidades nos representamos la necesidad de ojalá incluir en el concepto de “correcto funcionamiento” -la evaluación le corresponde hacerla al Consejo Nacional de Televisión- el máximo de situaciones que puede plantearse un organismo colegiado.



Evidentemente, el de nuestros pueblos originarios es un asunto que requiere, como se ha expresado en varias intervenciones, una particular sensibilidad. Y no es una cuestión de coyuntura, de contingencia: constituye un desafío permanente el que enfrentamos, como país, de ir avanzando, de manera progresiva, en el respeto y promoción de los derechos, culturas, lenguas y dignidad que les corresponden.



Es cierto que de una parte de la definición de “pluralismo” se puede desprender lo mismo, pero el punto se incluye dentro de otros elementos, como lo discutimos largamente la semana anterior, cuando mencionamos el respeto a la diversidad social, cultural, política y religiosa, la orientación sexual y la identidad de género, así como también al factor étnico.



Me parece relevante avanzar más todavía en la definición de “correcto funcionamiento”. La materia que nos ocupa no formó parte de los aspectos respecto de los cuales nos costó mucho llegar a acuerdo, pero, en el espíritu, al estar contemplada en la definición de “pluralismo” que el artículo 1º contiene en cuanto a dicho concepto, me parece muy positivo incorporar el inciso planteado en la indicación renovada.



Voy a votar a favor, porque considero que ello ayuda, además, al debate que es importante llevar a cabo en nuestra sociedad. El Senado va a analizar mañana, en una sesión especial, la problemática de nuestros pueblos originarios, de modo que no sería positivo que hoy día diéramos una señal distinta en el pronunciamiento sobre un elemento tan significativo como el Consejo Nacional de Televisión y, en relación con un instrumento de comunicación tan fundamental, no dejásemos expresa constancia de nuestro interés por la promoción y el respeto a los derechos que les corresponden.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, quiero partir expresando que estimo importante la indicación renovada.



Presté bastante atención al Senador señor Espina y reconozco que hace tiempo no escuchaba una intervención que fuera al fondo del problema, sin perjuicio de la vía que nos ocupa. Aunque algunos traten de exponer que solo estamos viviendo una coyuntura, juzgo que la situación nos va a acompañar y forma parte de nuestra identidad como país. Por lo tanto, me alegro de las expresiones de Su Señoría, quien tocó aspectos de extraordinaria trascendencia. Más allá de cualquier otro hecho que se esté viviendo de manera específica, hizo aseveraciones muy de fondo y que tienen que ver con nuestro país, como tal: si en verdad es intercultural; si en verdad somos capaces de comprender la cuestión y no solo asumir una actitud un tanto paternalista, a veces, o con un sesgo de integración que no reconoce la realidad.



Nosotros sostuvimos un lato debate acerca de qué se entiende por correcto funcionamiento de los servicios de televisión. Quiero volver sobre ello, porque se dice que estamos entregando un bien muy importante, el cual nos pertenece a todos, como país. De alguna manera, ya existen cuatro concesionarias abiertas -algunas son nacionales; otras, internacionales-, que contarán con 20 años por delante y tendrán un derecho preferencial para la renovación, lo que no es poca cosa.



No puedo dejar de hacer el símil con la discusión a la cual nos abocamos durante muchos días en torno del proyecto de ley de pesca y que decía relación con siete familias -cuatro empresas- que concentran, casi oligopólicamente, el noventa y tantos por ciento de la captura.



Ahora nos concentramos en algo que no es menor. Nos referimos a un bien que se entrega en concesión, con una renovación después de veinte años en forma preferencial. Lo menos que podemos hacer, a partir de la iniciativa en examen, es verificar un intercambio de opiniones muy de fondo en orden a si contemplamos exigencias en calidad, a si se va a garantizar efectivamente el pluralismo, a si somos capaces de aceptar una indicación que determina que “También se entenderá el correcto funcionamiento como el respeto y promoción, a través de su programación, de los derechos, culturas, lenguas y dignidad de los pueblos originarios, la no discriminación y su expresión en la igualdad de derechos y trato entre los pueblos.”.



No disponemos: “Usted va a hacer el programa de esta manera”, pero sí, en lo que respecta al contenido, señalamos una exigencia vinculada a lo que se entiende por “diversidad”, por “pluralismo”, o sea, por “correcto funcionamiento”. Este último vamos a asociarlo, no solo a un trato no discriminatorio en relación con los derechos, cultura y dignidad de los pueblos originarios, sino también con la relación laboral, aspecto que también algo analizamos y que, a nuestro juicio, se halla comprendido dentro de ese último concepto.



Debo reconocer que no me causa simpatía la fijación de los veinte años, con una renovación en condiciones de alguna manera preferenciales, sin contemplar, a la vez, requisitos de las características expuestas, como consideración por los pueblos originarios y la relación laboral, existencia de diversidad, definición incluso de lo que entendemos en relación con el respeto por la democracia, la paz, el pluralismo, el desarrollo regional, el medio ambiente y todos los temas que nos resultan propios, como sociedad y país. Tenemos que pensar que a un medio tan privilegiado, en términos comunicacionales, como la televisión es necesario determinarle, por supuesto, condiciones de calidad y buen funcionamiento.



Entonces -y con esto termino, señor Presidente-, me parece muy positiva la indicación. Ojalá podamos aprobarla, porque sería una señal importante. Es la misma que espero que también demos con relación al trato laboral, a la demanda de calidad y de respeto por los derechos, a la mantención del pluralismo. Ello no atenta en absoluto contra la libertad de expresión.



Apoyo la indicación renovada.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, se han escuchado cosas que hacen cavilar, porque me parece que hay mucha buena fe en la discusión.



Efectivamente, todos quisiéramos que en el país hubiera un desarrollo más parejo y menor distancia entre los grupos sociales, más todavía cuando estos se organizan en torno a cuestiones de origen racial. Pero, al mismo tiempo, es preciso darse cuenta de que existe un telón de fondo, cual es el supertema de la libertad de los medios de información.



No soy devoto de la forma en que se desarrolla actualmente la televisión en Chile -dificulto que alguien sea muy entusiasta en la materia-, por lo que no estoy en posición de decir que nadie se meta con ese medio de comunicación. Al contrario, me encantaría que pudiéramos impulsar la calidad en dicho ámbito. Mas no sé en qué forma este último aspecto se toca con el concepto de “correcto funcionamiento”. Uno puede vacilar al respecto.



Ahora, considero absolutamente ilusorio pensar que un organismo administrativo, al vigilar los contenidos de ciertas definiciones, va a poder elevar la calidad y crear las condiciones que muchos añoran. Estimo más peligroso darle facultades excesivas a una entidad de esa índole que, al contrario, apostar por la fuerza creadora de la libertad.



A mi juicio, la mejor manera de asegurar el pluralismo reside, precisamente, en permitir que haya tantas manifestaciones como sea posible del pensamiento y de su proyección en medios escritos, radiales, televisivos.



Por lo tanto, se observa aquí una posibilidad de crear una especie de “cedazo administrativo”, que se va haciendo cada vez más difuso, hasta el punto de no ser objeto de fácil interpretación.



¿Quiénes van a definir, por lo pronto, cuáles son los pueblos originarios? Fíjense Sus Señorías que ya hay una seria discrepancia sobre el particular y, para todos los que hayan leído a Grete Mostny, que podríamos sostener discusiones en la materia. Los mapuches llegaron a Chile, desde la pampa argentina, 40 años antes que los españoles y ahuyentaron a varios de los pueblos del sur, metiendo una cuña en el centro de lo que hoy día es el territorio de la República.



¿Y chonos, diaguitas, yámanas, alacalufes, aimaras, quechuas?



Luego, preguntémonos qué pasa con andaluces, extremeños, vascos, asturianos. ¿Constituyen también pueblos originarios en algún sentido o nos referimos a una fecha cronológica prefijada?



¿Alguien va a definir el punto? ¿Será el Consejo Nacional de Televisión? No quisiera estar en sus zapatos



¿Cómo se equilibran los programas entre los distintos pueblos que podemos llamar “primitivos” -tampoco se puede usar esa palabra ahora-, en el sentido del tiempo en que vivían en el país? ¿Será preciso hacerlo para promover a los diaguitas frente a los yámanas, a los chonos frente a los huilliches?



Quisiera que algún señor Senador se pusiese en esa situación antes de votar alegremente por mandar una rama de olivo con destino desconocido...



No veo que quienes procuran impulsar la causa mapuche estén muy pendientes de la presente discusión, más todavía si consideramos que el 80 por ciento de la población chilena es mestizo y de distintos orígenes.



Uno de los promotores de la indicación es angloespañol...



En mi concepto, el pensamiento diferenciado es el que promueve el pluralismo, y aquí se está creando un mecanismo de control del pensamiento.



Los libros escritos sobre el tema son infinitos, y todos advierten sobre el peligro encerrado en estos órganos administrativos de difícil imputabilidad. Huxley viene muy al cuento.



Y me admira que algunas personas que hacen grandes exaltaciones de la libertad, hasta el punto de que no se sabe si la defienden o le pertenecen; si se enajenaron...

El señor ESCALONA (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador. 



Le concedo un minuto para que pueda concluir su intervención.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Gracias, señor Presidente.



Finalmente, técnica legislativa: definir todas las cosas más de una vez es, francamente, una pérdida de tiempo. ¿A cuál definición se van a atener los intérpretes administrativos?



Porque hay diferencias entre el texto incorporado y ya aprobado y el que trae la indicación. Es decir, se va a promover una perplejidad administrativa, lo que quizás sea la mejor solución.



Voy a votar que no.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba la indicación renovada número 33 bis (22 votos contra 11 y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Coloma, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.



No votó, por estar pareado, el señor Sabag.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El número 2 del artículo 1° del proyecto modifica, coincidentemente, el artículo 2° de la ley. Todas las normas que contiene fueron aprobadas por unanimidad en las Comisiones unidas y la única petición de votación separada, formulada en sesiones anteriores, se retiró.



Como es de quórum calificado, igual corresponde el pronunciamiento en particular, pero ello se puede hacer en un solo acto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Haré una consulta reglamentaria, señor Presidente.



Expuse que este es uno de los textos en que es importante, en mi opinión, votar separadamente. Entonces, como no hubo acuerdo para acogerlo por unanimidad, entendí que en cada caso se podía plantear la petición respectiva, lo que hago en este momento.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Su Señoría podría precisar las disposiciones objeto de su solicitud?

El señor GÓMEZ.- Son las letras b),... 

El señor LARRAÍN.- La referente a los diez consejeros.

El señor GÓMEZ.-... e) y f).

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se abrirá la votación.

El señor LARRAÍN.- ¿Qué se vota primero?

El señor ESCALONA (Presidente).- El señor Secretario va a precisarlo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Atendido lo expuesto por el Senador señor Gómez, corresponde votar primero, si les parece a Sus Señorías, lo que registró unanimidad en las Comisiones y no ha sido objeto de una solicitud de votación separada.



Por consiguiente, se someterían al pronunciamiento de la Sala las letras a); b), que pasó a ser c), y d), nueva.

El señor LARRAÍN.- ¡Si le parece...!

El señor CHAHUÁN.- Lo que cabe es la aprobación.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si no hay objeciones,...

El señor LABBÉ (Secretario General).- Son normas de quórum calificado.

El señor ESCALONA (Presidente).- En ese caso, debe registrarse la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Hago presente que en el día de hoy se requieren 19 votos a favor, por cuanto un señor Senador se encuentra con permiso constitucional.

El señor ESCALONA.- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las letras a), c) y d) del número 2 del artículo 1° del proyecto (26 votos a favor), dejándose constancia de que se cumple el quórum constitucional exigido.


Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Orpis, Pizarro, Prokurica, Rossi, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ahora corresponde votar separadamente las letras b), e) y f), tal como lo solicitó el Senador señor Gómez. 



Estas normas también son de quórum calificado.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, tengo una objeción respecto de la letra b), que expresa: “b) Diez Consejeros designados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado. El Presidente hará la proposición en un solo acto, cautelando que en la integración del Consejo se respete el pluralismo y la paridad de género”.



El problema es que esta letra se enlaza con la modificación contenida en la letra e), que autoriza al Presidente de la República para “repetir nombres o insistir con los mismos nombres” ya rechazados. Y bajo esa lógica, enviar una nómina de diez consejeros -según entiendo, habrá más de un período- será impracticable.



En segundo lugar, no me parece correcto que el Presidente pueda repetir nombres que el Senado ya rechazó. Aquí se debería utilizar el mismo método que rige en otras designaciones. Por ejemplo, en el caso de la Corte Suprema, si esta Corporación no acepta a uno de los candidatos, este ya no puede repetirse, pues ha habido unanimidad o una mayoría para rechazarlo. 



Por lo tanto, creo que hay que buscar una redacción distinta. No considero adecuado que el Presidente pueda insistir con los mismos diez nombres ya impugnados por el Senado.



Por eso, pienso que la norma debiera ser modificada en sus términos o bien ser rechazada.

El señor LARRAÍN.- ¿Se refiere a la letra e)?

El señor GÓMEZ.- La b) y la e) van juntas.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ha solicitado el uso de la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, me parece que el Senador Gómez tiene bastante razón, porque lo que se sugiere, efectivamente, llama la atención. 



Yo no sé qué tan viable o tan efectivo o eficaz sea que el Presidente de la República deba hacer una proposición de diez consejeros en un solo acto, cautelando en la integración el pluralismo y la paridad de género, cuando en verdad habrá períodos diferentes y los miembros tendrán que provenir de ámbitos muy distintos.



Y hay un aspecto más cuestionable aún que me gustaría que el Ejecutivo revisara, pues realmente no me parece adecuado. ¡Qué sentido tiene que el Primer Mandatario, cualquiera que este sea, pueda repetir nombres o insistir con aquellos ya rechazados por el Senado, entendiendo que este último ha procedido de esa forma por razones y fundamentos determinados y no sin que haya habido motivo para ello! 



Por eso, quiero pedirle al Ejecutivo que cambie la redacción o al menos suprima dicha facultad, que está en la letra f), si no me equivoco. Ya es cuestionable que la proposición de diez consejeros deba efectuarse en un solo acto, pero peor aún es que pueda insistirse con nombres ya rechazados por el Senado.



Por eso, señor Presidente, no estoy en condiciones de aprobar las letras que se hallan en votación, pues considero que carecen de una elemental lógica o al menos de un respeto por el pronunciamiento que haya realizado esta Alta Cámara.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, el objetivo del artículo es que el Presidente de la República pueda presentar un listado de nombres para integrar el Consejo Nacional de Televisión, buscando propender, por una parte, a la paridad de género -como bien señala la norma-, y por la otra, a que los miembros de la entidad tengan la debida expertise en el desempeño de su cargo.



Para ello se establece el sistema de paquete, de modo tal que cuando se rechace el nombre de uno de los consejeros propuestos el Presidente pueda presentar un nuevo listado que guarde los equilibrios que ha querido cautelar la redacción del precepto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, lo que se busca es que los integrantes del Consejo tengan conocimientos, calidad académica e intelectual y representen la diversidad de la sociedad chilena. La idea es que en la propuesta que haga el Presidente de la República al Senado exista pluralismo, según el sentido en que están definidos este propio término y también “correcto funcionamiento”, y se propenda a la paridad de género, aspiración que siempre hemos tenido.



Construir una propuesta de ese tipo por parte del Ejecutivo, cosa que ya hicieron gobiernos anteriores -seguramente, al ex Presidente Frei le tocó presentar más de una-, es bastante difícil, pues hay que combinar muchos elementos. Y la experiencia que hemos tenido en el Senado ha sido positiva en cuanto a la posibilidad de repetir algunos nombres por parte del Primer Mandatario cuando una proposición, votada en un solo acto respecto de la totalidad de los candidatos, ha sido rechazada, ya sea porque, o no es equilibrada, o no plantea la diversidad que a una mayoría del Senado le interesa, o contiene algún nombre que no genera acuerdo.



Nosotros, Senadora Allende, ya hemos rechazado propuestas formuladas por el Presidente, dejando constancia de por qué se procede de ese modo. Porque los Senadores dan sus razones al momento de emitir su voto. Y luego se ha presentado una segunda propuesta, en la cual el Ejecutivo repite algunos nombres y cambia aquellos que no han generado consenso.



Eso es lo que ha permitido construir propuestas equilibradas, representativas, y en que los candidatos cumplen con los requisitos exigidos.



Yo entiendo la preocupación del Senador Gómez. Conversamos el tema un poco antes. Y es cierto: se trata de una materia opinable. Pero la experiencia indica que lo planteado otorga más posibilidades de construir un acuerdo en cuanto a la representatividad que debe tener el Consejo -pluralista, diverso-, en que se propenda a la paridad de género, y en que los candidatos cumplan además los requisitos establecidos en la letra f): ser personas de relevantes méritos personales y profesionales, con reconocida trayectoria en el ámbito social, de la cultura, de las artes o de las comunicaciones; haber sido agraciado como Premio Nacional en cualquiera de sus menciones; ser miembro de alguna de las Academias del Instituto de Chile; haber sido Parlamentario; ser o haber sido profesor universitario; ser o haber sido Rector o Director de establecimientos de educación media o superior de reconocido prestigio, o ser una persona representativa de los pueblos originarios. 



No es fácil elaborar una propuesta de este tipo. Y, además, si el Presidente logra construir una de diez personas, puede que el Senado, en un momento determinado, porque una o dos de ellas no le parezcan las más adecuadas o crea que hay un desequilibrio, rechace la propuesta completa para que se vuelva a elaborar otra modificando o cambiando a los candidatos respectivos.



Esa experiencia ya la tuvimos, pues el mismo sistema existe en otras leyes. Hace poco tiempo se presentó una proposición para integrar el directorio de Televisión Nacional, que se votaba en conjunto, donde venían dos nombres: Edmundo Pérez y Francisco Aleuy. Ella se rechazó en el Senado, obviamente no por nosotros, y después se insistió en uno de los candidatos y se cambió al que fue impugnado por otro que sí concitó acuerdo.



Entonces, señora Senadora, me parece que lo que se busca aquí es dar la oportunidad, tanto a la propuesta que plantea el Presidente de la República como al pensamiento que pueda tener el Senado. Y si respecto a una primera presentación no se alcanza un convencimiento cabal, ello se puede alcanzar en una segunda proposición, mejorada, cambiando uno, dos o tres de los componentes. Pero no considero conveniente eliminar completamente la posibilidad de que se repitan algunos candidatos que pueden ser extraordinariamente competentes.

La señora ALLENDE.- Yo me refiero a los rechazados, no a los aceptados.

El señor PIZARRO.- Sí, lo que pasa es que la propuesta se vota en su totalidad.

La señora ALLENDE.- ¡Claro!

El señor PIZARRO.- Y es lógico que así sea, porque la que plantea el Primer Mandatario es para integrar un Consejo que representa una diversidad. Porque si se votara de manera individual, una mayoría podría desarticular completamente la proposición del Ejecutivo.



Ese es el problema.



Entonces, o se vota en conjunto una fórmula equilibrada...

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador. Pero, como está haciendo una excelente clarificación, le vamos a conceder un minuto más.

El señor PIZARRO.- Muchas gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¡No se acostumbre, eso sí...!

La señora ALLENDE.- Y además me está convenciendo, señor Presidente.

El señor PIZARRO.- Lo que pasa es que, si no se procediera en esa forma, sería como si cortáramos el jamón por tajadas, lo cual resultaría tremendamente complejo para el rol que el Consejo Nacional de Televisión debe cumplir.



Por eso la propuesta tiene dos elementos, los cuales deben ser considerados en conjunto.

La señora ALLENDE.- Pero la idea es no insistir en los rechazados.

El señor PIZARRO.- ¡Por supuesto! A lo mejor al principio no nos explicamos bien, pero las dos cosas van unidas.



La propuesta se vota en su conjunto, porque es algo que ha costado construir. Y cuando el Senado la rechaza en su totalidad, también señala por qué lo hace, y especifica que uno, dos o tres componentes no concitan acuerdo. El Presidente de la República puede volver a proponer siete candidatos, y cambiar a dos o tres por otros que sí puedan generar consenso.

La señora ALLENDE.- Pero eso no queda claro en la norma.

El señor PIZARRO.- Queda claro, porque la letra e) dice: “pudiendo repetir nombres o insistir con los mismos nombres”. Es decir, podría hacerlo.

La señora ALLENDE.- ¡No con los rechazados!

El señor PIZARRO.- Para mí, está claro lo que se propone.

El señor ESCALONA (Presidente).- Concluyó el minuto adicional, señor Senador. Y no le vamos a conceder más tiempo, porque la última parte de su intervención ya no fue tan clarificadora.

La señora ALLENDE.- ¡Iba muy bien, pero no alcanzó a convencerme...!

El señor ESCALONA (Presidente).- Está inscrito a continuación el Honorable señor Orpis.



No hará uso de la palabra.



Entonces, puede intervenir el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, si la Sala pudiera evitar los diálogos...

El señor ESCALONA (Presidente).- Rogamos a los señores Senadores guardar silencio para que el Honorable señor Hernán Larraín pueda hacer uso de la palabra.



¡Evitemos los diálogos, por favor!

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en una norma tan compleja es entendible la inquietud del Senador Gómez. Se trata de diez personas, nominadas en un solo acto. Y construir un acuerdo que las englobe a todas, cada una cumpliendo con los requisitos exigidos, es algo muy difícil.



Personalmente, creo que la norma está mal concebida. Debiera incluir menos nombres; a lo mejor ocho, agrupados en cuatro y cuatro, de manera que se fuera produciendo una renovación parcial a través del tiempo, con consejeros que duraran seis años y con cuatro de ellos que fueran revisados cada tres, y así sucesivamente. Ello daría cierta mayor fluidez.



La idea de objetar un nombre que no pueda ser repetido es explicable cuando se trata de pocos candidatos. Pero, si en una nómina de diez se impugnaran uno o dos y por ese motivo ninguno de los diez pudiera volver a ser presentado, se estaría generando una cosa imposible. Porque cada uno de los candidatos es, probablemente, una figura que ha costado mucho encontrar.



Y si uno lee los incisos que siguen a la letra b), observa que se replica un mismo sistema en cuanto a que es factible que por una objeción fundada que afecte a uno o más candidatos se rechace la totalidad de la propuesta.
De ahí que, si se va a seguir con este esquema de diez, valga la pena mantener la posibilidad de insistir en los nombres.



Ahora, si el Presidente de la República insiste en un postulante que ha sido impugnado, lo probable es que vuelva a perder su nominación, lo que lo dejará en un muy mal pie político. Suponemos que va a tener el suficiente buen criterio para no perseverar en una designación que ya ha sido impugnada si quiere obtener acuerdo para la totalidad.



Por lo tanto, resultaría imposible que funcionara este esquema de diez consejeros elegidos en un solo acto si no pudieran repetirse algunos nombres.



Así que considero que el esquema del artículo se encuentra bien concebido, no así su estructura. A mí me habría gustado una nómina un poquito más chica: una de ocho candidatos que se fueran eligiendo por parcialidades, en grupos de a cuatro de acuerdo con el criterio interdisciplinario y de representatividad que aquí se plantea.



Y aprovecho de hacer otro alcance. Pienso que es muy bueno que se busque la paridad de género, pero establecerla como una obligación legal puede significar problemas de construcción.



¿Qué se va a entender por respetar “la paridad de género”: que los candidatos tendrán que ser cinco y cinco? ¿Qué va a pasar si vienen seis hombres y cuatro mujeres?

El señor COLOMA.- ¡O seis mujeres!

El señor LARRAÍN.- ¿No habrá respeto a la paridad de género en tal caso?



Puede que se haga todo lo posible por encontrar un equilibrio perfecto, pero que aun así este no se logre. 



Por eso, creo que hay que tener mucho cuidado con establecer obligaciones legales de esta naturaleza.



Voy a votar a favor de lo que se propone, en el entendido de que la paridad de género es un objetivo al que se aspira, y de que si la propuesta no viene con cinco y cinco no se incumple el principio de la paridad de género. 



Podría haber seis mujeres y cuatro hombres. Y en ese caso, ¿vamos a reclamar porque no se incluyeron cinco y cinco?

La señora ALVEAR.- ¡También!

El señor LARRAÍN.- 
¡No, pues!



Perfectamente puede haber seis y cuatro. El principio hay que entenderlo con un criterio holgado, pues, de lo contrario, estaremos en un pie forzado muy grande: diez personas aprobadas en un solo acto, con paridad de género y debiendo reunir tales y cuales características. Realmente, sería una ley que, para ser cumplida, requeriría demasiadas exigencias.



En consecuencia, con esta interpretación respecto al concepto de paridad de género, y por las razones que he mencionado, creo que hay que aprobar las letras en votación tal cual están planteadas, con la posibilidad de que el Presidente de la República insista en uno o más nombres si su propuesta total es rechazada.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, me pareció bastante convincente la intervención del Senador Pizarro, que ahora ha sido complementado con la del Senador Hernán Larraín. Y estoy dispuesta a aceptar lo que se persigue.



Pienso que es importante -no puedo dejar de decirlo- cambiar la composición del Consejo Nacional de Televisión a fin de ampliarla. Hoy tiene una cierta “representación política”, por así llamarla, y carece de la apertura que estamos buscando. O sea, es de extraordinaria relevancia que efectivamente estén representadas la academia, la cultura, en fin, para que haya diversidad. 



Y, por cierto, también es muy importante que se logre paridad de género. Ya es hora de que este país no solo aspire a ella -porque cuando nos quedamos en las aspiraciones no conseguimos nada-, sino que marche en la línea de alcanzar mayor concreción a la hora de hablar de equilibrio entre hombres y mujeres.



Por lo tanto, señor Presidente, reconozco que me han parecido convincentes los argumentos dados. Pero lo que más valoro es que aquí estemos buscando generar un Consejo Nacional de Televisión realmente representativo del conjunto de la sociedad. Ello es muy relevante, porque hoy es una especie de consejo más bien político, restringido. Y si lo que se propone facilita que no sea así me parece bien.



No estaba tan de acuerdo con la posibilidad de insistir en nombres ya rechazados. Pero bueno, como las nominaciones se van a efectuar de una sola vez, resulta difícil impedir que se repitan algunos nombres. Lo importante es que haya una suerte de reflexión en conjunto, como colectivo, y se logre cambiar la proposición.



Así que desde ya anuncio mi voto positivo. 



Y al Senador Hernán Larraín quiero decirle -por su intermedio, señor Presidente- que la paridad de género no solo debe ser una aspiración, sino que debe ser cumplida. Ello es importante para el país. Y no tengo duda de que no habrá ningún problema en encontrar a cinco mujeres profesionales y competentes, e incluso a seis.

El señor LARRAÍN.- ¿Y eso sería paridad de género?

La señora ALLENDE.- ¡Sí!



He dicho.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora VON BAER.- Señor Presidente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Su voto se halla marcado.

El señor ORPIS.- La Senadora quiere fundamentarlo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Está abierta la votación.



Repito: ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor COLOMA.- La colega ha solicitado intervenir.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



Senadora Von Baer, ¿usted había pedido la palabra?

La señora VON BAER.- Sí, señor Presidente.



--Se aprueban las letras b), e) y f) del N° 2 del artículo 1° del proyecto, que modifica el artículo 2° de la ley (26 votos a favor, 2 en contra y 2 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Gómez y Navarro.



Se abstuvieron los señores Escalona y Larraín (don Carlos).

El señor ESCALONA (Presidente).- Senadora señora Von Baer, le doy mis excusas por no otorgarle la palabra, pero su nombre no apareció en la lista de inscritos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El sistema tuvo una falla y se está reiniciando. Seguramente, por eso se produjo la situación respecto a Su Señoría.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, en el artículo 1°, tanto el N° 3 como el 4 son normas de quórum calificado.



Las Comisiones unidas aprobaron esos numerales en forma unánime. No se pidió votación separada respecto de ellos. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se pondrán en votación.



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Para fundamentar el voto, tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, respecto de la votación anterior, quiero puntualizar que en las Comisiones unidas discutimos lo relativo a la paridad de género. La indicación original decía: “El Consejo estará integrado por once miembros, de los cuales al menos cinco deberán ser mujeres, designados de la siguiente forma:”. O sea, se había señalado un número específico de mujeres.



Recogiendo lo indicado por el Senador señor Larraín, eso se cambió por una proposición del Honorable señor Cantero, que quedó en el texto de las normas que acabamos de votar y que expresaba: “cautelando la paridad de género”. Es decir, lo que se busca acá -porque efectivamente es difícil encontrar miembros para el Consejo Nacional del Televisión- es que se tenga una mirada especial en cuanto a la integración de mujeres, cautelando su vigencia, sin establecer un número específico de ellas.



Deseaba precisar lo anterior porque considero importante dejar constancia, para la historia de la ley, de que, al momento de discutirse la norma pertinente, se tuvo presente la indicación original, y que no se pensó en establecer un número específico de mujeres, sino en cautelar la presencia de ellas en el Consejo Nacional de Televisión.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban los números 3 y 4 del artículo 1° del proyecto (28 votos a favor).



Votaron las señoras Allende, Alvear y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida, corresponde votar el N° 5 del artículo 1°, que modifica el artículo 8° de la ley vigente.



Tal número es de quórum calificado, y sus normas fueron aprobadas por mayoría.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, solicitamos la aprobación de este número, que modifica el artículo 8° de la ley vigente, el cual, fundamentalmente, dice relación con establecer las incompatibilidades de los miembros del Consejo Nacional de Televisión.



En tal sentido, en las Comisiones de Educación y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas, se realizó un estudio para homogeneizar las incompatibilidades de los miembros del Consejo con las del resto de los organismos públicos.



Como se trata de una norma bastante razonable, pido su aprobación.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el número 5 del artículo 1° del proyecto, que modifica al artículo 8° de la ley (26 votos a favor y uno en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Larraín (don Carlos).

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, corresponde votar el número 6 del artículo 1°, que modifica el artículo 10 de la ley.



Es norma de ley orgánica constitucional, por lo que para su aprobación se requieren 21 votos favorables.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Para fundamentar el voto, tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, como lo señaló el señor Secretario, esta es una norma orgánica constitucional.



Básicamente, se agrega a la Cámara de Diputados como legitimado activo para solicitar a la Corte Suprema la cesación en el cargo de un consejero. Y eso fue parte de un acuerdo que se logró finalmente en las Comisiones unidas.



Por lo tanto, pido que se apruebe.

El señor ESCALONA (Presidente).- Debo informar a los señores Senadores que el Orden del Día se prolongó hasta las 20. 



Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, uso como excusa la fundamentación del voto: aquí hay un error gramatical. Dice en la parte pertinente: “sobreveniencia”. ¿No será “sobreviniencia”?

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Si esto no se corrige, tengo que votar que no.

El señor ESPINA.- Sí. Está mal escrito.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Finalmente, señor Presidente, tengo una pregunta para alguno de los que intervinieron en la redacción.



La causal de inhabilidad puede ser invocada por cualquier persona. ¿Eso no estará entregando una especie de acción pública de demasiada amplitud?

El señor PIZARRO.- ¡Es la idea...! 

El señor LARRAÍN.- Corresponde a la parte del texto legal vigente, sobre la cual no hubo indicación.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, se puede observar que la redacción es similar al texto vigente. Entonces, cabe preguntar dónde estriba la innovación, porque lo que me preocupa se halla en la ley. O sea, las causales establecidas en las letras c), d) y e) -relacionadas con incapacidad psíquica o física; sobreviniencia de alguna causal de inhabilidad, y falta grave al cumplimiento de las obligaciones, respectivamente- serán declaradas por el Pleno de la Corte Suprema a requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados o de diez de los miembros del propio Consejo. No hay acción pública. 



Se entiende que hay pluralidad en el Consejo, pero advierto dificultades para precisar que vaya a ser el Pleno de la Corte Suprema el que tome un acuerdo -debería corresponder a un caso gravísimo-, respecto de las causales planteadas.



Pregunto a algún miembro de las Comisiones unidas: ¿No hay cambios en el texto propuesto por la Comisión de Hacienda? ¿Se mantiene lo vigente?

El señor LARRAÍN.- Hay modificaciones.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, me hago cargo de la correcta observación hecha por el Honorable señor Carlos Larraín. Ello debiera dar origen a una indicación acordada por unanimidad, porque resulta evidente que en la letra d) del artículo 10 se halla una palabra mal escrita, porque el concepto no es “sobreveniencia” sino “sobreviniencia”.



Entonces, si consta que se emplea erradamente un vocablo, no cuesta nada corregirlo. Y la manera de proceder es que la unanimidad de la Sala permita que una indicación lo cambie. ¿Por qué, sabiendo que un término se halla mal expresado, nos haríamos los lesos? Se trata simplemente de una cuestión de prestigio de nuestra institución. De lo contrario, nos van a calificar, con toda razón, de analfabetos. 

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Habría acuerdo para hacer la corrección, en los términos que señala el Senador señor Espina?



Acordado.



La Secretaría lo registrará.

El señor ESPINA.- Dejemos que la Secretaría lo corrija.

El señor ESCALONA (Presidente).- Queda facultada la Mesa para ello, entonces.

El señor CHAHUÁN.- Necesito aclarar un punto, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Su Señoría ya intervino.

El señor CHAHUÁN.- Es que dos señores Senadores hicieron una pregunta.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ya fundamentó su voto.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Con respecto a la consulta del Senador señor Navarro, puedo informar que la diferencia se refiere a que con la norma modificatoria que intercala algunas palabras, la frase queda: “serán conocidas y declaradas”. El texto de la ley vigente dice solamente “serán declaradas”.



Es la única diferencia con el texto actual.

El señor LARRAÍN.- Se incluye, además, lo relativo al número de miembros del Consejo. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, tiene razón el Senador señor Navarro. 



En efecto, la Comisión de Hacienda no hizo modificaciones al texto original. La única enmienda fue introducida por las Comisiones unidas y dice relación, fundamentalmente, con establecer como legitimado activo a la Cámara de Diputados para solicitar a la Corte Suprema la cesación en el cargo de un consejero.



Por lo tanto, el texto no fue modificado, como señala el Senador señor Navarro.



Quería hacer esa precisión.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el número 6 del artículo 1° (31 votos a favor), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional requerido.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Pasamos al número 7, que modifica el artículo 11 del texto actual. 



Las Comisiones unidas proponen “reemplazar el número 7 por el siguiente:”. 



La proposición consta de dos partes. 



La primera, aprobada por unanimidad, dice: “Sustitúyense, en el artículo 11, las expresiones ‘tres’ y ‘nueve’ por ‘seis’ y ‘veinticuatro’, respectivamente”. Se refiere al derecho a percibir una asignación por parte de los miembros del Consejo Nacional de Televisión. Esta norma es de quórum calificado.



La segunda proposición expresa: “Trasladar los incisos finales que se agregan al artículo 11, como incisos tercero y segundo del artículo 8°, con enmiendas”. Se aprobó por 8 votos a favor y una abstención. 

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, este número dice relación a dos materias.



La primera trata de aumentar las remuneraciones actuales de los consejeros desde tres unidades tributarias mensuales por cada sesión, con un límite de nueve, a seis unidades tributarias mensuales y un límite de veinticuatro. La enmienda trae el correspondiente informe financiero de la Dirección de Presupuestos.



El traslado de los incisos finales que se agregan al artículo 11 se refiere a una cuestión de concordancia. Porque se incorporó al artículo 8°, con enmiendas, lo relativo a las inhabilidades.



Por lo tanto, corresponde aprobar el número en análisis.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación el número 7 del artículo 1°.



--(Durante la votación). 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro para fundamentar su voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, este debate lo sostuvimos en la Comisión de Educación, porque estimábamos que los miembros del Consejo Nacional de Televisión debían percibir una remuneración que les permitiera suficiente autonomía; que sus ingresos alcanzaran un nivel de mercado y les posibilitara la subsistencia. La actual asignación equivale a tres unidades tributarias mensuales por cada sesión a que asistan, con un límite de nueve. Se ha ampliado. Y creo que ello es positivo, desde el punto de vista de la excelencia que queremos que obtengan las  funciones del Consejo.



Quiero resaltar que no se acogió una indicación, pero en el texto aprobado por el Senado hemos establecido limitantes importantes a los miembros del Consejo, una de las cuales dispone que no podrán tener intereses económicos con empresas o entidades dedicadas al rubro de las telecomunicaciones o al uso del espectro radioeléctrico.



Más aún, se establecía un límite de tres años después del cese de sus funciones, para que no puedan pronunciarse sobre asuntos atingentes a las cuestiones que el Consejo deba aclarar. E incluso se imponía que estarán imposibilitados de ejercer un empleo en cualesquiera de las empresas o entidades de comunicación sujetas a autorización o convenio que puedan ser afectadas por las decisiones del Consejo.



Es un elemento importantísimo, tanto desde el punto de vista de la transparencia como del correcto actuar de sus miembros. Se ha dicho que los conflictos de intereses se dan particularmente cuando se cumplen funciones de fiscalización como la que nos ocupa. Pero asimismo ocurren en otras áreas del Estado. 



Me alegra que se apruebe una norma que introduce limitaciones concretas y específicas. Incluso, hemos presentado mociones para extender este tipo de inhabilidades a otras áreas donde también hay fiscalización y conflicto de intereses. 



Aquí han quedado a firme las prohibiciones en lo relativo a entregar opiniones públicas sobre cuestiones del Consejo (durante el mandato y hasta tres años después del cese en este), y en lo concerniente al trabajo en empresas relacionadas (hasta tres años después del término de las funciones). 



Además, a quien posee intereses en una de esas empresas al momento de asumir el cargo, se le otorgan 30 días para regularizar la situación.



También aprobaré la norma que aumenta el monto de las UTM por cada sesión a la que asistan los miembros del Consejo Nacional de Televisión.



En consecuencia, resalto positivamente el establecimiento de esas limitaciones, que permiten que el Consejo sea un organismo más transparente, más autónomo y que no esté sujeto a ningún tipo de presiones.



Voto a favor.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el número 7 del artículo 1º del proyecto (26 votos a favor), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional requerido.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor ESCALONA (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Cantero.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La segunda parte de este numeral ya fue aprobada cuando se trató la norma que consta en la página 18 del comparado.



Ahora corresponde tratar el número 8, que introduce modificaciones al artículo 12º de la ley. 



Hago presente que todo este numeral es de quórum calificado y que se ha pedido votación separada de algunas de sus enmiendas. Aquí hay normas aprobadas por mayoría, y otras, por unanimidad.



Podemos abordar las modificaciones una por una o resolver primero las aprobadas de forma unánime.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, despacharemos en primer lugar las disposiciones acordadas por unanimidad.



Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, ¿la letra a) de este numeral, que modifica la letra b) del artículo 12º de la ley, está aprobada por unanimidad?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En esa letra, el párrafo que empieza con la expresión “Estos recursos deberán ser asignados por el Consejo” y los siguientes, que comienzan con los textos “El Consejo Nacional de Televisión deberá establecer” y “El Consejo Nacional de Televisión deberá siempre velar por el cumplimiento de la ley Nº 20.422”, fueron acordados por unanimidad.



Por su parte, las letras b) y c), nueva, también fueron aprobadas de manera unánime.



En la letra d) se ha renovado una indicación. 



Además, el Senador señor Novoa pidió votación separada de las letras d) y g). Tal solicitud no está retirada, por cuanto dichas enmiendas fueron acogidas por mayoría en las Comisiones unidas. Y tampoco...

El señor PIZARRO.- Votemos las unánimes.

El señor ESCALONA (Presidente).- Pronunciémonos primero acerca de las modificaciones aprobadas por unanimidad.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Son las que he mencionado.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Habría acuerdo en votarlas todas juntas?

El señor GÓMEZ.- Sí.

La señora ALLENDE.- Sí.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobarán las normas unánimes del número 8 del artículo 1º del proyecto.



--Se aprueban (26 votos a favor), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional exigido.

El señor ESCALONA (Presidente).- Pasemos ahora a las normas acordadas por mayoría.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde analizar la primera parte de la letra a) del número 8, que sustituye el primer párrafo de la letra b) del artículo 12º de la ley.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, me quiero referir a la enmienda propuesta a la letra b) del artículo 12º del texto vigente que no es unánime.



Dicho precepto dice: “El Consejo Nacional de Televisión tendrá las siguientes funciones y atribuciones:



“a) Velar porque los servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y los servicios limitados de televisión se ajusten estrictamente al “correcto funcionamiento”, que se establece en el artículo 1° de esta ley.”.



Y en la letra b), las Comisiones unidas proponen lo siguiente:



“b) Promover, financiar o subsidiar la producción, los costos de transmisión o la difusión de programas de alto nivel cultural, de interés nacional, regional, local o comunitario; de contenido educativo; que propendan a la difusión de los valores cívicos y democráticos; o, que promuevan la diversidad en los contenidos televisivos y reflejen la conformación plural de la sociedad, así calificados por el mismo Consejo”.



Y se agrega: “sin perjuicio que para el financiamiento o subsidio de la programación cultural, deberá ser escuchado, en forma previa, el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.”.



Si tenemos un Consejo Nacional de Televisión de la magnitud que hemos definido (nombrado de una sola vez, con diez miembros, de gran pluralismo, cuyas asignaciones se realizan a través de licitación pública), no entiendo por qué se contempla la alternativa de pedir información al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, en circunstancias de que estamos dando una cantidad importante de facultades a aquel.



En consecuencia, me parece que el texto que va desde la expresión “sin perjuicio” hasta el punto seguido debiera rechazarse, para que sea el Consejo Nacional de Televisión el que tome las decisiones, conforme a las atribuciones que le entregamos y que ya leí.

El señor ESCALONA (Presidente).- Entiendo que Su Señoría está solicitando votación separada de ese texto.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, en primer lugar, hago presente que este es un artículo relevante, porque establece las facultades del Consejo Nacional de Televisión.



Y en la letra b) se consignan nuevos subsidios para la generación de contenidos y los costos de transmisión, los que se complementan de manera favorable con los subsidios destinados a infraestructura, que permitirá la migración de canales regionales y locales, facilitando también el ingreso de nuevos actores. Se favorece, especialmente, la difusión de la programación de concesiones regionales, locales y locales de carácter comunitario.



Respecto de la interrogante manifestada por el Senador Gómez, fueron justamente los colegas de la Oposición quienes nos plantearon incorporar la consulta al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. ¿Para qué? Para establecer qué programas son efectivamente culturales, a fin de que ello no quedara al arbitrio del Consejo Nacional de Televisión. Este fue uno de los temas -yo diría- más gruesos de la discusión. Y finalmente, acogimos la sugerencia de dichos Senadores, al objeto de que el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes participe en definir la programación cultural.



Por lo mismo, llamo a votar favorablemente esta norma. Creo que en esta materia los colegas de Oposición tenían un buen punto.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Me quería referir a la letra g).



En todo caso, aprovecho de reforzar lo dicho por el Senador señor Chahuán. Efectivamente, en la discusión hubo un interés muy fuerte sobre la materia de parte de Senadores de la Concertación. 



Pero también el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes manifestó su intención de participar en lo que se define como “cultura”. 



Por eso nos pareció atingente incorporar la frase en comento.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, se busca que el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes sea escuchado antes de tomar la decisión de si se financia, se promueve o se subsidia la producción o los costos de transmisión de programas de nivel cultural, desde lo nacional hasta lo local. Ahí radica la importancia de la propuesta. Dicho Consejo no va a decidir. Esa es facultad del Consejo Nacional de Televisión.



En consecuencia, ello nos pareció relevante, en el espíritu de ir recogiendo el máximo de opiniones y antecedentes posibles para que este Consejo adopte resoluciones que vayan fortaleciendo la transmisión de programas de alto nivel cultural, de contenido educativo y de interés local, regional o nacional.



Esa es la razón por la cual varios de nosotros insistimos en que ello quedara establecido en la norma. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín. 

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, en general, coincido con la argumentación que se ha esgrimido aquí.



La letra b) del artículo 12º tiene lógica siempre y cuando se incluya la referencia al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. Eso le da sentido a esta preferencia por lo cultural. 



El Consejo Nacional de Televisión no puede saberlo todo. Es bueno que haya una alusión al Consejo Nacional de la Cultura, como señaló el Senador que me antecedió en el uso de la palabra. Concuerdo con él plenamente. 



Por lo tanto, la citada letra, o se aprueba en su integridad tal como está o no debe acogerse. De otro modo, la disposición quedará trunca. 



Al menos, ahí existe la posibilidad de un análisis o de una interpelación, como dicen los entendidos, a otro nivel. 



Considero muy razonable pensar que, aunque se haya procurado una gran variedad de expresiones en el Consejo Nacional de Televisión, la definición de lo que se entiende por “alto nivel cultural” francamente puede resultar compleja. ¿Serán algunas sonatas de Beethoven interpretadas por Arrau en su mejor época? ¡Es complicado el tema! 



Resulta beneficioso que el Consejo Nacional de Televisión pueda consultar a un ente que se dedica a la alta cultura. Por lo tanto, la letra b) propuesta debe votarse en su totalidad, o más vale dejarla fuera, tal como han señalado otros señores Senadores. 



Gracias. 

El señor PIZARRO.- Abra la votación, señor Presidente. 

El señor ESCALONA (Presidente).- No quisiera abrir la votación si con el punto en análisis ocurre lo mismo que con los anteriores. Debe existir la intención de votar realmente. 



Además, estamos a punto de llegar a la hora de término de la sesión. 

La señora ALLENDE.- Votemos. 

El señor CHAHUÁN.- Sí, señor Presidente, votemos. 

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Hay acuerdo para abrir la votación sobre la base de que ella se concretará?

El señor PIZARRO.- Sí, señor Presidente. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy bien.



En votación el primer párrafo de la letra a) del número 8, que fue aprobado por mayoría en las Comisiones unidas.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis. 

El señor ORPIS.- Señor Presidente, seré muy breve.



Aquí no se está quitando una facultad al Consejo Nacional de Televisión. Se propone que, cuando se trate de programas culturales, se escuche, en forma previa, al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. 



Por lo tanto, se mantienen en forma inalterable las atribuciones de aquel organismo. Solo se le agrega un elemento para contar con mayor información: la consulta al Consejo Nacional de la Cultura, el cual carece de facultad para decidir en la materia. Así que me parece correcta su incorporación en la norma. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro, para fundamentar el voto. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, coincido con el Senador Carlos Larraín: la disposición propuesta tiene sentido si se aprueba en su totalidad. 



No es malo consultar al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes con relación a la programación cultural. Solo en eso. Y se le oirá en forma previa. ¡Nadie asegura que le harán caso! 



Conseguir que se le escuche reviste importancia, porque el Consejo Nacional de Televisión debe atender un mundo muy amplio de preocupaciones y responsabilidades.



En todo caso, temo que en esa materia se actúe con premura. Si así sucede y algo no cuadra, el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes podrá emitir una opinión al respecto. 



No queda establecido si entre ambas entidades habrá una relación vinculante. Creo que efectivamente el órgano encargado de la cultura puede incidir. Por lo demás, el Consejo Nacional de Televisión es un ente amplio, que garantiza que el tema central será la promoción de la cultura y las artes. 



Por tanto, considero que lo propuesto será beneficioso. 



Eso sí, puede significar un plazo más largo. Pero en este ámbito más vale darse el tiempo necesario, porque todo lo relacionado con la cultura y las artes siempre requiere de mayor reflexión y contemplación. No se debe actuar a tontas y a locas ni en forma apresurada. Y tampoco la respuesta a la consulta puede extenderse de manera infinita en el tiempo.



Yo confío en el buen criterio de ambos Consejos para resolver sin demora las materias atingentes. Cuando la cultura se aplaza reiteradamente, no sirve o se ve afectada. 



Por lo tanto, señor Presidente, voto a favor de la letra b) en su conjunto, tal como la discutimos en las Comisiones unidas. 



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer. 

La señora VON BAER.- Señor Presidente, intervengo solo para clarificar que hoy día los fondos que entrega el Consejo Nacional de Televisión provienen del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. 



En la actualidad, este último organismo es escuchado por el primero. De hecho, a veces se han generado algunas diferencias. Por lo mismo, finalmente se ha creado un comité conjunto para la premiación y selección de postulantes a dichos fondos. 



A mi juicio, es importante dejar claro en la ley en proyecto que la decisión pertenece al Consejo Nacional de Televisión, porque ahí han estado siempre los recursos y este decide sobre ellos. Sin embargo, ahora se formaliza el planteamiento de que debe escucharse al Consejo Nacional de la Cultura, cosa que antes ocurría informalmente. 



Está muy bien que así se establezca en el texto de la futura ley, pues, de hecho, tales fondos hoy día son transferidos del Consejo Nacional de Cultura al de Televisión. 



Por lo tanto, dejar claramente estipulado el mecanismo para la entrega de tales recursos y el órgano que será escuchado previamente representará un avance para el buen funcionamiento de ambas instituciones. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el primer párrafo de la letra a) del número 8 del artículo 1° del proyecto (31 votos a favor y 1 en contra), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional requerido.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Gómez.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¡Debo expresar mis felicitaciones a los señores Senadores, porque logramos avanzar algunas páginas del boletín comparado...! ¡Ha sido un esfuerzo notable...! 



Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes: 



De la señora ALVEAR:



Al señor Ministro de Educación; al señor Alcalde de La Florida; al señor Director del Colegio Áreas Verdes, y a las señoras Directoras de los Colegios República Dominicana, Cataluña y Villas Unidas, formulándoles planteamientos en torno a CIERRE DE COLEGIOS EN COMUNA DE LA FLORIDA (Región Metropolitana).



Del señor BIANCHI: 



Al señor Contralor General de la República, para solicitar PRIORIZACIÓN DE TOMA DE RAZÓN DE PROYECTO DE CONSTRUCCIÓN DE HOSPITAL “DR. MARCOS CHAMORRO”, COMUNA DE PORVENIR (Región de Magallanes).



Del señor FREI (don Eduardo):



A la señora Ministra de Obras Públicas, solicitándole destrabar EJECUCIÓN DE OBRAS DE PROYECTO “CONSERVACIÓN DE PUENTES DE LA RED VIAL BÁSICA, SECTOR CALETA GONZALO-SANTA BÁRBARA, RUTA 7, PROVINCIA DE PALENA, REGIÓN DE LOS LAGOS”, y al Director General de Aeronáutica Civil, para que dé solución a problema relativo a NO LLEGADA DE AVIONES LAN CHILE A OSORNO.


Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo y de Bienes Nacionales, solicitándole considerar ÁREA DE FANDANGO PARA FUTURA EXPANSIÓN DE CHAITÉN; CUIDADO DE CASAS FISCALES, Y DESTINACIÓN DE GALERÍA O’HIGGINS COMO CENTRO DE CULTURA Y TURISMO EN DICHA CIUDAD.



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Relaciones Exteriores, para que remita copia de ACUERDO DE COOPERACIÓN MEDIOAMBIENTAL PARA ÁREAS MARINAS Y TERRESTRES SUSCRITO RECIENTEMENTE CON ESTADOS UNIDOS; a la señora Ministra del Medio Ambiente, requiriéndole antecedentes sobre ALCANCES DE ACUERDO DE COOPERACIÓN MEDIOAMBIENTAL PARA ÁREAS MARINAS Y TERRESTRES SUSCRITO RECIENTEMENTE CON ESTADOS UNIDOS; al señor Subsecretario de Pesca, solicitándole antecedentes sobre CONCESIONES PARA EXPLOTACIÓN DE SALMÓN EN REGIÓN DEL BIOBÍO Y SU EVENTUAL AFECTACIÓN A SECTORES DE PESCA ARTESANAL, y al señor Intendente del Biobío, para que remita información en cuanto a DENUNCIA DE CONCESIONES PARA EXPLOTACIÓN DE SALMÓN EN CALADEROS HISTÓRICOS DE PESCA ARTESANAL EN REGIÓN DEL BIOBÍO.

)----------(



--Se levantó a las 19:57.








Manuel Ocaña Vergara, 








Jefe de la Redacción 
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA PLAZO PARA REINTEGRO PARCIAL DEL IMPUESTO ESPECÍFICO AL PETRÓLEO DIESEL, PARA LAS EMPRESAS DE TRANSPORTE DE CARGA Y, MODIFICA OTROS ASPECTOS DE ESTE MECANISMO

(8772-05)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N° 8772-05.


PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Excepcionalmente, durante el período comprendido entre el 1 de enero de 2013 y el 31 de diciembre de 2015, ambas fechas inclusive, el porcentaje a que se refiere el inciso segundo del artículo 2° de la ley Nº 19.764, que establece el reintegro parcial de los peajes pagados en vías concesionadas por vehículos pesados y establece facultades para facilitar la fiscalización sobre combustibles, será el que resulte de la aplicación de la siguiente escala, en función de los ingresos anuales del contribuyente durante el año calendario inmediatamente anterior:

1)
80% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido iguales o inferiores a 2.400 unidades de fomento.

2)
70% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido superiores a 2.400 y no excedan de 6.000 unidades de fomento.

3)
52,5% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido superiores a 6.000 y no excedan de 20.000 unidades de fomento.

4)
31% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido superiores a 20.000 unidades de fomento.

Tratándose de contribuyentes que al momento de acogerse a este beneficio no tuvieren ingresos por el período de 12 meses inmediatamente anterior al mes en que se impetre el beneficio, se considerará que los ingresos anuales corresponden a la suma de los ingresos acumulados, según su proyección a doce meses, para lo cual los ingresos obtenidos en el o los meses respectivos deberán dividirse por el número de meses en que hubiere registrado ingresos efectivos, y multiplicarse por 12. En el momento en que el contribuyente haya completado sus primeros 12 meses de ingresos, se considerarán éstos para establecer el porcentaje de recuperación que le corresponda, según el inciso anterior, durante lo que resta del año.

Para estos efectos, los ingresos de cada mes se expresarán en unidades de fomento, según el valor de ésta en el mes respectivo, y se descontará el impuesto al valor agregado correspondiente a las ventas y servicios de cada período.

Para determinar el monto de los ingresos y establecer el porcentaje de recuperación a que se tiene derecho, se deberá considerar el total de los ingresos del conjunto de personas relacionadas con el contribuyente que realicen actividades de transporte de carga. Para estos efectos, se entenderá por personas relacionadas aquellas a que se refiere el número 2° del artículo 34 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, aplicándose lo dispuesto en el inciso cuarto de dicha disposición al caso que la persona relacionada fuere cualquier tipo de contribuyente.

Lo dispuesto en este artículo se aplicará al impuesto específico que se encuentre recargado en las facturas emitidas durante el período a que se refiere el inciso primero por las empresas distribuidoras o expendedoras del combustible.".
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, INICIADO EN MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, QUE ESTABLECE LA QUIEBRA COMO CAUSAL DE TÉRMINO DEL CONTRATO DE TRABAJO Y ADECUA NORMAS DE OTRAS LEYES

(8492-13)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique, con urgencia calificada de “suma”.


Cabe destacar que este proyecto fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.


Asimismo, se deja constancia que la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, aprobó en general esta iniciativa con la finalidad de que, una vez aprobada la idea de legislar por la Sala, se considere incorporar su contenido –mediante el procedimiento que corresponda- en el análisis en particular que están realizando las Comisiones Unidas de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Economía del proyecto de ley, que también se encuentra en primer trámite constitucional y que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo, correspondiente al Boletín N° 8.324-03.

-------

OBJETIVOS DEL PROYECTO

1.- Agregar, como causal de término del contrato de trabajo, la quiebra del empleador que hubiere sido declarada judicialmente, en cuyo caso el trabajador tendrá derecho a una indemnización equivalente a la última remuneración mensual devengada y si el contrato hubiere estado vigente un año o más se le pagará, además, una indemnización por años de servicio, beneficios sujetos a la preferencia de pago establecida en el Código Civil.

2.- Establecer que el término del contrato de trabajo por esta causal permitirá las prestaciones por cesantía, traspasará a los trabajadores los aportes de ahorro previsional colectivo efectuados por el empleador y acarreará la conclusión del fuero laboral.

ASISTENTES

 
A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus integrantes, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei Fornet, y los asesores jurídicos de dicho Ministerio, señores Francisco Del Río y Fernando Villalobos; la Superintendenta de Quiebras, señora Josefina Montenegro; el Coordinador Legislativo del Instituto Igualdad, señor Gabriel de la Fuente; la abogada asesora de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez; el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Benjamín Rúa; los asesores de la Senadora Rincón, señora Labibe Yuma y señor Josué Vega y el asesor del Senador Letelier, señor Tomás Monsalve. 
- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- El Código del Trabajo. 

2.- El Código Civil.

3.- La ley N° 18.833, que establece un nuevo estatuto general para las Cajas de Compensación de Asignación Familiar (C.C.A.F).

4.-La ley N° 19.728, que establece un seguro de desempleo.

5.- El decreto ley N° 3.500, que establece un nuevo sistema de pensiones.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje que da origen a este proyecto de ley, entre sus fundamentos, señala los siguientes:

En primer lugar, indica que la quiebra es declarada por un juez ante un estado de incumplimiento de las obligaciones de un deudor, el que puede ser una persona natural o jurídica, en cuya virtud pierde la administración de sus bienes, la que pasa a manos de un tercero, denominado síndico, quien está obligado a administrarlos y liquidarlos en un solo procedimiento, a objeto de proceder al pago de sus deudas en el orden y la forma establecido por la ley.

En ese contexto, agrega que, tratándose de la relación laboral, la quiebra no es un escenario neutral, toda vez que, cuando un empleador es declarado en quiebra, ello conlleva, entre otros efectos, la desnaturalización de las facultades que le permiten conducir las relaciones laborales con sus trabajadores, aun cuando la administración del síndico tiene el propósito de liquidar sus bienes y saldar las deudas con sus acreedores.

En efecto, indica que los trabajadores de un empleador declarado judicialmente en quiebra se ven afectados por la incertidumbre de los efectos de ella en lo relativo a la relación laboral y a los derechos y prestaciones de que son titulares. En ese sentido, añade que, de conformidad a los registros de la Superintendencia de Quiebras, durante el periodo comprendido entre enero y marzo de 2012 se declaró la quiebra de 37 empleadores, lo que afecta a 1.937 trabajadores. Indica que durante los años 2010 y 2011, dicha declaratoria se produjo respecto de 267 empleadores, afectando a 5.587 trabajadores, habiéndose recibido, durante ese último año, 287 reclamos ante dicha Superintendencia, de los cuales un 57% corresponde a presentaciones de trabajadores cuyos empleadores habían sido declarados en quiebra. La iniciativa agrega que, además, se debe agregar la duración de dicho procedimiento, toda vez que éste, en promedio, se prolonga durante cincuenta y cuatro meses. Habida cuenta de tales problemáticas, el Mensaje explica que dicha Superintendencia ha podido detectar aquellas normas laborales y concursales que generan mayores dificultades en su aplicación, junto con aquellas áreas en que la legislación resulta ser insuficiente.

FUNDAMENTOS DEL MENSAJE :

A continuación, el Mensaje  reitera que, en conformidad a la normativa actualmente vigente, los procedimientos de quiebra generan una serie de dificultades que afectan a los trabajadores, las que han sido constatadas por la Superintendencia de Quiebras y la Inspección del Trabajo. En ese ámbito, especifica que tales problemáticas dicen relación con la falta de certeza sobre la continuidad de la situación contractual laboral, demoras en la obtención de los pagos que se les adeudan y trabas para la reinserción laboral, lo que genera la necesidad de requerir asistencia jurídica especializada e interponer demandas judiciales.

La iniciativa enfatiza que, a objeto de resolver tales problemáticas, es preciso introducir una serie de modificaciones a la legislación vigente, para lo que ha tenido en consideración los efectos y las finalidades particulares del procedimiento de quiebra. En efecto, agrega que se debe promover un marco normativo coherente en esta materia, a objeto de otorgar certeza a los trabajadores en lo relativo a su relación laboral. En tal contexto, reseña que ello ha sido considerado en una serie de Mociones legislativas que actualmente se encuentran en tramitación parlamentaria, las que han sido recogidas en el articulado de la presente iniciativa.

PROBLEMÁTICAS DE LOS TRABAJADORES DE UN EMPLEADOR DECLARADO EN HUELGA

En este ámbito, explica que la Superintendencia de Quiebras ha concluido que la situación de los trabajadores del empleador que ha sido declarado en quiebra se ve especialmente afectada en los siguientes ámbitos:
a) Vigencia del contrato de trabajo y pago de cotizaciones de seguridad social e indemnizaciones:

En este punto, especifica que la sentencia que declara la quiebra fija irrevocablemente los derechos de todos los acreedores, quedando devengadas y exigibles todas las deudas del fallido. Asimismo, el empleador declarado en quiebra pierde la administración de sus bienes, la que pasa a manos de un síndico, el que se encuentra facultado para terminar los contratos de trabajo, de modo que los trabajadores -al igual que el resto de los acreedores-, puedan intervenir en la quiebra y percibir los pagos que les correspondan.

Con todo, añade que la legislación vigente no se adecua a la realidad del empleador declarado en quiebra, toda vez que no establece a este evento como una causal de término del contrato de trabajo, lo que ha conducido a que el síndico proceda a adecuar y asimilar artificialmente este hecho a otras causales de despido. Es efecto, indica que, hasta antes de 2009, existía la práctica de asimilar la quiebra a un caso fortuito, invocando esta causal como motivo de despido, lo que no genera la obligación del pago de las indemnizaciones por término de contrato en favor del trabajador. 

Habida cuenta de ello, explica que, en 2009, la Superintendencia de Quiebras, considerando el criterio mayoritario de la jurisprudencia judicial, instruyó a los síndicos para que, si un empleador era declarado en quiebra, invocaran como motivo de despido de sus trabajadores aquella causal relativa a las “necesidades de la empresa”, con el objeto de aplicar la obligación de pagar las indemnizaciones correspondientes por el término del contrato de trabajo. 

Asimismo, agrega que el término del contrato de trabajo rige también en el evento que el giro del fallido, por el tiempo y fines determinados en la propia ley, continúe excepcionalmente con posterioridad a una declaración de quiebra, lo que no configura una supervivencia o continuación del empleador, ya que la administración del ex empleador, vinculada a la continuación de su giro, tiene, para todos los efectos legales, un tratamiento distinto al que existía antes de su quiebra y a aquél aplicable una vez que ésta ha sido declarada. Adicionalmente, indica que puede ocurrir que, en la continuación de giro, el síndico contrate a algunos trabajadores considerados necesarios para esa continuidad, lo que se materializa legalmente a través de un nuevo contrato de trabajo.

b) Fueros:
El Mensaje expone que el fuero es un estatuto especial de protección del trabajador, el que se funda en las tareas especiales que desarrolla dentro de la organización del empleador o ante la ocurrencia de una situación particular que la ley protege. En el caso de trabajadores que cuentan con fuero maternal, aquél tiene una justificación alimentaria y de protección de la vida del que está por nacer o del recién nacido. Es cualquier caso, añade, los fueros suponen la existencia y subsistencia de la organización de trabajo a cargo del empleador.
Con todo, la iniciativa indica que una vez declarada la quiebra el empleador no continúa disponiendo de la administración de la empresa, la que es ejercida por un tercero con la finalidad acotada de liquidar sus bienes en un tiempo determinado y pagar a sus acreedores, lo que obliga a los trabajadores aforados a judicializar el término de la relación laboral para determinar las cantidades que tendrían derecho a recibir. 
c) Finiquito:

En este apartado el proyecto puntualiza que, en la práctica, el finiquito es uno de los aspectos en los cuales el procedimiento de quiebra ha significado mayores trabas y retrasos para los trabajadores, toda vez que al momento de la declaración de quiebra es frecuente que existan cotizaciones impagas, por lo que, de acuerdo a la normativa vigente, no se puede suscribir un finiquito laboral entre el empleador y los trabajadores. En ese escenario, añade, como el síndico carece de un antecedente documentario suficiente para justificar el pago de los créditos laborales dicho finiquito no se materializa, aun cuando existan los fondos disponibles para ello. 

En esta hipótesis, explica que los trabajadores, para salvar esta situación de retraso, deben demandar en los tribunales laborales la declaración de sus derechos y la determinación del monto exacto de sus créditos. Adicionalmente, deben presentar dichos antecedentes al tribunal civil que conoce del procedimiento de quiebra, lo que genera una serie de desventajas para los trabajadores, ya que demoran el pago de sus acreencias por parte del síndico y obligan al trabajador a interponer acciones ante tribunales con el objeto de determinar los derechos y montos que le asisten.
d) Preferencias a favor de los créditos de los trabajadores 

En esta materia, el Mensaje sostiene que las normas del Código del Trabajo y del Código Civil no son uniformes al regular los límites de las preferencias legales que gozan las acreencias de los trabajadores, lo que habría conducido a disparidades interpretativas que dificultan la determinación de los derechos del trabajador, en especial, en lo referido a las siguientes materias:

1. En cuanto a la preferencia de cobro que debe aplicarse a la indemnización sustitutiva del aviso previo, dentro del artículo 2.472 del Código Civil, detalla que se han constatado dos criterios. Explica, en primer lugar, que un criterio más favorable para el trabajador consiste en que debe aplicarse la preferencia del numeral 5 de ese artículo -que consiste en las remuneraciones de los trabajadores y las asignaciones familiares-, mientras que otra interpretación sostiene que corresponde aplicar la preferencia del numeral 8 de ese artículo, esto es, dentro de las indemnizaciones legales y convencionales de origen laboral que les correspondan a los trabajadores, en cuyo caso esa indemnización quedará sujeta a todos los límites establecidos en dicho numeral. 
2. Respecto al monto de ingreso mínimo mensual que debe computarse para la preferencia de las indemnizaciones por años de servicio, sostiene que también se han constatado discrepancias. En efecto, explica que, si bien las indemnizaciones de origen laboral gozan de preferencia para su pago, ésta no excede de un monto igual a tres ingresos mínimos mensuales para cada beneficiario, existiendo controversia sobre si debe considerarse el ingreso mínimo mensual remuneracional o no remuneracional, cuyos montos difieren notablemente. A modo de ejemplo, indica que, al mes de mayo de 2012, el ingreso mínimo remuneracional asciende a $182.000, en tanto que el no remuneracional es de $117.401.

3. Acerca del límite de años de servicio que debe computarse para la preferencia del cobro de la indemnización por años de servicio, agrega que también se verifican diferencias, toda vez que, conforme a lo dispuesto en el numeral 8 del artículo 2.472 del Código Ci​vil, el límite aplicable es de diez años, mientras que de conformidad al artículo 163 del Código del Trabajo, para dicha indemnización se establece un límite de once años. 

Habida cuenta de los antecedentes reseñados precedentemente, y con la finalidad de dar certeza a los trabajadores sobre sus derechos, evitando trabas y demoras en el pago de los dineros disponibles en caso de quiebra, la iniciativa pretende abordar de manera sistemática los efectos que dicha declaración genera en materia laboral.

Con miras a ello, enfatiza que ésta, junto con consagrar a la quiebra declarada judicialmente como causal de término de la relación laboral, establece nuevas indemnizaciones por término de contrato, incorpora distintos mecanismos que facilitan el pago de las acreencias de los trabajadores y permite acceder a las prestaciones del seguro de cesantía que consagra la ley N° 19.728. 

CONTENIDO DEL PROYECTO
a) La declaración judicial de quiebra del empleador como causal de término del contrato de trabajo

En esta materia, propone establecer a la declaración judicial de quiebra del empleador como nueva causal de término del contrato de trabajo, en cuyo caso el síndico deberá comunicar formalmente al trabajador el término del contrato en virtud de dicha causal, mediante una comunicación que deberá acompañarse de determi​nados antecedentes, enviando copia de su aviso a la Inspección del Trabajo.

b) Indemnizaciones por término de contrato con motivo de la quiebra del empleador
La iniciativa contempla el establecimiento de una indemnización equivalente a la última remuneración mensual devengada por el trabajador, con carácter de alimentaria, la que estará sujeta a la preferencia del número 5 del artículo 2.472 Código Civil, sin perjuicio de una indemnización equivalente a la última remuneración mensual devengada por cada año de servicio y fracción superior a seis meses, la que gozará del privilegio del número 8 del artículo 2.472 Código Civil, con los límites que allí se expresan.

c) Término del fuero e indemnizaciones
Considerando que los fueros suponen la existencia y subsistencia de la organización de trabajo a cargo del empleador, como también los efectos de la quiebra, se precisa que aquélla, junto con configurar una causal de término de contrato, también pone fin a los fueros de los trabajadores.

Con todo, agrega que los trabajadores que estén gozando del fuero indicado en el artículo 201 del Código del Trabajo, esto es, el fuero maternal, tendrán derecho a una indemnización equivalente a una remuneración mensual por cada uno de los meses que le restaren para que su fuero termine. Ahora bien, si el término de contrato ocurriere mientras el trabajador está haciendo uso de los permisos maternales o post natal parental, no se considerará para el cálculo de esta indemnización a las semanas durante las cuales el trabajador tenga derecho a los subsidios derivados de aquéllos. Explica que ello se fundamenta en que durante las semanas en que se goza de permisos maternales el empleador deja de pagar la remuneración pactada al recibir prestaciones de cargo fiscal.

Finalmente, enfatiza que las indemnizaciones derivadas del fuero maternal serán compatibles y acumulativas con las demás indemnizaciones reguladas por la iniciativa.
d) Finiquito

En esta materia, el proyecto establece la obligación del síndico de poner a disposición del trabajador un finiquito que dé cuenta de todos aquellos montos que al trabajador se le adeuden por concepto de remuneraciones, indemnizaciones o cotizaciones de seguridad social, según corresponda, el que debe extenderse incluso si existen cotizaciones previsionales impagas. Con todo, especifica que cualquier estipulación que haga entender que el trabajador renuncia total o parcialmente a dichas cotizaciones se tendrá por no escrita, recogiendo el criterio que ha sostenido la Excma. Corte Suprema en el sentido de que la legislación de quiebras prevalece por sobre la sanción de nulidad de despido, por lo que una vez declarada aquélla no es posible gravar la masa con mayores obligaciones que las que quedaron fijadas a la fecha en que ella fue declarada.

En ese sentido, se indica que una vez suscrito el finiquito entre síndico y trabajador tal documento servirá para adelantar el pago al trabajador, ya que se constituirá un antecedente documentario suficiente para justificar un pago administrativo por parte del síndico. Además, dicho documento deberá ser acompañado por el síndico al tribunal de la quiebra, al cabo de lo cual, una vez efectuada la gestión, las cantidades que consten en él se entenderán verificadas en la quiebra, sin necesidad de recurrir a asistencia jurídica para reclamar en un tribunal laboral la existencia de dichos créditos.
e) Preferencias para el pago
La iniciativa propone, mediante una serie de modificaciones al Código del Trabajo y al Código Civil, precisar el alcance del privilegio del numeral 8 del artículo 2.472 del Código Civil -relativo a las indemnizaciones de origen laboral que les correspondan a los trabajadores que estén devengadas a la fecha en que se hagan valer, para lo que se aplicará un límite de tres ingresos mínimos remuneracionales mensuales por cada año de servicio y fracción superior a seis meses, por cada trabajador, y un límite temporal de once años.
f) Créditos sociales otorgados por las Ca​jas de Compensación de Asignación Familiar

En este acápite, se propone que las cuotas de créditos sociales futuras y, por tanto, no devengadas, correspondientes a un crédito social otorgado por una Caja de Compensación de Asignación Familiar a un trabajador no gozarán de la preferencia para el pago dispuesta en el artículo 22 de la ley N°18.833, a diferencia de aquéllas ya descontadas de su remuneración.

Asimismo, se indica que las cuotas de créditos sociales devengadas y descontadas de la remuneración por el empleador, que no hayan sido remesadas por éste a la Caja de Compensación a la fecha de la declaración de la quiebra, gozarán de la preferencia del número 5 del artículo 2.472 del Código Civil, esto es, de aquellas establecidas para la primera clase de créditos. 

g) Prestaciones del seguro de cesantía

Por otra parte, se establece que, en caso de quiebra del empleador, el trabajador tendrá acceso a las prestaciones financiadas con cargo a su cuenta individual del seguro de cesantía y a aquéllas que se otorgan por el Fondo de Cesantía Solidario.
h) Ahorro previsional colectivo

Por último, el Mensaje establece que, ante una quiebra, los aportes realizados por el empleador a favor del trabajador tendrán el mismo régimen que actualmente se consagra para los casos en que el contrato termina por aplicación de la causal del artículo 161 del Código del Trabajo. Ello implica que si la relación laboral termina por la quiebra del empleador, los aportes efectuados por este último pasarán a ser de propiedad del trabajador.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


La Senadora señora Rincón, teniendo en consideración una solicitud expresada por la Superintendenta de Quiebras, señora Josefina Montenegro, respecto de dar una tramitación acelerada a esta iniciativa, cuyos objetivos se relacionan con la esencia del proyecto de ley que se encuentran analizando en particular las Comisiones Unidas de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Economía que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo, correspondiente al Boletín N° 8.324-03, estimó pertinente su aprobación en general, de manera que la Sala se pronuncie oportunamente sobre la idea de legislar, para que posteriormente se considere incorporar su contenido -mediante el procedimiento que corresponda- a la iniciativa que conocen las mencionadas Comisiones Unidas.


Los Senadores señores Kuschel y Muñoz Aburto coincidieron con el planteamiento expresado por la Senadora señora Rincón.


- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Kuschel y Muñoz Aburto.

-------

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de proponer la aprobación en general del proyecto de ley en informe, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 2003: 

a) Sustitúyense en el inciso cuarto del artículo 61 las frases “no excederá, respecto de cada beneficiario, de un monto igual a tres ingresos mínimos mensuales por cada año de servicio y fracción superior a seis meses, con un límite de diez años; el saldo, si lo hubiere, será considerado crédito valista”, por “se regirá por lo establecido en dicha norma”.

b) Intercálase, a continuación del artículo 163, el siguiente artículo 163 bis, nuevo:

“Artículo 163 bis.- El contrato de trabajo terminará en caso de quiebra del empleador declarada por sentencia judicial. Para todos los efectos legales, la fecha de término del contrato de trabajo será la fecha de dictación de la sentencia judicial que declara la quiebra. En este caso, se aplicarán las siguientes reglas:

1.- El síndico deberá comunicar al trabajador, personalmente o por carta certificada enviada al domicilio señalado en el contrato de trabajo, el término de la relación laboral en virtud de la causal señalada en este artículo, adjuntando a dicha comunicación un certificado emitido por la Superintendencia de Quiebras que deberá indicar el hecho de que el empleador ha sido declarado en quiebra por sentencia judicial, así como el tribunal que la dictó, la individualización del proceso y la fecha en que se efectuó tal declaración. El síndico deberá realizar esta comunicación dentro de un plazo no superior a 6 días hábiles, contados desde la fecha de su aceptación y juramento de fiel desempeño del cargo en la quiebra.

Dentro del mismo plazo, el síndico deberá enviar copia de la comunicación mencionada en el párrafo anterior a la respectiva Inspección del Trabajo. Las Inspecciones del Trabajo tendrán un registro de las comunicaciones de término de contrato de trabajo que se les envíen, el que se mantendrá actualizado con las comunicaciones recibidas en los últimos treinta días hábiles.

La Inspección del Trabajo, de oficio o a petición de parte, constatará el cumplimiento de lo establecido en este número. En caso de incumplimiento por parte del síndico, la Inspección del Trabajo deberá informar a la Superintendencia de Quiebras, la que podrá sancionar los hechos imputables al síndico, de conformidad con lo establecido en el artículo 8° de la ley N°18.175.

2.- El síndico, en representación de la quiebra, deberá pagar al trabajador una indemnización equivalente a la última remuneración mensual devengada.

3.- Si el contrato de trabajo hubiere estado vigente un año o más, el síndico, en representación de la quiebra, deberá pagar al trabajador una indemnización por años de servicio equivalente a aquélla que el empleador estaría obligado a pagar en caso de que el contrato terminare por alguna de las causales señaladas en el artículo 161. El monto de esta indemnización se determinará de conformidad a lo establecido en los incisos primero y segundo del artículo 163. Esta indemnización será compatible con la establecida en el número 2 anterior.

4.- No se requerirá solicitar la autorización previa del juez competente respecto de los trabajadores que al momento del término del contrato de trabajo tuvieren fuero.

Con todo, tratándose de trabajadores que estuvieren gozando del fuero señalado en el artículo 201, el síndico, en representación de la quiebra, deberá pagar una indemnización equivalente a la última remuneración mensual devengada por cada uno de los meses que restare de fuero. Si el término de contrato ocurriere en virtud de este artículo, mientras el trabajador se encuentra haciendo uso de los descansos y permisos a que se refiere el artículo 198, no se considerarán para el cálculo de esta indemnización las semanas durante las cuales el trabajador tenga derecho a los subsidios derivados de aquéllos. Esta indemnización será compatible con la indemnización que deba pagarse en conformidad al número 3 anterior.

5.- El síndico deberá poner a disposición del trabajador el respectivo finiquito con al menos diez días de anticipación a la expiración del período de verificación ordinaria de créditos que establece el procedimiento de quiebra.

El finiquito suscrito por el trabajador se entenderá como antecedente documentario suficiente para justificar un pago administrativo.

El finiquito suscrito por el trabajador deberá ser acompañado por el síndico al tribunal de la quiebra, dentro de los dos días hábiles siguientes a su suscripción. Este finiquito se regirá por las siguientes reglas:

a) Tendrá el mismo valor que el finiquito suscrito y ratificado ante ministro de fe de conformidad con el artículo 177.

b) Se entenderá como suficiente verificación de los créditos por remuneraciones, asignaciones compensatorias e indemnizaciones que consten en dicho instrumento.

c) Si el trabajador hiciera reserva de acciones al suscribir el finiquito, la verificación o pago administrativo estará limitada a las cantidades aceptadas por el trabajador.

d) Cualquier estipulación que haga entender que el trabajador renuncia total o parcialmente a dichas cotizaciones previsionales se tendrá por no escrita.

Con todo, el síndico deberá reservar fondos, si los hubiere, respecto de aquellos finiquitos no suscritos por los trabajadores o no acompañados por el síndico al tribunal de la quiebra dentro del plazo señalado en el inciso tercero de este número, por un periodo de treinta días contados desde la fecha en que dicho instrumento fue puesto a disposición del respectivo trabajador.”.

c) Intercálase en el inciso primero del artículo 172, entre el vocablo “artículos” y el guarismo “168”, la expresión “163 bis,”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 2.472 del Código Civil, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio de Justicia, del año 2000:

a) Sustitúyese en el número 5, la frase “y las asignaciones familiares”, por “, las asignaciones familiares, la indemnización establecida en el número 2 del artículo 163 bis del Código del Trabajo con un límite de noventa unidades de fomento correspondiente al último día del mes anterior a su pago, considerándose valista el exceso si lo hubiere, y las cotizaciones adeudadas a las instituciones de Seguridad Social o que se recauden por su intermedio, para ser destinadas a ese fin”.

b) Modifícase el número 8 de la siguiente forma:

i. Intercálase en el párrafo primero, a continuación de la expresión “mínimos mensuales”, el vocablo “remuneracionales”, y sustitúyense la palabra “diez” por “once” y el punto y coma (;) por un punto aparte (.).

ii. Agréganse los siguientes párrafos segundo y terceros, nuevos:

“Asimismo, la indemnización establecida en el párrafo segundo del número 4 del artículo 163 bis del Código del Trabajo, estará sujeta a los mismos límites precedentemente señalados.

Para efectos del cálculo del pago de la preferencia establecida en este número, los límites máximos indicados en los párrafos primero y segundo serán determinados de forma independiente.”.

Artículo 3°.- Agrégase al artículo 22 de la ley N° 18.833 el siguiente inciso tercero, nuevo:

“En caso de quiebra de la entidad empleadora afiliada declarada judicialmente, regirán las siguientes reglas:

1.- Las cuotas de créditos sociales devengadas y descontadas de la remuneración por el empleador, que no hayan sido remesadas a la Caja de Compensación a la fecha de la declaración de la quiebra, gozarán de la preferencia del número 5 del artículo 2.472 del Código Civil, siendo obligación de la respectiva Caja de Compensación verificar su crédito. 

2.- El pago de las cuotas de créditos sociales no devengadas a la fecha de la declaración de quiebra, le corresponderá al trabajador, no siendo de cargo de la masa. Para estos efectos, se tendrán por no escritas las convenciones que permitan al empleador, en caso de término de la relación laboral por quiebra de éste, descontar los saldos pen​dientes por créditos sociales de las indemnizaciones por término de contrato a que tenga derecho el trabajador.”. 

Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N°19.728 que establece un seguro de desempleo:

a) Sustitúyese en la letra a) del artículo 12, la expresión “y 161” por “, 161 y 163 bis”, 

b) Reemplázase en la letra b) del artículo 24, la frase “o del artículo 161, ambos”, por “o de los artículos 161 y 163 bis, todos”.

Artículo 5°.- Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo 20 H del decreto ley N°3.500, de 1980, la frase “la causal establecida en el artículo 161”, por “las causales establecidas en los artículos 161 o 163 bis”.”.
-------


Acordado en sesión celebrada el día 9 de enero de 2013, con asistencia de la Senadora señora Ximena Rincón González (Presidenta) y señores Carlos Ignacio Kuschel Silva y Pedro Muñoz Aburto. 


Sala de la Comisión, a 9 de enero de 2013.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar,

Secretaria de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y AUSTRALIA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN CON RELACIÓN A LOS IMPUESTOS A LA RENTA Y A BENEFICIOS OTORGADOS EN VIRTUD DE UN EMPLEO, FRINGE BENEFITS, Y PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL, Y SU PROTOCOLO, SUSCRITOS EN SANTIAGO, EL 10 DE MARZO DE 2010

(8656-10)
HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 31 de julio de 2012.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 19 de diciembre de 2012, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales (DIRECON) del Ministerio de Relaciones Exteriores, la Directora de Asuntos Económicos Multilaterales, señora Ana Novik, y el Asesor del Director General, señor Patricio Balmaceda. También concurrió del Servicio de Impuestos Internos, la Jefa del Departamento de Normas Internacionales, señora Liselott Kana
- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





c) Ley sobre Impuesto a la Renta, publicada en el Diario Oficial del 31 de diciembre de 1974.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- El Mensaje señala que el instrumento en estudio es similar a los suscritos con Bélgica, Brasil, Canadá, Colombia, Corea, Croacia, Dinamarca, Ecuador, España, Estados Unidos, Francia, Irlanda, Malasia, México, Noruega, Nueva Zelandia, Perú, Polonia, Portugal, Reino Unido, Suecia y  Suiza, que se basan en el modelo elaborado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE); con diferencias específicas derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su propia legislación y política impositiva.


Agrega que la eliminación o disminución de las trabas impositivas que afectan a las actividades e inversiones desde o hacia Chile tiene incidencias muy importantes para la economía nacional. Añade que, por una parte, permite o facilita un mayor flujo de capitales, lo que redunda en una profundización y diversificación de las actividades transnacionales, especialmente respecto de aquellas actividades que involucran tecnologías avanzadas y asesorías técnicas de alto nivel, por la menor imposición que les afectaría. Por la otra, posibilita que nuestro país pueda posicionarse como una plataforma de negocios para empresas extranjeras que quieran operar en otros países de la región. Asimismo, constituye un fuerte estímulo para el inversionista y prestador de servicios residente en Chile, quien verá incrementado los beneficios fiscales a que puede acceder en caso de desarrollar actividades en Australia.


El Ejecutivo expresa que, si bien la aplicación de estos Convenios podría suponer una disminución de la recaudación fiscal respecto de determinadas rentas, el efecto final en el ámbito presupuestario es menor.


Ello se debe, en primer lugar, a que las inversiones extranjeras hacia Chile se concentran mayoritariamente en actividades sujetas al pago de los impuestos de primera categoría y adicional, que no se verán afectados por el Convenio ya que, en virtud de la norma que regula la imposición de los dividendos, las rebajas de tasas ahí establecidas no son aplicables en el caso de los dividendos pagados desde Chile.


En segundo término, hace presente que una menor carga tributaria incentiva el aumento de las actividades transnacionales susceptibles de ser gravadas con impuestos, con lo que se compensa la disminución inicial. Incluso más, en el ámbito presupuestario, la salida de capitales chilenos al exterior y el mayor volumen de negocios que genera aumentan la base tributaria sobre la cual se cobran los impuestos a los residentes en Chile.


Este Convenio se aplica a las personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes, respecto de los impuestos sobre la renta y sobre los “beneficios otorgados en virtud de un empleo” o “fringe benefits”, que los afecten. Su objetivo central, como se ha señalado, es evitar la doble imposición internacional. Para lograrlo, establece una serie de disposiciones que regulan la forma en que los Estados Contratantes se atribuyen la potestad tributaria para gravar los distintos tipos de rentas.


Respecto de ciertos tipos de rentas, sólo uno de los Estados tiene el derecho de someterlas a imposición, siendo consideradas rentas exentas en el otro Estado. Con ello se evita la doble imposición. Respecto de las demás rentas, se establece una imposición compartida, esto es, ambos Estados tienen derecho a gravarlas, pero limitándose en algunos casos la imposición en el Estado donde la renta se origina o tiene su fuente, como ocurre con los intereses y regalías.


El Mensaje señala que cuando el Convenio establece límites al derecho a gravar un tipo de renta, estos son límites máximos, manteniendo cada Estado el derecho a establecer tasas menores o incluso no gravar dicha renta de acuerdo a su legislación interna.


Agrega que, en aquellos casos en que ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición un tipo de renta, el Estado de la residencia, esto es, donde reside el perceptor de la renta, debe evitar la doble imposición por medio de los mecanismos que contempla su legislación interna, comprometiéndose a otorgar un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado, lo que se recoge en el artículo 23, que regula la “Eliminación de la Doble Imposición”.


En el caso de Chile operan los artículos 41 A, 41 B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que regulan el crédito que se reconoce contra el impuesto de primera categoría e impuestos finales, Global Complementario o Adicional, por los impuestos pagados en el extranjero, para todos los tipos de rentas contempladas en el Convenio.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 30 de octubre de 2012, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 11 de diciembre de 2012 y aprobó el proyecto, por seis votos a favor y uno en contra. Posteriormente, pasó a la Comisión de Hacienda, que la aprobó, por diez votos a favor y uno en contra, el 18 de diciembre de 2012.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 19 de diciembre de 2012, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 74 votos a favor y 3 en contra.





4.- Instrumento Internacional.- El Convenio consta de un Preámbulo, 30 artículos y un Protocolo.


En el Preámbulo, los Estados Contratantes manifiestan la intención que persiguen con la suscripción del Convenio.


El ámbito de aplicación del Convenio contempla dos artículos. El artículo 1 se refiere a las personas comprendidas en el Convenio,  en tanto que el artículo 2 se refiere a los impuestos comprendidos en el mismo.


De acuerdo al artículo 2, el Convenio se aplica a los impuestos a la renta exigibles por los Estados Contratantes y, en el caso de Australia, al “impuesto a los beneficios otorgados en virtud de un empleo” (“fringe benefit tax”). El Convenio se aplicará igualmente a impuestos de naturaleza idéntica o sustancialmente análoga que se añadan a los actuales o les sustituyan. Cabe hacer presente que este Convenio no se aplica respecto de los impuestos indirectos, salvo en lo que dice relación con la norma de “No Discriminación” del artículo 24 (que se aplica al Impuesto al Valor Agregado en el caso de Chile y al Impuesto sobre los Bienes y Servicios en el caso de Australia) y con el artículo 26 sobre “Intercambio de información” (el cual no se encuentra limitado a los impuestos cubiertos por el Convenio).


Las definiciones usuales en esta clase de instrumentos se incluyen en tres artículos. El artículo 3 trata de las definiciones generales del Convenio; el artículo 4 establece lo que ha de entenderse por residente; y el artículo 5, consigna el concepto de establecimiento permanente.


La imposición de las rentas se regula entre los artículos 6 al 22. El artículo 6 regula la imposición de las rentas de bienes inmuebles; el artículo 7 se refiere a las utilidades empresariales; el artículo 8 contempla las utilidades procedentes de la explotación de naves y aeronaves en el transporte internacional; el artículo 9 se refiere a las empresas asociadas; el artículo 10 regula la situación de los dividendos; el artículo 11 regula la imposición de los intereses; el artículo 12 establece el régimen aplicable a las regalías; y el artículo 13 rige la forma en que se someterán a impuesto las rentas, utilidades o ganancias que se obtengan de la enajenación de bienes de capital. Por su parte, en el artículo 14 se contempla el tratamiento de las rentas provenientes de la prestación de servicios personales independientes, mientras que en el artículo 15 se contempla el tratamiento de las rentas provenientes de un empleo; el artículo 16 regula la forma en que se gravan las participaciones de directores; el artículo 17 regula las rentas obtenidas por artistas y deportistas; en el artículo 18 se observa el tratamiento de las pensiones; el artículo 19 se refiere a las remuneraciones por el desempeño de funciones públicas; el artículo 20 determina la imposición por las cantidades que reciben los estudiantes; el artículo 21 es una disposición residual que comprende a todas las otras rentas no reguladas anteriormente y, por último, el artículo 22 regula qué Estado Contratante se considerará “fuente” de las rentas. En cuanto a la “Eliminación de la doble imposición”, ésta se encuentra regulada en el artículo 23. 


El Convenio contiene 5 artículos que tratan sobre “Disposiciones Especiales”. En el artículo 24, se establece el principio de no discriminación, mientras que en el artículo 25 se regula el procedimiento de acuerdo mutuo; el artículo 26 se refiere al intercambio de información; en el artículo 27 se acordó una norma de limitación de beneficios y en el 28 se regula la situación de los miembros de misiones diplomáticas y de oficinas consulares.  


Las “disposiciones finales” del Convenio están contenidas en dos artículos, el 29, que establece la entrada en vigor del Convenio, y el 30, que regula la denuncia del mismo.


El tratamiento tributario es el siguiente:


Rentas de Bienes Inmuebles (bienes raíces). Las rentas que un residente de un Estado Contratante obtiene de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, incluidas las provenientes de explotaciones agrícolas o forestales, pueden gravarse en ambos Estados, sin que se aplique límite alguno para el gravamen impuesto por el Estado donde se encuentren situados los bienes (artículo 6).


Utilidades empresariales. Las utilidades de una empresa de un Estado Contratante solamente pueden someterse a imposición en ese Estado, es decir, en aquel donde reside quien explota dicha empresa. Sin embargo, si la empresa realiza actividades en el otro Estado Contratante por medio de un establecimiento permanente situado en él, las utilidades de la empresa también pueden someterse a imposición en ese otro Estado Contratante sin límite alguno, pero sólo en la medida en que puedan atribuirse a ese establecimiento permanente (artículo 7). El artículo 5 dispone que la expresión “establecimiento permanente” significa “un lugar fijo de negocios mediante el cual una empresa realiza toda o parte de su actividad”.


Para determinar las utilidades de un establecimiento permanente, se debe atribuir a dicho establecimiento las utilidades que éste hubiera podido obtener de ser una empresa distinta y separada de la empresa de la que es establecimiento permanente. Se deberá permitir la deducción de los gastos en que la empresa haya incurrido para los fines del establecimiento permanente, comprendidos los gastos de dirección y generales de administración para los mismos fines, tanto si se efectúan en el Estado en que se encuentre el establecimiento permanente como en otra parte (artículo 7, inciso 3). En el Protocolo se establece que en el cálculo de la renta imponible de un establecimiento permanente situado en un Estado Contratante, la deducibilidad de los gastos que sean atribuibles a ese establecimiento permanente será determinada de conformidad a la legislación interna de ese Estado.


Cabe destacar que de acuerdo al artículo 5 del Convenio, cuando una empresa de un Estado Contratante:


a) Preste servicios en el otro Estado Contratante durante un período o períodos que en total excedan de 183 días dentro de un período cualquiera de doce meses, y estos servicios sean prestados por intermedio de una o más personas naturales que estén presentes y prestando dichos servicios en ese otro Estado;


b) Desarrolle actividades en el otro Estado (incluyendo la operación de equipo grande o valioso) en la exploración o explotación de recursos naturales situados en ese otro Estado por un período o periodos que en total excedan 90 días dentro de un período cualquiera de doce meses; o


c) Opere equipo grande o valioso en ese otro Estado (incluyendo lo dispuesto en el subpárrafo b)) por un período o períodos que en total excedan 183 días dentro de un período cualquiera de doce meses.


Las actividades mencionadas en los literales anteriores, se considerarán desarrolladas a través de un establecimiento permanente que la empresa tenga en ese otro Estado, a menos que las actividades estén limitadas a aquellas mencionadas en el párrafo 6 del artículo 5 (actividades auxiliares o accesorias) y que, de ser realizadas por medio de un lugar fijo de negocios, dicho lugar fijo de negocios no fuere considerado como un establecimiento permanente de acuerdo con las disposiciones de ese párrafo.


Asimismo, de acuerdo al párrafo 7 del artículo 5, cuando una persona, distinta de un agente independiente, actúe por cuenta de una empresa y tenga y ejerza habitualmente en un Estado Contratante poderes que la faculten para concluir contratos por cuenta de la empresa, o elabore o procese para la empresa en un Estado Contratante bienes o mercancías pertenecientes a la empresa, se considerará que esa empresa tiene un establecimiento permanente en ese Estado respecto de cualquiera de las actividades que dicha persona realice para la empresa, a menos que dichas actividades se limiten a las mencionadas en el párrafo 6 del artículo 5, en los términos señalados anteriormente. En el Protocolo se agrega que una persona que negocia sustancialmente las partes esenciales de un contrato por cuenta de una empresa se considerará que ejerce poderes que la facultan para concluir contratos por cuenta de esa empresa en el sentido del párrafo 7, incluso si el contrato se encuentra sujeto a la aprobación final o suscripción formal por parte de otra persona.


Según lo establecido en el párrafo 6 del artículo 7, las primas de pólizas de seguros emitidas por una empresa de un Estado contratante pueden someterse a imposición en el otro Estado de conformidad con su derecho interno. Sin embargo, salvo cuando la prima sea atribuible a un establecimiento permanente de la empresa situado en ese otro Estado, el impuesto aplicado no podrá exceder del: a) 5 por ciento del monto bruto de la prima en el caso de pólizas de reaseguros; y b) 10 por ciento del monto bruto de las primas en el caso de todas las demás pólizas de seguro.


Naves y Aeronaves. Las utilidades procedentes de la explotación de naves o aeronaves en tráfico internacional, sólo pueden ser gravadas en el Estado Contratante donde reside la persona que explota dicha empresa (artículo 8).


Empresas asociadas. Cada Estado mantiene la facultad para proceder a la rectificación de la base imponible de las empresas asociadas (sociedades matrices y sus filiales, o sociedades sometidas a un control común), cuando dicha renta no refleje las utilidades reales que hubieran obtenido en el caso de ser empresas independientes (artículo 9).


El párrafo 2 de este artículo establece, que cuando un Estado ha rectificado la base imponible de una empresa asociada, residente en su territorio, el otro Estado practicará el ajuste correspondiente de la cuantía del impuesto que ha percibido sobre esas utilidades, siempre que esté de acuerdo que el ajuste efectuado por el primer Estado está justificado tanto en sí mismo como con respecto a su monto.


Además, dispone que ningún ajuste se realizará por un Estado Contratante a las utilidades de una empresa en un año tributario después de la expiración de 7 años, contados desde la fecha en la cual la empresa ha completado los requisitos de las declaraciones de impuestos de ese Estado para ese año tributario. Esta disposición no se aplicará en el caso de fraude, negligencia grave o incumplimiento intencional, o cuando, dentro de ese período de 7 años, una auditoria a las utilidades de la empresa haya sido iniciada por cualquiera de los Estados.


Dividendos. Los dividendos pagados por una sociedad residente de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en ambos Estados. Con todo, el párrafo 2 dispone que si el beneficiario efectivo de los dividendos es un residente del otro Estado, el impuesto no podrá exceder del 5 por ciento del importe bruto de los dividendos si el beneficiario efectivo de esos dividendos es una sociedad que posee directamente al menos el 10 por ciento del derecho a voto en la sociedad que paga dichos dividendos; y 15 por ciento del importe bruto de los dividendos en todos los demás casos.


El inciso final del párrafo 2 establece que las disposiciones anteriores no limitarán la aplicación del impuesto adicional a pagar en Chile en la medida en que el impuesto de primera categoría sea totalmente deducible contra el impuesto adicional.


Adicionalmente, en el Protocolo se dispone que si, a) Chile acuerda en un convenio tributario con cualquier otro Estado limitar el Impuesto Adicional aplicado en Chile; o b) en alguno de los Estados contratantes el impuesto aplicado sobre los dividendos y sobre las utilidades respecto de las cuales tales dividendos se pagan, excede en total el 42 por ciento, los Estados contratantes se consultarán mutuamente con miras de acordar alguna modificación al párrafo 2 según sea apropiado.


Intereses y Regalías. Los intereses y regalías, por su parte, pueden ser gravados en ambos Estados Contratantes. Sin embargo, se limita el derecho a gravarlos por parte del Estado del que procedan, si el beneficiario efectivo de los intereses y regalías es residente del otro Estado Contratante, en cuyo caso el impuesto exigido no puede exceder de los límites que se indican a continuación:


a) Intereses: El impuesto exigido no puede exceder del a) 5 por ciento del importe bruto de los intereses obtenidos por una institución financiera que no se encuentre relacionada con el deudor y trate de manera totalmente independiente con éste; y b) 10 por ciento del importe bruto de los intereses en todos los demás casos. No obstante lo señalado en la letra a) anterior, los intereses referidos en dicha letra pueden estar sujetos a imposición en el Estado del que procedan a una tasa que no exceda el 10 por ciento de su importe bruto, si dichos intereses son pagados como parte de un acuerdo que implique un crédito back-to-back u otra operación económicamente equivalente.


No obstante el límite de tasa establecido respecto de los intereses señalados en la letra b) anterior y el límite de tasa aplicable a los intereses obtenidos por una institución financiera como parte de un crédito back-to-back (10 por ciento en ambos casos), el Convenio faculta a Chile para aplicar una tasa máxima de 15 por ciento sobre el monto bruto de los referidos intereses. Sin embargo, si Chile acuerda en un convenio tributario con cualquier otro Estado limitar la tasa aplicada en Chile a una tasa inferior a 15 por ciento, entonces, a partir de la aplicación de esa tasa inferior respecto de  ese otro Convenio, la tasa de impuesto aplicado en Chile sobre los referidos intereses no excederá de la mayor entre la tasa establecida en ese otro Convenio y el 10 por ciento (artículo 11).


b) Regalías: El impuesto exigido no puede exceder del 5 por ciento del importe bruto de las regalías pagadas por el uso o el derecho al uso de equipos industriales, comerciales o científicos, y del 10 por ciento en todos los demás casos (artículo 12).


c) Debe tenerse presente sin embargo, que en los párrafos 6 y 7 del Protocolo se establece que si en un convenio tributario con cualquier otro Estado Chile acuerda limitar el impuesto aplicado en Chile sobre los intereses obtenidos por una institución financiera o por un gobierno a tasas inferiores a las establecidas en este Convenio (5 por ciento y 10 por ciento, respectivamente), o, acuerda que los pagos por equipos industriales, comerciales o científicos no serán tratados como regalías para los fines de ese Convenio o se limita el impuesto sobre las regalías a una tasa menor a la establecida en este Convenio, Chile iniciará negociaciones con Australia sin demora con miras a efectuar un ajuste comparable.


Enajenación de bienes. Las rentas, utilidades o ganancias que un residente de un Estado Contratante obtenga de la enajenación de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados, sin restricciones de ninguna especie.


También pueden gravarse en ambos Estados, sin restricción, las rentas, utilidades o ganancias obtenidas por un residente de un Estado Contratante de la enajenación de bienes muebles que formen parte del activo de un establecimiento permanente o de una base fija que tenga en el otro Estado Contratante, comprendidas las ganancias derivadas de la enajenación de ese establecimiento permanente o base fija.


Las rentas, utilidades o ganancias que una empresa de un Estado Contratante obtenga por la enajenación de naves o aeronaves explotadas por esa empresa en tráfico internacional o de bienes muebles afectos a la explotación de dichas naves o aeronaves, sólo pueden someterse a imposición en ese Estado.


Las rentas, utilidades o ganancias derivadas por un residente de un Estado Contratante de la enajenación de acciones o derecho similares que representen, directa o indirectamente, en más del 50 por ciento de su valor patrimonial, bienes inmuebles situados en el otro Estado, pueden gravarse en ese otro Estado.


En cuanto a otras ganancias que un residente de un Estado contratante (distinto de un fondo de pensiones) obtenga por la enajenación de acciones u otros derechos representativos del capital de una sociedad residente en el otro Estado Contratante, pueden someterse a imposición en ese otro Estado pero el impuesto así exigido no podrá exceder del 16 por ciento del monto de la ganancia. Este límite no se aplica si el enajenante ha poseído en cualquier momento dentro del período de doce meses precedente a la enajenación, acciones u otros derechos representativos del 20 por ciento o más del capital de esa sociedad.


Las ganancias de capital provenientes de la enajenación de cualquier otro bien sólo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante en que resida el enajenante.


Con la finalidad de regular los efectos de normas contenidas en la legislación de Australia, se dispone en la parte final del artículo 13 que, si una persona natural, al dejar de ser residente en un Estado Contratante, es tratada por la legislación tributaria de ese Estado como si hubiese enajenado un bien y, por esta razón, es sometida a imposición en ese Estado, dicha persona natural podrá elegir ser tratada para fines impositivos en el otro Estado Contratante como si, inmediatamente antes de dejar de ser residente del Estado mencionado en primer lugar, hubiera enajenado y vuelto a adquirir el bien por un importe equivalente a su valor de mercado en ese momento. Sin embargo, la persona natural no podrá efectuar dicha elección respecto de bienes situados en cualquiera de los Estados Contratantes.


Servicios personales independientes. Las utilidades provenientes de la prestación de servicios profesionales u otras actividades de carácter independiente, obtenidas por una persona natural  residente de un Estado Contratante, sólo pueden gravarse en ese Estado Contratante.


Sin embargo, dichas utilidades también pueden gravarse en el otro Estado Contratante, cuando la persona tenga en ese otro Estado Contratante una base fija de la que disponga regularmente para el desempeño de sus actividades, o cuando dicha persona permanezca en el otro Estado Contratante por un período o períodos que en total suman o excedan 183 días dentro de un período cualquiera de doce meses. En tales casos, sólo puede someterse a imposición en ese otro Estado la parte de las utilidades atribuibles a la referida base fija u obtenidas de las actividades desempeñadas en ese otro Estado, respectivamente (artículo 14).


Los servicios prestados por una empresa a través de empleados u otras personas encomendadas para este fin, están regulados como rentas empresariales en los artículos 5 y 7 del Convenio.


Rentas de un empleo. Las rentas provenientes de un empleo realizado en el otro Estado contratante pueden gravarse tanto en el Estado de residencia como en el Estado donde se presta el servicio. Sin embargo, sólo el Estado de residencia podrá gravar esta renta cuando el perceptor permanece en el Estado donde presta el servicio por 183 días o menos, las remuneraciones se pagan por o en nombre de un empleador que no es residente del Estado donde se presta el servicio y las remuneraciones no son soportadas por un establecimiento permanente o base fija que ese empleador tenga en el Estado donde se presta el servicio (artículo 15).


Los párrafos 4 y 5 de este artículo regulan el tratamiento de los “fringe benefits” o “beneficios otorgados en virtud de un empleo”. Se establece que, si de acuerdo a las demás disposiciones del Convenio, los “beneficios otorgados en virtud de un empleo” están sujetos a imposición en ambos Estados Contratantes, el beneficio se someterá a imposición sólo en el Estado Contratante que tenga el derecho de imposición exclusivo o primario de acuerdo a los párrafos 1, 2 y 3 del artículo 15 respecto de los sueldos o salarios por el empleo con el cual se relacione el beneficio. A continuación se define lo que debe entenderse por “fringe benefits” y derecho de imposición primario.


Participaciones de directores, artistas y deportistas, pensiones, funciones públicas y estudiantes


Las participaciones de directores y otros pagos similares que reciba un residente de un Estado contratante como miembro de un directorio o de un órgano similar de una sociedad residente del otro Estado contratante pueden gravarse en ambos Estados (artículo 16).


De igual forma, pueden gravarse en ambos Estados las rentas que reciba un deportista o artista residente en un Estado contratante, por actividades realizadas en el otro Estado contratante (artículo 17).


Por su parte, las pensiones, incluidas las anualidades previsionales, sólo pueden someterse a imposición en el Estado donde es residente el beneficiario. Los alimentos y otros pagos de manutención efectuados a un residente de un Estado Contratante sólo pueden someterse a imposición en ese Estado, a menos que sean efectuados por un residente del otro Estado y que dichos pagos no sean deducibles para el pagador, en cuyo caso se gravarán sólo en el Estado de residencia del pagador (artículo 18).


Los sueldos, salarios y otras remuneraciones pagadas por un Estado contratante o por una de sus subdivisiones políticas o autoridades locales a una persona natural por servicios prestados a ese Estado, subdivisión o autoridad, por regla general, sólo pueden someterse a imposición en ese Estado (artículo 19).


Finalmente, las cantidades que reciba para sus gastos un estudiante o aprendiz que se encuentre temporalmente en un Estado contratante con el único fin de proseguir sus estudios o formación práctica y que es, o haya sido inmediatamente antes de llegar a ese Estado, residente del otro Estado, no pueden someterse a imposición en el Estado mencionado en primer lugar, siempre que  procedan de fuentes situadas fuera de ese Estado (artículo 20).


Otras rentas. El artículo 21 dispone que las rentas no mencionadas en los artículos anteriores, obtenidas por un residente de un Estado contratante, sólo pueden someterse a imposición en ese Estado, salvo que dichas rentas provengan de fuentes situadas en el otro Estado contratante, en cuyo caso pueden gravarse en ambos Estados de acuerdo a su legislación (artículo 21).


Fuente de las Rentas. El artículo 22 establece que las rentas, utilidades o ganancias obtenidas por un residente de un Estado contratante que de conformidad con uno o más de los artículos 6 a 8 y 10 a 19, puedan someterse a imposición en el otro Estado contratante, se considerarán, para efectos de la legislación de ese otro Estado contratante relativa a su impuesto, como procedentes de fuentes en ese otro Estado.


Eliminación de la doble imposición. Para evitar la doble imposición, el Convenio establece en el artículo 23, que en aquellos casos en que ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición una renta, el Estado contratante donde reside el perceptor de la renta debe otorgar un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado Contratante, en la forma que se indica a continuación:


a) En Chile, los residentes en Chile que obtengan rentas que, de acuerdo con las disposiciones del presente Convenio, han sido sometidas a imposición en Australia, podrán utilizarse como crédito contra los impuestos chilenos correspondientes a esas rentas los impuestos pagados en Australia, de acuerdo con las disposiciones aplicables de la legislación chilena. Esta norma se aplicará a todas las rentas tratadas en este Convenio.


b) En Australia, la doble imposición se eliminará de la manera siguiente:


i) de conformidad con su legislación interna vigente a lo largo del tiempo, el impuesto chileno pagado de conformidad con la legislación de Chile y de acuerdo al presente Convenio, ya sea directamente o mediante deducción, respecto de rentas obtenidas por un residente de Australia, podrá acreditarse contra el impuesto australiano exigible respecto de dichas rentas; y


ii) en el caso de los dividendos, el impuesto chileno pagado, para efectos del cálculo del crédito que se otorgue en Australia, corresponde al monto menor entre el impuesto adicional después de que se haya deducido el impuesto de primera categoría, o el 15 por ciento del monto sobre el cual se calcula el impuesto adicional.


Cuando de conformidad con cualquier disposición del Convenio, las rentas obtenidas por un residente de un Estado Contratante estén exentas de imposición en ese Estado, éste podrá, sin embargo, tener en cuenta las rentas exentas a efectos de calcular el importe del impuesto sobre las demás rentas de dicho residente.


Principio de no discriminación. El Convenio reconoce el principio de la no discriminación, al disponer que los nacionales de un Estado contratante no serán sometidos en el otro Estado contratante a un trato menos favorable que el que se aplica a los nacionales de este último Estado que se encuentren en las mismas condiciones (artículo 24). A continuación, el Convenio regula la manera en que el principio de no discriminación beneficia a los establecimientos permanentes que una empresa de un Estado contratante tenga en el otro Estado y a las sociedades residentes de un Estado contratante cuyo capital esté total o parcialmente detentado o controlado por uno o varios residentes del otro Estado contratante, así como la forma en que se aplica respecto de la deducibilidad de los gastos pagados por una empresa de un Estado contratante a un residente del otro Estado. Se establece además que las normas de este artículo se aplican al Impuesto al Valor Agregado, en el caso de Chile, y al Impuesto sobre los Bienes y Servicios, en el caso de Australia.


En el artículo 24 se detalla cierto tipo de legislación doméstica de los Estados Contratantes que, en atención a sus fines, no se verá afectada por las normas del artículo sobre no discriminación.


Procedimiento de acuerdo mutuo. A fin de evitar una imposición que no se ajuste a este Convenio, el artículo 25 dispone que las autoridades competentes de los Estados contratantes harán lo posible por resolver mediante acuerdo mutuo las cuestiones derivadas de reclamaciones de contribuyentes que hayan considerado que las medidas adoptadas por uno o ambos Estados implican o pueden implicar una imposición que no esté conforme con el Convenio. La implementación de los acuerdos, en el caso de Chile, estará sujeta a la presentación del caso dentro del plazo de 3 años contados desde la determinación de la responsabilidad tributaria chilena con la cual se relacione el caso.


Se establece a continuación que las autoridades competentes de los Estados contratantes harán lo posible por resolver las dificultades o las dudas que plantee la interpretación o aplicación del Convenio mediante un acuerdo mutuo (artículo 25). 


En el párrafo 5 del artículo 25 se dispone que para los fines del párrafo 3 del artículo XXII (Consulta) del Acuerdo General sobre Comercio de Servicios y sin perjuicio de ese párrafo, cualquier disputa entre los Estados respecto de si una medida se encuentra dentro del ámbito de este Convenio, puede ser llevada ante el Consejo de Comercio de Servicios, pero sólo con el consentimiento de ambos Estados contratantes.


Intercambio de información. Para efectos de la aplicación del presente Convenio y de la legislación tributaria de los Estados contratantes, el artículo 26 contempla el mecanismo de intercambio de información entre las autoridades competentes.


De acuerdo al párrafo 1 del artículo 26, el intercambio de información no estará limitado por los artículos 1 y 2 (personas comprendidas e impuestos comprendidos, respectivamente).


El párrafo 5 del artículo 26 dispone que en ningún caso las disposiciones del párrafo 3 (que establece reglas en base a las cuales un Estado puede excusarse de intercambiar información) se interpretarán en el sentido de permitir a un Estado contratante negarse a proporcionar información únicamente porque ésta obre en poder de bancos, otras instituciones financieras, o de cualquier persona que actúe en calidad representativa o fiduciaria o porque esa información haga referencia a la participación en la titularidad de una persona. El párrafo 9 del Protocolo dispone que, no obstante las normas sobre entrada en vigor del Convenio, en el caso de Chile, la información bancaria cubierta por el artículo 1° del DFL N° 707, de 1982, del Ministerio de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques, y el artículo 154 del DFL N°3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Bancos y otros cuerpos legales que se indican, estará disponible respecto de operaciones en cuentas bancarias que se realicen a partir del día 1 de enero de 2010. 


Limitación de beneficios. Los Estados contratantes acordaron que en determinadas circunstancias, que se describen en el artículo 27 del Convenio, no se aplicará ciertos beneficios o se recomendará modificaciones específicas al Convenio, principalmente con el objetivo de evitar abusos del Convenio, vulneración de sus fines o situaciones de doble no tributación. 


Entrada en vigor, duración y denuncia del Convenio. De acuerdo al artículo 29, el Convenio entrará en vigor en la fecha de la última de las notificaciones mediante las cuales los Estados contratantes se comuniquen el cumplimiento de los procedimientos exigidos por su legislación para la entrada en vigor de este Convenio (artículo 29). Se incluye a continuación las normas que determinan la aplicación del convenio respecto de los impuestos comprendidos en el mismo.


El artículo 30 dispone que el Convenio permanecerá en vigor indefinidamente, a menos que uno de los Estados Contratantes dé al otro Estado aviso de término, en las condiciones y con los efectos que allí se indican.


Protocolo del Convenio. El Protocolo del Convenio forma parte integrante del mismo y regula situaciones de carácter general y específico.


Se establece que si con posterioridad a la fecha en que el Convenio entre en vigor, alguno de los Estados Contratantes establece en su legislación interna un impuesto sobre el patrimonio, los Estados iniciarán negociaciones con miras a concluir un Protocolo para modificar el Convenio extendiendo su ámbito para incluir cualquier impuesto al patrimonio que se haya establecido. 


Asimismo se dispone que, con respecto a cuentas de inversión conjuntas o fondos (como por ejemplo los Fondos de Inversión de Capital Extranjero, Ley N°18.657), que están sujetos a impuesto sobre la remesa y cuya administración debe efectuarse por un residente de Chile, las disposiciones del Convenio no serán interpretadas en el sentido de restringir la imposición por Chile del impuesto sobre la remesa de esas cuentas o fondos con respecto de las inversiones en bienes situados en Chile.


En el Protocolo se establece también que nada en este Convenio afectará la aplicación de las actuales disposiciones del Decreto Ley N° 600, de 1974, que fija el Estatuto de la Inversión Extranjera, conforme estén en vigor a la fecha de la firma de este Convenio y aun cuando fueren modificadas sin alterar su principio general.


Se dispone además que un fondo de pensiones regulado que se haya establecido en un Estado Contratante fundamentalmente para el beneficio de los residentes de ese Estado se tratará como residente de ese Estado y beneficiario efectivo de las rentas que recibe. Para los fines de este Convenio, el término “fondo de pensiones regulado” significa, en el caso de Chile, un fondo de pensiones establecido de acuerdo al sistema de pensiones del Decreto Ley N°3.500, de 1980, y aquellos otros fondos similares que puedan acordar las autoridades competentes de los Estados Contratantes.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, colocó en discusión el proyecto.





La Directora de Asuntos Económicos Multilaterales de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales (DIRECON) de la Cancillería, señora Ana Novik, señaló que este Tratado es similar a los firmados con otros veinticinco Estados y que se basa en el modelo elaborado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE).





Agregó que este tipo de instrumentos internacionales complementa los Tratados de Libre Comercio, por cuanto en ellos no se toca el tema impositivo.





El Honorable Senador señor Letelier preguntó si este Acuerdo beneficia a empresas que invierten en minería.





La señora Novik respondió que favorece, en forma principal, a empresas de la actividad minera, como, por ejemplo, BHP. Indicó que también beneficia a compañías del ámbito energético. Sin embargo, destacó que este instrumento beneficia por regla general el comercio transfronterizo.





Por su parte, el Honorable Senador señor Tuma consultó si nuestro país tiene inversiones importantes en Australia.





La señora Novik contestó que, en la actualidad, nuestras inversiones en dicho país no son considerables. Añadió que, no obstante, se usa este país como plataforma para invertir en otros Estados. 





Por último, precisó que el costo es de U$ 4 millones.




Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Letelier, y Tuma.

- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:
PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el “Convenio entre la República de Chile y Australia para Evitar la Doble Imposición con Relación a los Impuestos a la Renta y a los “Beneficios Otorgados en Virtud de un Empleo”, “Fringe Benefits”, y para Prevenir la Evasión Fiscal” y su Protocolo, suscritos en Santiago, el 10 de marzo de 2010.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 8 de enero de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, y Eugenio Tuma Zedán.





Sala de la Comisión, a 8 de enero de 2013.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y AUSTRALIA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN CON RELACIÓN A LOS IMPUESTOS A LA RENTA Y A BENEFICIOS OTORGADOS EN VIRTUD DE UN EMPLEO, FRINGE BENEFITS, Y PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL, Y SU PROTOCOLO, SUSCRITOS EN SANTIAGO, EL 10 DE MARZO DE 2010

(8656-10)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.

- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez, proposición que hace suya vuestra Comisión de Hacienda.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Evitar la doble imposición entre Chile y Australia.

- - -

ANTECEDENTES

En lo relativo a los antecedentes jurídicos y de hecho, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


Se hizo presente que el proyecto de acuerdo fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado. Asimismo, se tuvo presente que el informe financiero de la Dirección de Presupuestos estima los menores ingresos fiscales netos en US$3.295.000 anuales y que no implica gastos para el Fisco.
Puesto en votación el proyecto de acuerdo, fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García y Lagos.

---

FINANCIAMIENTO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 23 de octubre de 2012, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.
1.- El convenio que se somete a consideración en el presente proyecto de acuerdo se compone de un Preámbulo, 30 artículos y un Protocolo.

2.- Los artículos 6° al 22° regulan la imposición de las rentas, diferenciando entre las siguientes rentas:

Artículo 6°: de bienes inmuebles

Artículo 7°: utilidades empresariales

Artículo 8°: utilidades procedentes de la explotación de naves y aeronaves en el transporte internacional

Artículo 9°: de empresas asociadas

Artículo 10°: dividendos

Artículo 11°: intereses

Artículo 12°: regalías

Artículo 13°: utilidades o ganancias que se obtengan de la enajenación de bienes de capital

Artículo 14°: provenientes de la prestación de servicios personales independientes

Artículo 15°: provenientes de un empleo

Artículo 16°: participaciones de directores

Artículo 17°: obtenidas por artistas y deportistas

Artículo 18°: pensiones

Artículo 19°: remuneraciones por el desempeño de funciones públicas 

Artículo 20°: cantidades que reciben los estudiantes

Artículo 21°: todas las otras rentas no reguladas en los artículos anteriores

Por último, el artículo 22° regula el Estado contratante que se considerará "fuente" de las rentas, en tanto el artículo 23° regula la eliminación de la doble imposición de las rentas.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

1.- El impacto fiscal del Convenio está dado por la menor recaudación tributaria que puede provocarse a partir de su implementación. Los cálculos han sido efectuados por el Departamento de Estudios Económicos y Tributarios del Servicio de Impuestos Internos sobre la base de las Declaraciones Juradas 1850 del Año Tributario 2012, y datos del Banco Central.

2.- La menor recaudación se calculó como Ia diferencia entre la recaudación actual por retención del Impuesto Adicional y la estimación de recaudación con las tasas del convenio de doble tributación. En este cálculo se descontó la mayor recaudación que se produciría por el aumento en la base del impuesto de Primera Categoría, originado en menores tasas de retención de Impuesto Adicional. Cabe señalar que la menor tributación se cuantificó considerando los flujos desde Chile a Australia, sin incluir una eventual mayor recaudación producto de un aumento en los flujos desde ese país hacia Chile, ni el aumento en la actividad económica que se generará en el futuro con el estímulo a la inversión extranjera.

3.- Los montos utilizados para Ia estimación, corresponden a los declarados el año tributario 2012, respecto a las remesas observadas el año 2011, con los códigos del Formulario 50 vigentes ese año. Para efectos del cálculo del impacto en Ia recaudación tributaria se efectuaron las adecuaciones y asignaciones necesarias a la información por código.

4.- Como resultado, se estima que los menores ingresos fiscales netos totalizan US$3.925 miles anuales, debiendo considerarse la fracción correspondiente en el caso de tener el acuerdo una vigencia inferior al período anual en sus inicios.

5.- Por último, cabe destacar que el presente proyecto no implica gastos para el Fisco.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

---

En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el “Convenio entre la República de Chile y Australia para Evitar la Doble Imposición con Relación a los Impuestos a la Renta y a los “Beneficios Otorgados en Virtud de un Empleo”, “Fringe Benefits”, y para Prevenir la Evasión Fiscal” y su Protocolo, suscritos en Santiago, el 10 de marzo de 2010.”.

---

Acordado en sesión celebrada el día 9 de enero de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señor José García Ruminot (Presidente), señora Ximena Rincón González, y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle y Ricardo Lagos Weber.


Sala de la Comisión, a 9 de enero de 2013.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, 

Secretario de la Comisión
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NUEVO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, EN TRÁMITE DE INSISTENCIA, QUE ESTABLECE UN PRINCIPIO PROPORCIONAL Y REPRESENTATIVO EN EL SISTEMA ELECTORAL

(4061-07)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor emitir un nuevo informe acerca del proyecto señalado en el epígrafe, en trámite de insistencia, e iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos Escobar.


A alguna de las sesiones en que se consideró este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Jorge Pizarro Soto y Andrés Zaldívar Larraín y los profesores de Derecho Constitucional señores Patricio Zapata Larraín y Arturo Fermandois Vöhringer.

Asimismo, estuvieron presentes los asesores del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señores Tomás Celis, Juan Ignacio Gómez y José Pablo Núñez; los asesores de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Trufello y señor Juan Pablo Cavada; los asesores de la Honorable Senadora señora Alvear, señores Marcelo Drago y Jorge Andrés Cash; los asesores del Honorable Senador señor Patricio Walker, señora Paz Anastasiadis y señor Fernando Dazarola; el asesor del Comité de Senadores de la Democracia Cristiana, señor Mathías Metzen; el asesor del Comité de Senadores de Renovación Nacional, señor Hernán Castillo y la asesora del Honorable Diputado señor Accorsi, señora Catalina Szigeti.

ANTECEDENTES

1.- De Derecho


Se relacionan con este proyecto de reforma constitucional las siguientes disposiciones:


1.- Los artículos 18, 47, 68 y 127 de la Constitución Política de la República.


2.- La ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.


2.- De Hecho


El proyecto de reforma constitucional en estudio tuvo su origen en un Mensaje que el ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos Escobar, dirigió a la Cámara de Diputados en el mes de diciembre del año 2005.


En conformidad con lo señalado en dicha iniciativa, este proyecto tiene los siguientes propósitos:


I.- Modificar el artículo 18 de la Ley Fundamental para establecer que en las elecciones de diputados y de senadores se empleará un procedimiento que dé por resultado una efectiva proporcionalidad en la representación popular, así como una adecuada representación de las regiones del país.


II.- Suprimir en el artículo 47 de la Constitución Política la mención al número de 120, que indica la cantidad de parlamentarios que integran la Cámara de Diputados.


III.- Finalmente, agregar una disposición transitoria, nueva, mediante la cual se fija el plazo de un año para llevar adelante los cambios que sea necesario efectuar a la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios con el fin de modificar el sistema electoral binominal, de conformidad a las reglas constitucionales ya mencionadas.

- - - - - - -

TRÁMITE DEL PROYECTO EN LA CÁMARA DE DIPUTADOS


La tramitación legislativa se inició en la Cámara de Diputados el día 20 de diciembre de 2005. En dicha Corporación esta iniciativa fue aprobada por la mayoría de los integrantes la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, con una enmienda que consistió en cambiar el quórum para modificar la Ley Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios de tres quintas partes de los Diputados y Senadores en ejercicio, a cuatro séptimas partes de los mismos. 

La Cámara de origen, en sesión de 21 de  diciembre de 2005, rechazó en general la iniciativa, por no haberse alcanzado el quórum constitucional exigido para su aprobación. Se requerían 69 votos afirmativos de Diputados en ejercicio y sólo se emitieron 59 votos a favor, 1 en contra y 39 abstenciones.


La Cámara de Diputados comunicó al Jefe del Estado el rechazo de esta iniciativa, para los efectos contemplados en el artículo 68 de la Constitución Política de la República.


El ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos, mediante Mensaje N° 481-353, de 21 de diciembre de 2005, solicitó a la Cámara de Diputados remitir al Senado este proyecto, para los efectos que éste lo apruebe en general, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política de la República y pueda volver a la Cámara de Diputados para continuar con su tramitación.


La Cámara de Diputados, mediante Oficio Nº 5.988, de 22 de diciembre de 2005, comunicó al Senado que el Primer Mandatario había solicitado la remisión a esta Corporación de esta iniciativa, para los efectos contemplados en el artículo 68 de la Constitución Política de la República. 

TRÁMITE EN EL SENADO

1.- Este asunto ingresó oficialmente al Senado el día martes 3 de enero  de 2006, con urgencia calificada de discusión inmediata.

2.- El día 6 de enero del mencionado año, esta Comisión emitió un primer informe sobre este asunto.


Durante el debate de esta insistencia en la Comisión, se tuvo presente una comunicación del ex Presidente del Senado, Senador señor Sergio Romero, mediante la cual solicitó esta instancia analizar una cuestión de inconstitucionalidad vinculada a la aplicación del mecanismo contemplado en el artículo 68 de la Constitución Política de la República a los proyectos de reforma constitucional.

En lo que interesa a este informe, es necesario tener presente que artículo 68 establece un trámite constitucional que faculta al Jefe de Estado para insistir en un proyecto de su autoría rechazado en general en la Cámara de origen, solicitando a ésta que lo pase a la revisora. Si la revisora lo aprueba por los dos tercios de sus miembros presentes, volverá a la de origen, la que deberá reunir un quórum de dos tercios de sus miembros presentes para rechazarlo.


Por su parte, el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución establece, según el capítulo de la Ley Fundamental que se propone enmendar, diferentes quórum para la aprobación de sus reformas. En la especie, dado que las disposiciones del proyecto afectan normas de los Capítulos II y V, para aprobarlas se necesita el voto conforme de las tres quintas partes de los Diputados y Senadores en ejercicio. 


Es necesario tener presente que el inciso tercero del artículo 127, incorporado por la ley N° 20.050, hace aplicables supletoriamente las normas sobre formación de la ley a la tramitación de reformas constitucionales, debiendo respetarse siempre los quórum señalados en esa disposición.


De lo anterior surgió una discrepancia en cuanto a la interpretación y aplicación de las normas procedimentales, y los quórums exigibles en los proyectos de reforma constitucional.


En efecto, por una parte se sostuvo que, tratándose de una actuación habilitante, no se aplica la regla del inciso tercero del artículo 127 de la Constitución Política de la República.

Siendo la disposición sobre quórum del artículo 68 incompatible con lo que establece sobre el particular el artículo 127, aquél resultaría inaplicable en las reformas constitucionales, porque hace posible que ellas resulten aprobadas por la mera circunstancia de no alcanzar en la Cámara de origen los dos tercios de sus miembros presentes para insistir en el rechazo inicial. 

En contra de estos planteamientos, se argumentó que una interpretación armónica de los artículos 68 y 127 de la Constitución lleva a concluir que el mecanismo de la insistencia debe aplicarse ajustándose a los quórums de las reformas constitucionales. En consecuencia, la Cámara revisora votará la habilitación del trámite y, si concurren a aprobarla los dos tercios de los Senadores presentes, devolverá el asunto a la de origen. Ésta deberá efectuar una primera votación, conforme al artículo 68, a fin de resolver si insiste en el rechazo, por los dos tercios de los presentes. De no alcanzarse el quórum, la Cámara de origen debería proceder a votar en general el proyecto, con los votos que requiere el inciso segundo del artículo 127, dando curso a la tramitación constitucional y reglamentaria que proceda.

PRIMER INFORME DE LA COMISIÓN


Con fecha de 6 de enero de 2006, la Comisión emitió un primer informe sobre este asunto en el que, en síntesis, se resolvió, por mayoría de votos, que el artículo 68 de la Constitución Política de la República no era aplicable a los proyectos de reforma constitucional, por lo que la tramitación dada a este proyecto resultaba inadmisible, por ser contraria a la norma constitucional del artículo 127.


Este acuerdo fue adoptado por tres votos  a favor y dos en contra. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Larraín, don Hernán. Lo hicieron en contra los Honorables Senadores señores Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Con fecha 6 de enero de 2006 el informe de la Comisión fue sometido a debate en la Sala. En esa ocasión, el entonces Presidente de la Corporación, el ex Senador señor Sergio Romero, en base a lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional vigente a la fecha, concordó con el acuerdo adoptado por la mayoría de la Comisión, y resolvió que no correspondía que la Sala del Senado se pronunciara sobre esta materia ni que siguiera debatiendo sobre este asunto.

.

FALLO DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL


El día 9 de enero del mismo año, veinte Senadores que representaban a más de la cuarta parte de los integrantes en ejercicio de esta Corporación, presentaron ante el Tribunal Constitucional un requerimiento solicitando la declaración de inconstitucionalidad de la actuación del Presidente del Senado y de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. A partir de lo anterior, pidieron, además, disponer que la tramitación de este proyecto se retrotrajera al estado anterior a ella, para que se procediera conforme al ordenamiento constitucional. 


En su presentación, los requirentes se refirieron a dos temas: (1) a la aplicación del artículo 68 de la Constitución Política a los proyectos de reforma constitucional, y (2) a la atribución del Presidente del Senado, de las Comisiones, o de la propia Sala para calificar de inadmisible un trámite previsto en la Ley Fundamental dentro del procedimiento legislativo.


En relación con el primer punto, señalaron, en síntesis, que en la Constitución Política hay un mandato claro y perentorio que ordena aplicar los trámites previstos para la formación de la ley al procedimiento de reforma constitucional, excluyendo sólo aquello expresamente normado en él. Agregaron que no existía incompatibilidad alguna entre los artículos 68 y 127 de la Ley Fundamental.


Expresaron que en la especie se han cumplido todas las exigencias que el texto constitucional dispone para la procedencia del trámite habilitante de la insistencia, a saber, la iniciativa del Presidente de la República en el inicio del proyecto, el rechazo en general por la Cámara de origen, la comunicación oficial de esta circunstancia al Primer Mandatario, y la comunicación en forma y plazo de la voluntad de este último de insistir en la iniciativa.


Manifestaron que el criterio interpretativo adoptado por el ex Presidente del Senado era equivocado pues no tuvo en cuenta que el trámite de la insistencia es distinto de los demás trámites constitucionales a lo que está sometido un proyecto de ley o de reforma constitucional, ya que no los reemplaza ni los sustituye, constituyéndose únicamente en una forma de habilitar el reestudio de una iniciativa una vez que ella fue desechada en general por la Cámara de origen. En dicho contexto explicaron que era perfectamente posible que en cada una de estas etapas se exija un quórum distinto de aprobación.


En consecuencia, concluyeron que al declararse por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado y por el Presidente de esta Corporación la inadmisibilidad de dicho trámite en este proyecto de reforma constitucional, se había configurado una abierta infracción de los preceptos constitucionales citados.


El ex Presidente del Senado, señor Sergio Romero, expuso, en lo fundamental, que de acuerdo al inciso final del artículo 127 de la Constitución Política, las normas sobre formación de la ley, contenidas en los artículos 65 a 75, entre las que se cuenta su artículo 68, son aplicables a la tramitación de los proyectos de reforma constitucional, siempre que cumplan dos condiciones : a) que traten de una materia no prevista en el Capítulo XV, sobre “Reforma de la Constitución”, y b) que se respete siempre los quórum señalados en el inciso segundo del artículo 127. Agregó que la facultad excepcional prevista en la segunda parte del artículo 68 de la Constitución no resulta aplicable a los proyectos de reforma constitucional, tanto por tratarse de una materia que está prevista en el Capítulo XV de la Carta Fundamental, cuanto porque no se respetan, en tal caso, los quórum de aprobación de una reforma constitucional.


Por su parte, el ex Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de la época, Honorable Senador señor Alberto Espina Otero señaló, en lo esencial, que existía una evidente incompatibilidad entre los artículos 68 y 127 de la Constitución Política. Lo anterior supone que el artículo 68 se aplica sólo a los proyectos de ley y no a los de reforma constitucional que deben regirse por el Capítulo XV de la Ley Fundamental. 


Finalmente, el ex Presidente de la Cámara de Diputados de la época, Honorable Diputado señor Gabriel Ascensio Mansilla señaló, en síntesis, que respecto de los proyectos de reforma constitucional procede el trámite establecido en el artículo 68 de la Carta ante un rechazo en general de la normativa en la Cámara de origen. Agregó que existen razones para estimar que son aplicables a las reformas constitucionales los trámites de insistencia. Por su parte, el ex Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Eduardo Dockendorff Vallejos, observó que el artículo 68 sólo establece un sistema de habilitación para que el proyecto de reforma constitucional pueda continuar su tramitación en el evento que regula. Una vez que esto se ha logrado, dicha iniciativa se vota, tanto en la Cámara de origen como en la Revisora, con los quórum indicados en el inciso segundo del artículo 127. En consecuencia, afirmó; no puede confundirse la institución consagrada en el artículo 68 con la votación del proyecto.



El Tribunal Constitucional resolvió esta controversia mediante el fallo Rol 464, dictado el día 31 de enero de 2006.


En síntesis, el Tribunal indicó que eran dos las materias sometidas a su conocimiento:


La primera, vinculada con la aplicación del artículo 68 de la Carta Fundamental a la tramitación de una reforma constitucional.


La segunda, relacionada con la facultad del Presidente del Senado y de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de esta Corporación para declarar inadmisible la tramitación de una reforma constitucional, por estimarla contraria a las normas de la Carta Fundamental.


En los considerando segundo a duodécimo analiza los argumentos de una y otra parte respecto de la primera cuestión planteada. En particular, en su considerando octavo señala que “ninguna de las tesis que se han sostenido en el presente caso por los intervinientes en estos autos, resulta enteramente aceptable.


De una parte, no es procedente la posición que póstula la aplicación irrestricta del artículo 68, so pretexto que en la especie estamos en presencia de un caso de “habilitación” y no de “aprobación”, pues tal raciocinio está en evidente contradicción con el tenor literal del precepto respectivo que no emplea la expresión aludida y, además, presenta el grave inconveniente de dejar sin aplicación el artículo 127, inciso final, de la Ley Suprema, que exige quórum diferentes de aquellos consignados en la disposición mencionada, como ya ha quedado de manifiesto.


Tampoco es plausible la tesis que propugna el extremo opuesto, sosteniendo que el artículo 68 simplemente no debe considerarse por la diversidad de quórum anotada, ya que ello importaría dejar de aplicar el inciso final del artículo 127 de la Carta Fundamental, en lo relativo a ordenar, con intención perentoria, que las normas sobre formación de la ley regirán en la tramitación de los proyectos de reforma constitucional y es claro que el artículo 68 está entre dichas disposiciones, más allá de las disquisiciones académicas que se formulen al respecto;”. 


A partir de los mencionados considerandos declaró: 


“a) Que el artículo 68 de la Carta Fundamental se aplica a las reformas constitucionales, pero en el claro y expreso entendido que, en el presente caso, el quórum necesario para la aprobación en la Cámara revisora – Senado -, como en la Corporación de origen – Cámara de Diputados -, es de las tres quintas partes de los senadores y diputados en ejercicio en cada una de ellas;”.


Respecto de la segunda de las cuestiones planteadas, sus argumentos están recogidos en los considerandos décimo tercero a décimo séptimo del referido fallo. En síntesis en ellos se establece que la competencia del Tribunal está circunscrita a resolver problemas de constitucionalidad, pero no la infracción legal o de reglamentos internos de las Cámaras. Precisa que la misión primordial de esta magistratura es velar por la supremacía constitucional y no por la infracción de normas legales o infra-legales. Asimismo, puntualiza que lo planteado al tribunal no es un problema de constitucionalidad, sino meramente reglamentario y, a lo sumo, tal vez, de legalidad, por supuestas infracciones en este último caso de preceptos de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


 A partir de estas razones declaró:


“b) Que este Tribunal carece de atribuciones para pronunciarse sobre la inadmisibilidad declarada por el Presidente del Senado y la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de dicha Corporación, durante la tramitación del proyecto de reforma constitucional que establece un principio proporcional y representativo en el sistema electoral.”.


El fallo indicado fue notificado al Senado por oficio Nº 29, de 1º de febrero de 2006. En vista de ello, y mediante oficio Nº 26.386, de 8 de marzo de 2006, el Senado solicitó a la Cámara de Diputados que le remitiera todos los antecedentes relativos a la iniciativa que estaban en su poder debido a la declaración inicial de inadmisibilidad del trámite de insistencia. Asimismo, se acordó remitir estos antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Posteriormente, en sesión de la Sala del Senado de fecha 3 de julio de 2012, y en virtud de una solicitud del Honorable Senador señor Tuma, se acordó solicitar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento que volviera a pronunciarse sobre este trámite. 

-.-.-

DEBATE EN LA COMISION Y ACUERDOS


En cumplimiento del mandato de la Sala, la Comisión se avocó al estudio de este asunto y, en particular, al alcance que debía darse al mencionado fallo del Tribunal Constitucional.


Antes de adoptar una decisión en esta materia, la Comisión acordó escuchar la opinión de los abogados y profesores de Derecho Constitucional señores Patricio Zapata y Arturo Fermandois.


En una primera sesión, intervino el profesor señor Patricio Zapata quien agradeció la invitación cursada e inició su presentación señalando que había preparado un informe sobre el asunto en análisis. Dicho documento se acompaña como anexo al presente informe.


1.- En primer lugar se refirió a la naturaleza del trámite de la insistencia. Expresó que la idea de que un proyecto rechazado por la Cámara de origen no pueda volver a discutirse dentro de un período breve de tiempo tiene cierta data histórica en la regulación constitucional chilena y comparada.


Sostuvo que la Constitución de 1980 innovó en esta materia pues reforzó las facultades del Primer Mandatario mediante la figura de la insistencia. Inicialmente fijó un quórum de mayoría simple para su aprobación en la Cámara revisora, el que luego de la reforma de 1989 fue elevado a los dos tercios de los parlamentarios presentes.


Manifestó que el conflicto que dio lugar a la declaración de inadmisibilidad de la insistencia hecha por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado y por la Presidencia de esta Corporación, fundada en la diferencia de quórum requeridos para la aprobación de ese trámite y de las reformas constitucionales, plantea tres caminos posibles de solución: en primer lugar, concluir que el trámite de insistencia no procede en las reformas constitucionales; en segundo lugar, afirmar que el trámite de la insistencia es de carácter habilitante para reiniciar la discusión de cualquier tipo proyecto –sea de ley o de reforma constitucional-, y en razón de ello tiene un quórum propio y distinto del que corresponde al proyecto insistido; y en tercer lugar, sostener que la insistencia procede en las reformas constitucionales, pero con el quórum que corresponda a la materia que trata el proyecto de reforma.


Hizo presente que el Tribunal Constitucional optó por la tercera de la vías antes indicadas, aunque consideró que debido a la naturaleza de esa decisión, ella vale sólo para el caso en que se planteó y no produce cosa juzgada para el futuro, o sea que este tema podría volver a tratarse dentro de la subsecuente tramitación del proyecto.


Especificó que en la sentencia del Tribunal Constitucional se observan dos decisiones: en primer lugar, y con una mayoría de seis votos contra uno, se señala que la insistencia sí procede en las reformas constitucionales, pero con el quórum que corresponda a la materia de la reforma de que se trate. La segunda decisión -adoptada por unanimidad de siete votos-, indica que la declaración de inadmisibilidad de un proyecto de reforma constitucional hecha por el Presidente de una Comisión o de una Cámara no es una materia de la competencia del Tribunal Constitucional, porque es un asunto referido a la legalidad o al nivel reglamentario.


Manifestó que esta decisión genera algunas cuestiones relevantes para la tramitación del proyecto. En primer lugar, se plantea el efecto que pueden tener los seis años que han transcurrido desde la dictación del fallo del Tribunal Constitucional y la continuación de la discusión del proyecto. Sobre el particular, expresó que en este caso no opera la preclusión, la caducidad, ni otro mecanismo procesal similar, y hay que tener en vista la necesaria continuidad jurídica del órgano Presidencia de la República que originalmente planteó la insistencia. Lo anterior supone agregó, que un acto generado por un funcionario que ocupaba esa calidad en su momento dado no puede ser desconocido por Administraciones posteriores.


Añadió que el artículo 15 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, modificado con posterioridad a esta insistencia, indica que la declaración de admisibilidad de un proyecto de ley o de reforma constitucional le corresponde al Presidente de la Cámara de origen. Recordó que este proyecto se inició por Mensaje enviado por el ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos, a la Cámara de Diputados, Corporación que lo declaró admisible y dio curso a su tramitación habitual. Sentenció que cuando el proyecto de reforma fue rechazado en general, el ex Mandatario, en uso de la atribución que le confiere la Carta Fundamental, presentó la insistencia ante la Cámara de Diputados, la que admitió a tramitación dicha gestión habilitante y la remitió a la Cámara Revisora -el Senado en este caso-, para su resolución. Explicó que en vista de que el proyecto de reforma y la insistencia que le siguió ya fueron admitidos a tramitación, la revisión de dicha resolución supondría la formación de la Comisión Mixta especial a la que hace referencia el inciso segundo del citado artículo 15, y no podría volver a plantearse, tal como se hizo en el año 2006.


Expresó que este proyecto ya fue votado por la Cámara de origen y, por tanto, no cabe la posibilidad de que sea retirado por el Ejecutivo.


2.- En relación con el fondo del proyecto, recordó que la redacción de la Constitución Política del Estado de 1925 ya contenía una norma similar a la que ahora se plantea. A su respecto, señaló que el artículo 25 de esa Carta establecía lo siguiente:


“Art. 25.- En las elecciones de Diputados y Senadores se empleará un procedimiento que dé por resultado en la práctica una efectiva proporcionalidad en la representación de las opiniones y de los partidos políticos.”.


Explicó que este texto requería que la ley estableciera un sistema electoral que garantizara un mínimo de proporcionalidad.


Observó que la actual redacción del proyecto mezcla los conceptos de representatividad y proporcionalidad, hace mención a las distintas zonas del territorio, y se refiere indistintamente a Diputados y Senadores. 


Manifestó que en el derecho extranjero se detecta una representación estricta de la ciudadanía, desde el punto de vista numérico, en las Cámaras Políticas -concretándose así el principio de la igualdad del voto-; en cambio se observa un elemento eminentemente territorial en las Cámaras Altas o Senados. Expresó que la proposición planteada en el proyecto no tiene en vista esta distinción, lo cual podría generar algún problema de interpretación.


En otro orden de materias, recordó que algunos de los distritos establecidos en la Ley Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios presentan graves problemas de constitucionalidad, pues vulneran el principio de igualdad que establece nuestra Constitución Política, al consagrar una diferencia sustancial entre el peso individual del voto vertido en ellos.


Indicó que este asunto fue revisado por el Tribunal Constitucional en el año 1989, pero en vista de la naturaleza abstracta del control de constitucionalidad de la ley desarrollado en esa sede, dicho pronunciamiento podría revertirse.


En conclusión, sostuvo que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento debería proponer a la Sala la aprobación de esta insistencia, señalando al respecto el quórum que estime pertinente en vista de las opciones interpretativas antes señaladas.


Respecto del fondo del asunto señaló que se debería mejorar la redacción del texto del proyecto, y que, con ocasión de la discusión en particular de esta reforma, se podría revisar la constitucionalidad de la división político electoral de nuestro país.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que este tema podría ser despachado rápidamente por la vía de hacer una mera constancia en el informe de la Comisión en el sentido de que se dictó un fallo del Tribunal Constitucional y plantear  alternativas en orden a determinar cuál es el quórum con que debería ser votada la insistencia. 


La Honorable Senadora señora Alvear manifestó que esta era la ocasión para discutir el fondo del problema planteado en el proyecto, por lo que era necesario proponer previamente a la Sala que se acoja la insistencia planteada.


Añadió que la revisión  de la actual división político electoral del país, que se hizo con ocasión de la primera elección de la Cámara de Diputados tras la vuelta de la democracia, es un tema central en la problemática que aborda esta iniciativa, la que debería ser tratada in extenso como paso siguiente en la discusión.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, expresó que esta no era buena reforma ya que no enfrenta de manera adecuada los problemas de representatividad que pueden existir. Agregó que la manera en que está redactado el inciso tercero que se propone agregar al artículo 18 de la Carta Fundamental confunde conceptos como el de proporcionalidad con el de la participación de las regiones del país que, si se aplicara estrictamente, dejaría sin ningún tipo de representación a los habitantes de algunas regiones del país.


Señaló que, con todo, la discusión de esta iniciativa podría ser la oportunidad para intercambiar ideas respecto al tema de fondo que se pretende abordar con este proyecto.


Manifestó que la revisión de la división político electoral no pasa, necesariamente, por la discusión o aprobación de este proyecto, ya que esa regulación corresponde a otro cuerpo legal. Con todo, sostuvo que este tema bien vale la pena ser analizado, por lo que recomendó escuchar en una próxima sesión de la Comisión a representantes del Gobierno y a otros académicos involucrados en el tema.


En una sesión posterior, la Comisión escuchó el parecer del abogado y profesor de Derecho Constitucional señor Arturo Fermandois quien agradeció la invitación cursada e inició su presentación indicando que trataría la aparente colisión entre los artículos 68 y 127 de la Constitución y su primera implicancia práctica: la procedencia o no del trámite de insistencia en los proyectos de reforma a la Carta Fundamental.


Señaló que una primera razón de texto para apoyar la idea de que en las reformas constitucionales si procede el trámite de insistencia prevista en el artículo 68 es el tenor literal del inciso final del artículo 127, que expresamente señala que serán aplicables a la tramitación de los proyectos de reforma constitucional las normas sobre formación de la ley.


Expresó que para enfrentar este problema es necesario recurrir al elemento sistemático de interpretación, y evitar  que se prive de todo efecto a una disposición de la Ley Fundamental. Recordó que aunque el texto actual de la Constitución es fruto de modificaciones hechas por la confluencia de distintas voluntades, su resultado final es un todo armónico que debe ser interpretado como tal.


Precisó que en esta discusión hay algunos elementos indubitados que deben ser compatibilizados:


(1) No se puede excluir del trámite de la insistencia a las reformas constitucionales.


 (2) No se pueden aprobar reformas constitucionales prescindiendo de la voluntad de una de las Cámaras.


(3) No es posible reformar la Constitución sin contar con un quórum de tres quintos o dos tercios de los Parlamentarios en ejercicio en ambas Cámaras.


Explicó que la insistencia es el forzamiento de la voluntad de una Cámara por la expresión de una mayoría calificada de la otra, a instancia del Presidente de la República. Expresó que es muy importante distinguir entre la insistencia, cuyo quórum común es de dos tercios de los parlamentarios presentes, y la aprobación del proyecto de reforma constitucional -que es el objeto último de la insistencia-, cuyo quórum de aprobación es de dos tercios o tres quintos de los parlamentarios en ejercicio.


Puntualizó que si ambos trámites se confunden se producen efectos indeseados, como que si no se alcanzan los dos tercios de los votos en la Cámara de origen para mantener el rechazo, el proyecto queda aprobado por cualquier quórum (un tercio o más de los parlamentarios presentes), lo que no es lógico. Sostuvo que frente a esta situación, el Tribunal Constitucional resolvió que la insistencia debería ser aprobada en ambas Cámaras con un quórum de los tres quintos de los parlamentarios en el ejercicio.


El señor Presidente de la Comisión Honorable Senador Larraín, don Hernán, consultó al profesor Fermandois si era necesario, como requisito previo para que el Senado se pronuncie sobre la insistencia, verificar que el actual Ejecutivo persiste en su voluntad de insistir.


El profesor señor Fermandois manifestó que a su juicio no era necesario que el Ejecutivo ratifique su interés de proseguir con la tramitación de esta insistencia.


A continuación, el profesor señor Zapata expresó que la insistencia tenía otro carácter hasta la introducción de la Constitución de 1980: su propósito era forzar la discusión en la Cámara de origen de un asunto que había sido rechazado en general. Añadió que la actual Carta Fundamental le agregó un efecto adicional: ahora la insistencia no es solo un mecanismo para que un proyecto vuelva a discutirse, sino que además permite que aquél pueda aprobarse sin la mayoría común en la Cámara insistida, lo que es un efecto eminentemente excepcional.



Señaló que en este caso era necesario hacer una corrección en el segundo paso de la insistencia, porque no puede aplicarse pura y llanamente la regla general de los proyectos de ley, ya que ello implicaría que el proyecto de reforma constitucional quedaría aprobado si no se rechaza en la Cámara de origen por dos tercios de los presentes, lo que supondría implícitamente aprobar una reforma constitucional con mucho menos de los quórums constitucionales necesarios para ello.


Indicó que en este caso la insistencia operará como una mera habilitación, y si es despachado por la Cámara de origen el proyecto volverá al Senado como Cámara revisora, y en esta sede deberá hacerse la discusión en general y luego el estudio de las indicaciones que se presenten.


El señor Presidente de la Comisión Honorable Senador Larraín, don Hernán, recordó que con ocasión del proyecto de reajuste de sueldos del Sector Público y la última modificación al ingreso mínimo se rechazó la idea de legislar en la Cámara de Diputados, se insistió en el Senado y posteriormente se aprobó en la Cámara de Diputados. Cuando esas iniciativas volvieron a segundo trámite constitucional en el Senado, esta Corporación procedió a discutir en particular los proyectos, dándose por aprobada la idea de legislar. Señaló que esta interpretación ha sido aceptada por diversas Mesas del Senado. Agregó que para evitar este efecto, se podría seguir el criterio planteado por el Tribunal Constitucional.


La Honorable Senadora señora Alvear señaló que en este caso debe distinguirse entre el trámite de habilitación y la resolución del fondo de la reforma; para el primero se exige la voluntad de los dos tercios de los Senadores presentes, y para el segundo es de tres quintos de los diputados y senadores en ejercicio.


El profesor señor Zapata indicó que la fórmula que en este caso ocupa el Tribunal Constitucional es salomónica, porque establece que procede la insistencia pero su aprobación requiere el voto conforme de las tres quintas partes de los parlamentarios en ejercicio en ambas Cámaras. Añadió que en materias de control abstracto no se comete ningún desacato si el legislador insiste en un criterio, y siempre están abiertas las puertas para que el asunto se vuelva a discutir en el Tribunal; con todo, expresó que esto no es decisivo, porque dependiendo de la cantidad de los presentes, dos tercios pueden ser más que tres quintas partes de los parlamentarios en ejercicio.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, reiteró que a lo anterior se contrapone el efecto que se produce por la interpretación mayoritaria en este asunto, que considera que la insistencia equivale a una votación en general.



El Honorable Senador señor Prokurica manifestó que concuerda con el juicio expresado por el señor Presidente, pero no con el efecto que hasta ahora a esta institución se le ha dado, y por ello es muy relevante la decisión que sobre este asunto adopte la Comisión, más allá de las interpretaciones constitucionales que se sostengan respecto de la naturaleza jurídica de la insistencia.


La Honorable Senadora señora Alvear reiteró que a su juicio la insistencia es un trámite que tiene por única finalidad habilitar la discusión del proyecto rechazado en general por la Cámara de origen, y por ello se distingue el quórum de aprobación del que corresponde al del fondo del asunto insistido. Puntualizó que esta interpretación es la única apegada a Derecho, y el informe debería ayudar a cambiar la opinión mayoritaria que ha prevalecido en esta Corporación.


El Honorable Senador señor Espina expresó que el tenor literal del artículo 127 de la Constitución exige que siempre se respeten los quórums en las reformas constitucionales en ambas Cámaras, y dicha regla en ningún caso se puede eludir. 


Teniendo en cuenta lo anterior, consultó a los profesores presentes acerca del quórum que debe exigirse para la aprobación de la insistencia de un proyecto de reforma constitucional.


El profesor señor Zapata indicó que lo que el Tribunal Constitucional dice en su fallo es que el quórum para aprobar la insistencia es de tres quintos de los parlamentarios en ejercicio en ambas Cámaras, lo que es un error porque confunde la insistencia con el fondo del asunto insistido. Expresó que de ahí parte la confusión entre la aprobación de la insistencia y la aprobación en general del proyecto.


Puntualizó que lo esencial del fallo del Tribunal Constitucional fue la determinación de la procedencia del trámite de insistencia en las reformas constitucionales, y no el quórum de aprobación del proyecto, por lo que un nuevo grupo de parlamentarios podría volver a plantear el asunto centrando ahora la discusión en el quórum de aprobación de la insistencia y su distinción con el fondo del asunto.


El profesor señor Fermandois indicó que en este caso es posible hacer dos lecturas del fallo. La primera es considerar que ese dictamen es impreciso, que no resuelve el tema del quórum de aprobación de las insistencias porque confunde ese trámite habilitador con el fondo del asunto.


Señaló que la otra opción es considerar que el Tribunal Constitucional explícitamente no fue preciso en esta materia, y que, por tanto, la mención que se hace al quórum de tres quintos es una mera referencia a la exigencia para aprobar la reforma constitucional materia de la insistencia, y no a la habilitación propiamente tal; en este contexto el único dato seguro es que las insistencias proceden en caso de reformas constitucionales.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, agregó que en esta materia hay una segunda complicación, porque la parte final del artículo 68 de la Carta Fundamental previene que de aprobarse la insistencia en la Cámara revisora pasará a la de origen y sólo se considerará definitivamente desechado el proyecto si ella lo rechaza por los dos tercios de los miembros presentes. Explicó que esta disposición implica, en el fondo, un quórum distinto de aprobación para la reforma (a lo menos un tercio más un voto de los presentes), lo que no puede compatibilizarse con los quórums de aprobación de los proyectos de reforma constitucional que plantea el artículo 127 de la Constitución. 


En vista de lo anterior, consideró que el fallo del Tribunal Constitucional puede leerse en el sentido de que el proyecto en cuestión no puede dejar de aprobarse, en la Cámara de origen, por los tres quintos de los diputados en ejercicio.


Añadió que es incorrecto asumir que en esa oportunidad el Tribunal Constitucional obró por criterios de política contingente, sino que falló manteniendo reglas que ya están presentes en la Carta Fundamental.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que podría interpretarse todo lo anterior considerando que el quórum para aprobar la insistencia es de dos tercios de los parlamentarios presentes, que la Cámara de Diputados sólo puede rechazar este trámite habilitante con el mismo quórum, y que si en esa Cámara no se alcanza dicha votación, procede de nuevo el primer trámite constitucional.


El profesor señor Fermandois explicó que el tema parece estar circunscrito a cuál es el quórum de aprobación en la Cámara insistida, y la respuesta a ello estaría en el fallo del Tribunal Constitucional, que en ese caso requiere del voto afirmativo de las tres quintas partes de los diputados en ejercicio.


El profesor señor Zapata insistió que en este caso hay que interpretar armónicamente dos normas de la Ley Fundamental. Manifestó que lo que parece coherente  es aplicar todo lo que se pueda del artículo 68 de la Constitución y excluir sólo lo que sea frontalmente contradictorio con el artículo 127, o sea, que el proyecto de reforma constitucional se entienda implícitamente aprobado por un tercio más un voto de los presentes.


Expresó que la interpretación del Tribunal Constitucional excede el ejercicio antes señalado, porque requerir el voto conforme de los tres quintos de los parlamentarios en ejercicio en ambas Cámaras para dar por aprobada la insistencia, no tiene sustento en el texto de la Carta Fundamental.



El profesor señor Fermandois refrendó la postura anterior, e insistió que debe entenderse que la votación de la insistencia es distinta a la votación del proyecto insistido.


Señaló que la mayor parte del fallo Rol 464 argumenta sobre la procedencia del trámite de insistencia en los proyectos de reforma constitucional, y el tema del quórum de aprobación sólo se trató como una forma de salvar la aparente incompatibilidad entre los artículos 68 y 127 de la Carta Fundamental.


El señor Presidente de la Comisión Honorable Senador Larraín, don Hernán, observó que aunque es razonable la interpretación enunciada, deja todo en manos de la Cámara de Diputados.


La Honorable Senadora señora Alvear puntualizó que hay varios elementos para decidir. En primer término, recordó que la consulta hecha por la Sala se refiere, únicamente, a si procede o no el trámite de insistencia o habilitación en este caso, y no lo que viene después, cual es la discusión del fondo del proyecto. Teniendo ello en vista, manifestó que es claro que la aprobación de la insistencia requiere del voto conforme de los dos tercios de los senadores presentes, y que la aprobación del proyecto de reforma constitucional necesita de la anuencia de los tres quintos de los senadores en ejercicio.


En segundo término, recalcó que el proyecto insistido debe ser aprobado por ambas Cámaras con el mismo quórum antes indicado, y si la Cámara de Diputados tiene otra opinión debe ir al Tribunal Constitucional, pero no hay que partir suponiendo que esa Corporación actuará de una determinada manera.


El Honorable Senador señor Espina sostuvo que es muy relevante conjugar de la mejor manera posible los artículos 68 y 127 de la Constitución, lo que obviamente implica excluir en este caso la regla señalada en la parte final del artículo 68. Señaló que lo anterior debe hacerse en el entendido que la insistencia es un trámite habilitante para que se vuelva a discutir el proyecto de reforma constitucional en cuestión, pero él debe ser aprobado con los quórums generales que establece el artículo 127.


En relación con el fallo del Tribunal Constitucional, expresó que el pronunciamiento respecto del quórum no es tan categórico -a diferencia de la procedencia del trámite de insistencia- y la proposición que hace sobre ello no es muy coherente, por lo que se puede optar por la fórmula antes descrita.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que debe quedar claro que el quórum de dos tercios de los miembros presentes sólo habilita la nueva discusión de la reforma constitucional, la que en todo caso debe aprobarse con el voto conforme de los tres quintos de los parlamentarios en ejercicio de ambas Cámaras.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, expresó que el problema político que tiene este asunto se presenta por que se le dice a la Sala del Senado que emplee el quórum del artículo 68 y apruebe la insistencia con el voto conforme de los dos tercios de los senadores presentes, pero a continuación se le exige a la Cámara de Diputados un quórum más alto, al prevenirle que sólo puede dar por aprobado el proyecto de reforma constitucional en el primer trámite constitucional si logra reunir el voto conforme de tres quintas partes de los diputados en ejercicio.


La Honorable Senadora señora Alvear expresó que para salvar la aparente disconformidad antes planteada es muy importante dejar en claro que el trámite de la habilitación es distinto del de la discusión del fondo del proyecto, y por ello se puede requerir quórums distintos para cada trámite.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que el riesgo expresado por el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, es real. Aseveró que si por la vía de la insistencia se puede burlar los quórums establecidos en la Carta Fundamental para aprobar una reforma constitucional, es mejor volver a la interpretación original de la Comisión y del Senado, en el sentido que la antinomia entre los artículos 68 y 127 es tan completa que simplemente no procede la insistencia en las reformas constitucionales.


El profesor señor Zapata recordó que en los años noventa del siglo pasado se planteó un problema similar al que acá se discute, consistente en la procedencia o no de las Comisiones Mixtas en el trámite de las reformas constitucionales. Indicó que en esa época el artículo 127 de la Carta Fundamental no hacía mención a que en las reformas constitucionales se aplicaban los trámites de la formación de la ley, por lo que en vista a los mismos temores que ahora se plantean, el Senado fue de la idea de que el trámite de Comisión Mixta era improcedente.


Expresó que el sentido de la modificación que se hizo en el año 2005 al artículo 127 fue un llamado a la optimización. Todo trámite de formación de la ley que no choque directamente con los quórums de aprobación de las reformas constitucionales debe aplicarse, y por ello son procedentes las comisiones mixtas, las indicaciones y la presentación de urgencias.


El Honorable Senador señor Espina expresó que el inciso final del artículo 127 de la Carta Fundamental admite los trámites comunes de formación de la ley a los proyectos de reforma constitucional, pero agrega al final “...debiendo siempre respetarse los quórums señalados en el inciso anterior.”. Puntualizó que debe entenderse que la insistencia, en tanto trámite habilitante, es distinta a la regulación del quórum de aprobación de las reformas constitucionales.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, recordó que el objeto del informe de la Comisión  debe abarcar la dilucidación de la naturaleza y quórum de aprobación de insistencias de los proyectos de reformas constitucionales.


Sobre el particular reiteró lo señalado en la sesión anterior de la Comisión, en el sentido de que el proyecto está mal redactado y requerirá de un acuerdo político transversal para enmendarlo.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, coincidió en que una cosa es la opinión técnica relativa a los quórum de aprobación de la insistencia y su relación con los requisitos para acoger la reforma insistida, y otras es el mérito de fondo del asunto, que necesariamente requiere una visión más política.


Afirmó que si el Parlamento no es capaz de hacer alguna reforma para que los ciudadanos se sientan más representados por sus autoridades y por los partidos políticos en general, el Congreso se auto condena a la intrascendencia política y abre la puerta a soluciones políticas populistas y antidemocráticas.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán manifestó que lamentablemente este proyecto estaba mal estructurado, porque no se puede plantear a la vez, tal como ahí se señala, que habrá proporcionalidad y representación regional. Añadió que esta insistencia carece del sentido de urgencia que tienen las otras materias sometidas a este trámite, como el reajuste de los funcionarios públicos o el sueldo mínimo, y efectivamente ella no es, en este caso, la vía para solucionar el problema que se ha manifestado anteriormente.


Con todo, explicó que este es un espacio que permite discutir el tema y explorar posibles vías de acuerdo, debido a que los quórum constitucionales que requiere esta reforma necesitan acuerdos políticos mayores.


El profesor señor Zapata manifestó que por la naturaleza meramente habilitante de la insistencia, es factible considerar la posibilidad de proponer a la Sala su aprobación no con el ánimo de mostrar alguna preferencia por el texto propuesto sino como una opción que permite el debate sobre el tema. Expresó que en la actual coyuntura es la señal más potente que se puede dar.


El Honorable Senador señor Espina señaló que el mandato de esta Comisión no es emitir un juicio sobre el proyecto insistido, sino sobre la procedencia de este trámite y su quórum de aprobación teniendo en vista la dicotomía entre los artículos 68 y 127.


Manifestó que esta es una oportunidad política para que la Comisión propicie una reforma de trascendencia, tal como lo ha hecho a lo largo de los años.


Añadió que él es de la opinión que el sistema electoral nacional debe ser modificado, para permitir que se abra un espacio de representación a las minorías significativas y evitar que ellas recurran a caminos extra institucionales.

En una sesión posterior, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, recordó que el tema constitucional en discusión genera dudas, porque la aproximación al problema que plantea la insistencia es técnicamente complicado.


Expresó que su criterio personal sobre esta materia es que la literalidad del artículo 68 de la Constitución permite afirmar que la insistencia equivale a una aprobación en general, y que la Cámara de origen mantiene su decisión original de rechazo sólo si logra el voto en ese sentido de los dos tercios de sus miembros presentes. Indicó que esa situación es entendible en la discusión de un proyecto de ley, pero no en el contexto de una modificación a la Carta Fundamental.


Señaló que frente a esta situación lo que plantea el fallo del Tribunal Constitucional es muy atendible: tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados la insistencia de una reforma constitucional debe ser aprobada por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. Puntualizó que esta solución es más coherente con una correcta interpretación constitucional.


La Honorable Senadora señora Alvear recordó que la tarea encomendada por la Sala fue analizar la viabilidad de la aprobación de esta insistencia.


Recordó que las exposiciones de los profesores señores Fermandois y Zapata coinciden en que la insistencia se aprueba por los dos tercios de los Parlamentarios presentes, lo que en la práctica podría significar más de los tres quintos de los Diputados y Senadores en ejercicio. Insistió que el efecto de aprobar este trámite sólo es habilitar para que la Cámara vuelva a pronunciarse sobre el tema, de forma tal que cuando el proyecto llegue al Senado, en segundo trámite constitucional, deba realizarse la discusión en general y luego en particular de esta iniciativa. Subrayó que la aprobación de la insistencia no implica, de ninguna forma, un pronunciamiento respecto de la idea de legislar, y que el quórum de ella y el de la aprobación  del proyecto son distintos y ambos deben ser cumplidos.


Expresó que la interpretación diversa que ha sido llevada a cabo por la Mesa de esta Corporación es errada, y por ello esta es una oportunidad para enmendar esa práctica.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, indicó que aunque la Mesa del Senado tiene un criterio distinto al anteriormente vertido, también es cierto que este informe puede establecer una interpretación constitucional que puede modificar dicha práctica.


Puntualizó que es un hecho relevante que en este asunto dos profesores de Derecho Constitucional, de ámbitos políticos distintos, coincidan sobre esta materia basados en una interpretación sistemática y armónica de la Constitución. Expresó que en base a ello la Comisión debería proponer a la Sala que vote afirmativamente la habilitación requerida por el ex Presidente señor Lagos, requiriendo para ello el voto conforme de los dos tercios de los Senadores presentes.


Explicó que si en la Cámara de Diputados prospera la habilitación, debe volver a efectuarse allí la discusión en general de esta iniciativa, la que pasaría a segundo trámite sólo si se alcanza el quórum de aprobación requerido por la Constitución, en este caso tres quintos de los Diputados en ejercicio. Señaló que en el segundo trámite el Senado deberá discutir en general este proyecto y posteriormente efectuar la discusión en particular.


El Honorable Senador señor Espina compartió la opinión vertida por la Honorable Senadora señora Alvear. Puntualizó que acá hay dos normas que deben ser puestas en juego, porque no hay una regulación expresa en cuanto al trámite de las insistencias para las reformas constitucionales.


Manifestó que cuando el Presidente de la República insiste en una reforma constitucional, que fue desechada por la Cámara de origen, se aplica la regulación que indica el artículo 68 de la Constitución salvo en la parte del quórum, asunto para el cual debe ponerse en práctica lo que dispone la parte final del artículo 127 de la Carta Fundamental.


Explicó que ello supone que para acoger la insistencia se requiere de los dos tercios de los Parlamentarios presentes, pero el fondo del proyecto sólo puede ser aprobado si cuenta con el voto afirmativo de tres quintos de los Parlamentarios en ejercicio, porque la insistencia sólo tiene por finalidad habilitar la discusión de la iniciativa, y en ningún caso implica su aprobación en general.


Señaló que esa es la única interpretación que en este caso cabe, porque de lo contrario se permite que un proyecto de reforma constitucional sea aprobado por un quórum menor al que exige el artículo 127 de la Carta Fundamental.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que si bien en principio creyó que la insistencia tenía el carácter de mera habilitación, la Sala del Senado ha tenido otra interpretación sobre el punto. 


Explicó que si la Cámara que discute en primer término la insistencia –en este caso el Senado- la aprueba, alcanzando un quórum superior al que se exige para una reforma constitucional, no parece que tenga mucho sentido que posteriormente esa misma Corporación tenga la opción de rechazar en general el proyecto cuya insistencia previamente aprobó. Expresó que vistas las cosas desde esa perspectiva se puede entender que la discusión sobre la insistencia es, en el fondo, el debate sobre el mérito del proyecto, y en ese contexto es muy plausible la interpretación que hace el Tribunal Constitucional.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, señaló que la disyuntiva es ocupar un enfoque únicamente procesal para determinar la procedencia de la insistencia, o entrar al fondo del asunto y discutir la conveniencia de introducir a la Carta Fundamental la idea de un sistema electoral proporcional sin calificaciones.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, añadió que la reforma también considera que el resultado electoral sea representativo de las regiones, lo que lógicamente entra en pugna con el carácter proporcional que se le quiere dar. Añadió que el mandato de la Comisión en este caso abarca una dilucidación acerca de la naturaleza de este trámite habilitante, el quórum de aprobación que requiere la insistencia en este caso y la plausibilidad de la proposición que se somete a consideración.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, recordó que el profesor señor Zapata demostró que votar a favor de la habilitación para la discusión de este proyecto no significa estar de acuerdo con la idea de legislar ni con la redacción propuesta, sino sólo dar curso nuevamente a la tramitación del proyecto.


El profesor señor Zapata manifestó que a favor de la tesis que sustenta el señor Presidente de la Comisión está el tenor literal del artículo 68, el precedente de dos Salas del Senado y un fallo del Tribunal Constitucional, lo que en principio la convierte en una posición muy plausible.


Con todo, hizo presente que la otra interpretación que acá se ha sostenido se hace mejor cargo de la historia del trámite de insistencia, que la considera como una herramienta para volver a habilitar la discusión de un proyecto que la Cámara de origen había en principio desechado. Hizo presente que el artículo 68 de la Carta Fundamental comienza con la idea de que un proyecto desechado en general por la Cámara de origen no puede volver a discutirse dentro del año inmediatamente siguiente, y a continuación, precedido de la preposición “sin embargo”, introduce el trámite de la insistencia, lo que da pie para interpretar que dicho mecanismo tiene por objeto primario romper la prohibición de una nueva discusión del proyecto rechazado.


Explicó que mediante este trámite el Presidente puede requerir el auxilio de la Cámara revisora para que ella fuerce una nueva discusión del proyecto en la Corporación que lo rechazó, para lo cual la Carta Fundamental requiere un quórum excepcionalmente alto, como es dos tercios de sus miembros presentes. En este contexto
-continuó- es dable distinguir entre la votación en general y la habilitación.


Manifestó que la aprobación de la idea de legislar es mucho más que la expresión de que se está dispuesto a que se debata un tema. Expresó que ello además supone que se está de acuerdo con las ideas matrices de la iniciativa volcadas en el texto de la Moción o Mensaje. Añadió que en este marco la idea de la habilitación por medio de la insistencia tiene un propósito mucho más acotado: que la Cámara de origen se vuelva a pronunciar en general, por lo que quien vota a favor una insistencia sólo muestra su consentimiento con ese propósito, y nada más.


Recordó que cuando se planteó el conflicto constitucional que terminó en la sentencia del Tribunal Constitucional Rol 464, los Presidentes de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia y Reglamento y de la Sala del Senado sostuvieron una tesis, los requirentes en el citado proceso sostuvieron otra, y en definitiva el Tribunal Constitucional optó por una tercera vía, lo que denota que en este tema hay diversas posturas válidas.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, manifestó que de acuerdo con lo debatido se podía concluir que existen dos tesis discrepantes sobre este asunto:


a) La primera afirma que la aprobación de la insistencia no implica la aprobación en general del proyecto sino que sólo supone cumplir con un trámite habilitante que permite que la iniciativa vuelva a ser considerada por la Cámara de origen. Esta resolución no implica un pronunciamiento acerca del fondo de la iniciativa, y por ello su quórum de aprobación es de los dos tercios de los parlamentarios presentes en la Cámara revisora, tal como lo establece el artículo 68 de la Ley Fundamental.


b) La segunda postula que la aprobación de la insistencia por la Cámara revisora supone también la aprobación en general de esta iniciativa, tal como se desprende del tenor literal del artículo 68 de la Constitución Política de la República. En consecuencia, en este caso no se está en presencia de un trámite de mera “habilitación” como ya lo ha aclarado el Tribunal Constitucional. Por lo anterior, si el Senado aprueba esta insistencia debiera efectuar este trámite con el voto conforme de los tres quintos de sus miembros en ejercicio y no por los dos tercios de sus miembros presentes. De esta manera se da plena aplicación y se armonizan los artículos 68 y 127 de la Ley Fundamental, según lo precisó el Tribunal Constitucional en la sentencia Rol 464, de 31 de enero de 2006.


Con el fin de resolver esta controversia, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, sometió a votación la primera de las tesis esbozadas, en el entendido que su aprobación implica el rechazo de la segunda.


La Comisión, por mayoría de votos, aprobó la primera tesis. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Walker, don Patricio. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán.


El Honorable Senador señor Espina fundó su asentimiento respecto de la tesis a), dejando expresa constancia de que ello supone que una vez aprobada la insistencia por ambas Cámaras, este proyecto deberá ser discutido y votado tanto en general como en particular por ambas Corporaciones, con el quórum que establece el artículo 127 de la Carta Fundamental.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, dejó expresa constancia que su voto está sustentado en la posición de que la insistencia aprobada según los quórums que establece el artículo 68 es sólo una manera de habilitar la discusión del esta iniciativa y que, en todo caso, la aprobación en general del proyecto requiere cumplir con las exigencias que establece el artículo 127 de la Carta Fundamental.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, fundó su voto en contra de la tesis a) porque el tenor literal del artículo 68 de la Carta Fundamental señala que quién aprueba una insistencia –en este caso el Senado- aprueba el proyecto en general con el quórum que ahí se señala, esto es, los dos tercios de los Parlamentarios presentes al momento de la votación, lo que en la práctica puede implicar un quórum menor al que establece el artículo 127 de la Carta Fundamental. Además, puntualizó, permite que el proyecto se dé por aprobado en la Cámara de origen si no se logra reunir los dos tercios de los Parlamentarios presentes –en este caso Diputados- para mantener el rechazo. Lo anterior implica que el proyecto podría quedar aprobado en primer trámite constitucional por un quórum sustancialmente inferior al que requieren las reformas constitucionales.


Añadió que la tesis b) tenía, en cambio, la ventaja que al establecer, desde un principio, que la aprobación de la insistencia equivale a la aprobación en general del proyecto supone cumplir con los quórums que establece el artículo 127 de la Ley Fundamental. Agregó que no se puede habilitar la tramitación de un proyecto en el cual uno no está de acuerdo. En consecuencia, debiera reunirse en esta votación el quórum de habilitación y de aprobación de la reforma, es decir los tres quintos de los senadores en ejercicio. Manifestó que esa es la acertada conclusión de la sentencia del Tribunal Constitucional.


Finalmente, cabe dejar constancia que la mayoría de la Comisión estimó que al ser este un trámite habilitante, no corresponde que la Comisión se pronuncie sobre el contenido de este proyecto de reforma constitucional, lo que deberá hacer cuando se discuta en general esta iniciativa.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 17 y 30 de julio; 6 y 13 de agosto, todas del 2012 y 9 de enero de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández (Presidente), Carlos Larraín Peña; Baldo Prokurica Prokurica (Carlos Larraín Peña) y Patricio Walker Prieto. 


Valparaíso, 10 de enero de 2013.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias,

Secretario
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REEMPLAZA LOS ARTÍCULOS 2° BIS Y 9° DE LA LEY N° 19.451, QUE ESTABLECE EL MODO DE DETERMINAR QUIÉNES PUEDEN SER CONSIDERADOS DONANTES DE ÓRGANOS

(7849-11)
HONORABLE SENADO:

 
La Comisión de Salud tiene el honor de presentar su segundo informe acerca del proyecto de la suma, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Enrique Accorsi Opazo, Jorge Burgos Varela, Juan Luis Castro González, Javier Macaya Danús, Manuel Monsalve Benavides, Marco Antonio Núñez Lozano y Alberto Robles Pantoja, Diputada señora Karla Rubilar Barahona y Diputados señores Víctor Torres Jeldes y Matías Walker Prieto.

Se hace presente que el proyecto sólo contiene disposiciones de ley común y no atañe a la organización ni a las atribuciones de los tribunales de justicia.

El texto que se propone a la Sala en este segundo informe consta de un artículo permanente y uno transitorio.

- - - - - - -

A las sesiones en que la Comisión consideró en particular este proyecto de ley asistieron, además de sus integrantes, el Jefe de la Unidad de Trasplantes del Ministerio de Salud, señor José Luis Rojas; el asesor jurídico del mismo Ministerio, abogado señor Jaime González Kazazian; los analistas de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Irina Aguayo Ormeño y señor Eduardo Goldstein Braunfeld; los coordinadores del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señorita Francesca Cotroneo Prida y señor Omar Pinto Peña; la abogada del Instituto Libertad y Desarrollo, señora María Teresa Muñoz Godoy; los asesores del Senador señor Chahuán, señora Marcela Aranda Arellano y señor Marcelo Sanhueza Mortara, y el asesor del Honorable Senador señor Letelier, señor Tomás Monsalve Egaña. 
Asistieron, especialmente invitados, de la Fundación Deportistas por un Sueño: la Presidenta, señora Sandra Corrales, el Jefe de Logística, señor Marcos Flores y el Encargado de Comunicaciones, señor Cristián Miranda; de la Asociación Nacional de Televisión ANATEL: el Presidente, señor Ernesto Corona Bozzo, el Director, señor Bernardo Donoso Riveros y el Publicista, señor Jorge Leiva.

Del mismo modo, la Comisión invitó a exponer consideraciones jurídicas y bioéticas sobre esta iniciativa, a la Profesora de Derecho Constitucional de la Universidad de Valparaíso, señora Alejandra Zúñiga Fajuri, al Director del Departamento de Derecho Privado de la Universidad de Chile, Profesor Mauricio Tapia Rodríguez, al médico cardiólogo, señor Miguel Luis Berr Lama, al Arzobispo de Concepción, Monseñor Fernando Chomalí Garib, a la Profesora de Derecho Constitucional, señora Ángela Vivanco Martínez y al Profesor de Derecho Constitucional de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Eduardo Aldunate Lizana. 
- - - - - - - 

 



Cabe señalar que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 6 de junio de 2012.





Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: numeral 2) del artículo único y artículo transitorio. 

2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hubo.

3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 1, 2 y 3.

4.-
Indicaciones rechazadas: números 4, 5, 6 y 7.

5.-
Indicaciones retiradas: ninguna. 

6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.

- - - - - - -

PRIMERA AUDIENCIA, PREVIA A LA DISCUSIÓN EN PARTICULAR





La Comisión, en sesión de 31 de julio de 2012, recibió en audiencia a representantes de la Asociación Nacional de Televisión y de la Fundación Deportistas por un Sueño, entidades que presentaron dos trabajos audiovisuales sobre la necesidad de la donación de órganos.

 



El Presidente de la Asociación Nacional de Televisión (ANATEL), señor Ernesto Corona, inició su exposición señalando que dicha institución ha planteado al Ministerio de Salud su voluntad de contribuir a resolver el grave problema relativo a las bajas tasas de donación de órganos en nuestro país. Al efecto, reseñó que en Chile existe una gran cantidad de donantes inscritos, esto es, de personas que manifiestan su voluntad de donar sus órganos, pero que, una vez constatada su muerte cerebral, el grupo familiar más cercano no está de acuerdo con dicha decisión y opta por rechazar tal posibilidad. En ese contexto, detalló que se ha ideado una campaña con miras a mejorar los índices de donación, para cuya aplicación se requiere el apoyo transversal de todos los sectores.

 



El publicista señor Jorge Leiva, en su calidad de autor de un video promocional que forma parte de dicha campaña, explicó que ésta pretende abordar la situación que deben afrontar los familiares más cercanos de una persona que requiere de un trasplante de órganos que se encuentra con la negativa de la familia de un potencial donante. En ese sentido, indicó que la campaña que presenta ante la Comisión, cuyo propósito consiste en promover la donación de órganos, pretende fomentar el diálogo transversal entre todas las instituciones y personas vinculadas a esta materia.

 



Una vez exhibido el video de ANATEL, el Honorable Senador señor Chahuán manifestó su agradecimiento a la Asociación Nacional de Televisión, atendida la relevancia de las medidas que deben adoptarse para promover la donación de órganos. En ese sentido, reseñó que, para conseguir dicha finalidad, no sólo se requiere la adopción de las normas legales que regulen esta materia, sino también se debe crear una cultura ciudadana acerca de la importancia de la donación de órganos. En efecto, indicó que en nuestro país cerca de 1.500 personas necesitan un trasplante de órganos, 1.500 requieren un tejido específico y cerca de 1.500 están en riesgo inminente de necesitarlo, ante la falta de medidas de salud preventivas, por lo que se trata de cerca de 5.000 personas que requieren de un incremento de las tasas de donación. 

 



En tal contexto, añadió que, al examinarse las estadísticas de los últimos años, es posible sostener que, aun cuando aparentemente éstas presentan un alza, tales cifras son insuficientes, toda vez que sólo habrían aumentado los donantes multiorgánicos, lo que no indica un aumento de las donaciones de órganos específicos, más aún cuando hay más de dos millones de personas que han manifestado su voluntad de no ser donantes. Habida cuenta de ello, coincidió en la necesidad de implementar planes de difusión en los medios de comunicación social acerca de la relevancia de la donación, lo que favorecería el cambio cultural que se requiere en esta materia, sin perjuicio que, además, se necesita del apoyo estatal que permita mejorar los índices de trasplantes. 

 



Seguidamente, el Honorable Senador señor Uriarte indicó que la campaña publicitaria cumple con su finalidad en lo relativo a la necesidad de promover la donación de órganos, por lo que las labores que al efecto pueden desarrollar los canales de televisión resultan ser relevantes para conseguir dicho objetivo. Asimismo, explicó que actualmente se encuentra en tramitación parlamentaria una iniciativa legislativa cuyo propósito es favorecer la donación de órganos, por lo que, en ese contexto, son muy relevantes las labores que pueden desempeñar los medios de comunicación social. Finalmente, consultó acerca de las medidas que se pueden implementar con el objeto de favorecer los índices de donación, sin perjuicio de las normas que pudieren introducirse en esta materia.

 



Por su parte, el Honorable Senador señor Girardi sostuvo que, para el análisis de las iniciativas relativas al trasplante de órganos, se han tenido en consideración una serie de indicadores internacionales que dan cuenta del escaso número de donantes en nuestro país en comparación con otras naciones. En ese sentido, expuso que, a su parecer, la legislación actualmente vigente contiene algunos defectos, toda vez que la forma en que se debe manifestar la voluntad de una persona para que pueda ser donante no requiere un proceso de reflexión previa. En tal contexto, enfatizó que se deben favorecer los mecanismos que permitan garantizar un consentimiento informado, lo que ha sido considerado en la iniciativa legislativa que modifica la ley actualmente vigente. Detalló que dicha ley se ha denominado ley del donante y del receptor universal, toda vez que ella pretende destacar, además del concepto de donante, el de receptor, toda vez que cualquier persona puede requerir de un órgano.

 



Asimismo, reiteró que se deben implementar los sistemas que permitan detectar y proveer de los órganos en un breve plazo a aquellas personas que lo requieran en todo el territorio nacional. Al respecto, explicó que el sistema de procurar órganos debe comprender no sólo a los potenciales donantes, sino también a los receptores y a las autoridades que deben establecer los programas a este respecto, lo que debe ser considerado por las campañas de difusión que se realicen sobre el particular.

 



Al tenor de lo manifestado por los integrantes de la Comisión, el Presidente de la Asociación Nacional de Televisión (ANATEL), señor Ernesto Corona, manifestó que dicha entidad pretende asumir la responsabilidad que deben desarrollar los medios de comunicación social en esta materia, por lo que, sin perjuicio de la campaña publicitaria que han presentado, se encuentran en estudio una serie de iniciativas que se orientan en ese ámbito.

 



A su vez, el Director de la Asociación Nacional de Televisión, (ANATEL), señor Bernardo Donoso, sostuvo que la propuesta que se ha presentado ante la Comisión es fruto de un proceso cuyo objetivo es favorecer la discusión acerca de la importancia del trasplante de órganos, para lo cual se han analizado las alternativas que permiten conseguir tal finalidad. Añadió que ello requiere a su vez el compromiso de todos los organismos del Estado, con miras a favorecer el diálogo que se debe verificar para aumentar las tasas de donantes de órganos en nuestro país.

 



A continuación, la Presidenta de la Fundación Deportistas por un Sueño, señora Sandra Corrales, explicó que dicha entidad se ocupa de realizar actividades de beneficencia para niños que padecen enfermedades que requieren su hospitalización. Detalló que, dentro de éstas, destaca la visita de deportistas de alto rendimiento a los menores hospitalizados, entre los que se encuentran aquellos que requieren de un trasplante de órganos. En ese contexto, enfatizó que se ha promovido una campaña informativa cuyo propósito es dar a conocer las actividades que desarrolla la Fundación Deportistas por un Sueño y la relevancia de la donación de órganos.

 



El Honorable Senador señor Chahuán coincidió en la relevancia de las medidas que pueden adoptarse para proteger a los menores que padecen enfermedades graves, en cuyo contexto las labores que ha desarrollado la Fundación Deportistas por un Sueño, entre otras entidades, puede resultar de gran utilidad.

 



Finalmente, el Honorable Senador señor Uriarte explicó que la iniciativa relativa al favorecimiento de la donación de órganos resulta ser de la mayor importancia, para lo que es preciso escuchar a todas aquellas instituciones con competencia en la materia.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

DESCRIPCIÓN DEL TEXTO APROBADO EN GENERAL Y DE LAS INDICACIONES FORMULADAS





El texto aprobado en general sustituye el artículo 2° bis de la ley N° 19.451, que la Cámara de Diputados había reemplazado, disponiendo que toda persona mayor de dieciocho años será considerada, por el solo ministerio de la ley, como donante de sus órganos una vez fallecida, a menos que se presente una documentación fidedigna, otorgada ante notario público, en que conste que en vida el donante manifestó su voluntad de no serlo. Asimismo, deja sin efecto todas las inscripciones efectuadas en el Registro de No Donantes que tiene a su cargo el Servicio de Registro Civil e Identificación, practicadas con anterioridad a la vigencia de la ley.





Por otro lado, deroga el artículo 9° de la ley 
N° 19.451, que posibilita renunciar a la condición de donante de órganos.





Finalmente, fija la entrada en vigencia de la nueva normativa para el primer día del cuarto mes siguiente a su publicación.

- - - - - - - 

Indicaciones presentadas al texto aprobado en general y los acuerdos adoptados a su respecto.

Indicaciones números 1, 2 y 3

  



Las indicaciones números 1, del Senador señor Coloma, 2, del Senador señor García-Huidobro y 3, del Senador señor Larraín, don Hernán, tienen por objeto reemplazar el artículo 2° bis aprobado en general por el siguiente.

 



“Artículo 2° bis.- Las personas cuyo estado de salud lo requiera tendrán derecho a ser receptoras de órganos.

 



Toda persona mayor de dieciocho años será considerada, por el solo ministerio de la ley, como potencial donante de sus órganos una vez fallecida, a menos que hasta antes del momento en que se decida la extracción del órgano, se presente una documentación fidedigna, otorgada ante notario público, de la cual emane que en vida el potencial donante manifestó su voluntad de no serlo. El notario deberá remitir dicha información al Servicio de Registro Civil e Identificación para efectos del Registro Nacional de No Donantes, según lo establezca el reglamento respectivo.

 



En el caso que el potencial donante de órganos fallezca, la familia deberá ser consultada en forma previa sobre la extracción de uno o más de sus órganos en el siguiente orden:

a) al cónyuge;

b) a los hijos;

c) a los ascendientes;

d) al conviviente;

e) a los hermanos, y

f) al adoptado o adoptante.

 



Para los efectos de su intervención en el procedimiento de trasplantes, la enumeración precedente constituye orden de prelación, de manera que la intervención de una o más personas pertenecientes a una categoría excluye a los demás comprendidos en la misma categoría y en las categorías siguientes.

 



En el caso de que varias personas se encuentren en igualdad de condiciones de prioridad para la recepción de un órgano, el hecho de no estar inscrito en el Registro de No Donantes deberá tomarse en cuenta para priorizar a aquél respecto del que sí lo está.”.

Discusión de las indicaciones números 1, 2 y 3





Previo a la discusión de estas indicaciones, el Honorable Senador señor Girardi explicó que el cambio de fondo que contempla el proyecto de ley aprobado en general por el Senado es la implementación del concepto de “donante universal”, que cada vez es más aceptado en las legislaciones comparadas y que considera a las personas como donantes a partir de su nacimiento, sin perjuicio de que cada cual, en el ejercicio de su libertad individual, pueda posteriormente decidir no donar sus órganos. 





En ese contexto y en una primera revisión de las indicaciones, estimó que debieran ser rechazadas, ya que, de lo contrario, se volvería a implementar un sistema que, como se ha demostrado, no ha dado los resultados esperados.





Agregó que es necesario establecer un sistema de renuncia a la condición de donante más reflexivo, por cuanto el que actualmente se encuentra vigente no permite un razonamiento adecuado ante la importante decisión que debe adoptarse. En esa perspectiva, recordó que, con ese fin, la posición impulsada por el Ejecutivo requería que dicha decisión fuese expresada ante un notario público. 





Por otra parte, informó que Chile se encuentra entre los países con menor tasa de donantes por habitantes, por lo que propuso no retroceder en los pocos avances que hasta el momento se han logrado en la discusión de la iniciativa de ley, restableciendo su objetivo primitivo, que consistía en reafirmar la concepción de donante universal y, al mismo tiempo, reponer la realización de un acto reflexivo ante la eventual renuncia a la posibilidad de donar los órganos.





En último término, sostuvo que debe quedar claro en la normativa que si una persona no ha renunciado a su condición de no donante y se produce su fallecimiento, no será necesario requerir el consentimiento de su familia para proceder a la extracción de sus órganos, por cuanto la normativa que se pretende establecer perdería eficacia. Lo anterior, culminó, sin perjuicio de que se procure un sistema integral de apoyo a los familiares que se encuentren en esa dolorosa situación.





Enseguida, el Honorable Senador señor Rossi destacó que, en su oportunidad, se alcanzó un acuerdo con el señor Ministro de Salud que derivó en la redacción del texto que fue sometido a la aprobación de la Sala del Senado y, en ese sentido, las indicaciones presentadas desnaturalizan los objetivos del proyecto.





Incluso, añadió, el texto acordado resguarda fielmente la posibilidad de que las personas ejerzan su voluntad libremente en esta materia, sin imposiciones del Estado. No obstante, se adiciona un proceso de mayor reflexión y responsabilidad ante la elección de no donar los órganos.





Por otro lado, coincidió con el Honorable Senador señor Girardi en la necesidad de que, ante todo, se respete la voluntad expresada por el paciente, salvo en aquellos casos en que la decisión se haya delegado en otra persona.





El asesor jurídico del Ministerio de Salud, abogado señor Jaime González Kazazian, manifestó que son cuatro aspectos los que preocupan a la repartición que representa.





El primero de ellos es que al Ministerio de Salud le interesa que las personas sigan teniendo la posibilidad de manifestar su voluntad positiva de donar órganos, lo cual no quedaría contemplado en el actual texto del proyecto de ley ni en las indicaciones presentadas a su respecto.





El segundo aspecto preocupante, agregó, es el referido a la consulta a las familias del paciente que ya ha expresado su voluntad de donar sus órganos –explícitamente o por aplicación del principio del donante universal-, una vez fallecido, toda vez que dicho requerimiento de información sólo debería realizarse ante una duda razonable sobre su condición de donante. Al respecto, precisó que esa situación se presenta solamente en alrededor de un 5% de los casos.





Un tercer aspecto dice relación con la derogación de las manifestaciones de voluntad contrarias a la donación, efectuadas durante el imperio de la actual normativa. Lo anterior, debido a que la ley vigente, que no requiere la realización de un acto reflexivo para tomar una decisión sobre la materia, ha posibilitado que el rechazo a ser donante aumente a un 30%, a pesar de que el registro histórico lo situaba en un 15%, aproximadamente. En ese sentido, indicó, la posibilidad de dejar sin efecto las inscripciones en el Registro de No Donantes, se fundamentaría en una causal de orden público.





Finalmente, solicitó a la Comisión estudiar la posibilidad de establecer ciertas normas que contemplen criterios de reciprocidad entre aquellos que son donantes y los que no lo son, ante la eventualidad de ser receptores de un órgano.





Al respecto, el Honorable Senador señor Chahuán advirtió que el principio de reciprocidad es carente de cualquier consideración de tipo humanitario, por lo que adelantó su rechazo a cualquier iniciativa en esa dirección.





Añadió que si bien ha promovido junto a otros miembros de la Comisión diferentes iniciativas tendientes a incentivar la donación de órganos, se mostró contrario a dejar sin efecto la voluntad de personas que ya han manifestado válidamente su negativa a ser donantes, la cual consta en el respectivo registro público que se ha dispuesto para estos efectos. Por lo demás, agregó, el establecimiento de dicha medida podría adolecer de vicios de constitucionalidad que eventualmente perjudicarían el normal trámite del presente proyecto de ley, sin perjuicio de reconocer que el procedimiento actualmente vigente no permite que la decisión se adopte luego de un adecuado juicio reflexivo. 





En último término, estimó que lo fundamental en esta materia es crear una cultura de la solidaridad por medio de campañas publicitarias y de educación y la implementación por parte de los servicios de salud de un sistema oportuno de procura de órganos.





A continuación, el Honorable Senador señor Rossi reiteró que el texto de la iniciativa de ley que se sometió a consideración de la Sala del Senado fue consensuado con el Ministerio de Salud, a partir de la exposición del señor Ministro de esa cartera, quien sostuvo que uno de los problemas de la ley de donante universal es que el nivel de rechazo aumentó significativamente, puesto que no se tuvo en consideración todos los aspectos de relevancia para que las personas pudiesen tomar una decisión informada y reflexiva. 





En ese contexto, razonó, lo que se plantea en el proyecto en comento no es restringir el derecho de las personas a expresar libremente su negativa a ser donantes, sino que sólo modificar el procedimiento por el cual dicha manifestación de voluntad se exterioriza. Por tanto, no existirían reparos de constitucionalidad ante la eventual aprobación de la norma que deje sin efecto las inscripciones en el Registro de No Donantes.





Agregó que el tema que ocupa a la Comisión se ha transformado en un serio problema para el país, por cuanto alrededor de 2.800.000 personas han expresado su decisión de no ser donantes de órganos, a su juicio, en una dirección contraria a los valores que debiesen primar en nuestra sociedad, como el amor al prójimo y la solidaridad.





El Jefe de la Unidad de Transplantes del Ministerio de Salud, señor José Luis Rojas, consideró que las dudas expresadas ante la contingencia de dejar sin efecto las inscripciones antes señaladas, serían atendibles en el caso de que, al momento de efectuarse a las personas la pregunta sobre su condición de donantes, se hubiese contemplado la posibilidad de abstenerse de responder. Por lo anterior, indicó, entre las respuestas negativas también se incluye la gente que, al poseer dudas sobre el tema o no tener clara su decisión, prefería no adquirir la condición de donante.





En definitiva, reflexionó, que exista un 30% de respuestas negativas no refleja necesariamente la realidad nacional en relación con esta materia.





Seguidamente, el Honorable Senador señor Chahuán reparó que los argumentos expresados en favor de la derogación de las inscripciones se basan sólo en supuestos y el hecho de que una gran cantidad de personas haya manifestado válidamente su voluntad para no ser donantes se debe a problemas más profundos de la sociedad, como el individualismo, la mezquindad y falta de información, mas no por ello se debe vulnerar una decisión libremente expresada.





Ante lo expuesto precedentemente, el Honorable Senador señor Girardi afirmó que la norma no vulneraría las voluntades ya exteriorizadas, puesto que las personas mantendrían la posibilidad de concurrir, con nuevos niveles de exigencia, a plantear su decisión de no ser donantes.





En conformidad con lo señalado, precisó, es necesario corregir el actual sistema, en que las personas, en el contexto de un trámite que deben realizar, se ven enfrentadas a tomar una decisión importante sin la debida preparación intelectual y emocional que se requiere y, en la mayoría de los casos, sin la debida convicción ante la respuesta adoptada.





Sin embargo, enfatizó que, si bien debe considerarse el respeto a la autonomía de la voluntad de las personas, es prioritario para el país resolver la situación de los pacientes que ven limitadas sus posibilidades de vida ante la inexistencia de donantes. Incluso, añadió, en anteriores normativas también se ha modificado la forma en que debe exteriorizarse la decisión de ser donante. 

 



El Jefe de la Unidad de Trasplantes del Ministerio de Salud, señor José Luis Rojas, agregó que otro tema que debe resolverse es la eventual necesidad de consultar a las familias del paciente cuando exista una duda razonable sobre su decisión de ser donante. 

 



 Al respecto, el Honorable Senador señor Chahuán mencionó que su posición en esta materia es que se respete fielmente la decisión expresada por el donante y reiteró que otra cosa es aprobar una legislación que vulnere los derechos de aquellos que hayan formalizado previamente su voluntad, en concordancia con la legislación vigente en ese momento.





A modo de complementar lo ya expuesto, el asesor jurídico del Ministerio de Salud, señor Jaime González, planteó que la discusión doctrinaria sobre la donación de órganos se fundamenta en la determinación de si el cuerpo humano es un objeto de derecho, respecto del cual se posea la facultad de disposición. De determinarse que posee esa característica, también debiese analizarse su licitud.






Siguiendo ese razonamiento, continuó, la norma que deja sin efecto las inscripciones que constan en el Registro de No Donantes estaría sustentada en razones de orden público y de bien común, que hacen necesario eliminar esa manifestación de voluntad efectuada con anterioridad.





A su turno, el Honorable Senador señor Uriarte coincidió con la argumentación planteada por el Honorable Senador señor Chahuán, en el sentido de que nuestro ordenamiento jurídico no permite transgredir manifestaciones de voluntad válidamente expresadas. Incluso, advirtió que de hacerse, lo más probable es que se judicialice la discusión del presente proyecto.





A mayor abundamiento, el Honorable Senador señor Chahuán aseveró que adoptar una decisión de ese tipo constituiría un peligroso precedente para otras materias, ya que se aceptaría un acto expropiatorio de la voluntad de las partes, con efectos retroactivos. Agregó que esta postura es compartida por otros Senadores.





Añadió que en un reciente fallo dictado por la Corte de Apelaciones de Valparaíso, se determinó que no se podría proceder al desalojo de ocupantes ilegales de un terreno, por cuanto existía un germen de derecho, lo cual, afortunadamente, fue corregido posteriormente por la Corte Suprema.





Conforme a lo expuesto, razonó, se deduce que es necesario resguardar y respetar fielmente la autonomía de la voluntad de las personas. 





- En el análisis del inciso segundo del artículo 2° bis propuesto en las indicaciones números 1, 2 y 3, la Comisión acordó eliminar la palabra “potencial”, todas las veces en que precede al vocablo “donante”, resguardando de esa manera el concepto de donante universal.





En otro aspecto, el Honorable Senador señor Chahuán recordó que en anteriores sesiones de la Comisión se presentó una publicidad televisiva preparada por la Asociación Nacional de Televisión, que apuntaba a demostrar los efectos negativos que puede tener la consulta a las familias en el proceso de donación.





Respecto de la frase “a menos que hasta antes del momento en que se decida la extracción del órgano”, agregada por las indicaciones, consideró adecuada su aprobación, a fin de respetar fielmente la autonomía de la voluntad del paciente.





Coincidió con dicha apreciación el Honorable Senador señor Rossi.





El Honorable Senador señor Girardi, por su parte, reparó en que se debe mantener la exigencia de que la aceptación de tal declaración sólo se hará si ha sido formalizada ante un notario público.

 



Por otro lado, se refirió a la situación de la eventual consulta a las familias, señalando que debiera rechazarse esa exigencia, que sólo entrabaría el procedimiento de extracción de los órganos. Sin embargo, sí se mostró partidario de la disposición contenida en el inciso final del artículo propuesto por las indicaciones números 1, 2 y 3, que recoge de cierta manera el principio de reciprocidad en la donación de órganos.





El Honorable Senador señor Uriarte advirtió que la consulta a las familias que contemplan las indicaciones en comento se debe complementar con la redacción que en su oportunidad aprobó la Cámara de Diputados, que disponía la participación de los parientes en caso de que hubiese duda fundada respecto de la calidad de donante del paciente. 





Incluso, reflexionó, en caso de que se presente una duda razonable lo más probable es que no se pueda efectuar la extracción de los órganos. Por el contrario, si se deja abierta la posibilidad de que se consulte a la familia, eventualmente podría concretarse.





Ante una consulta del Honorable Senador señor Chahuán, el Jefe de la Unidad de Trasplantes del Ministerio de Salud, señor José Luis Rojas, expresó que los servicios de salud tienen acceso en línea a los datos que aporta el Servicio de Registro Civil e Identificación. 





Añadió que el proyecto aprobado en el primer trámite constitucional contemplaba, excepcionalmente, la consulta en caso de duda razonable, lo cual podía presentarse, por ejemplo, en el caso de que hubiese documentos contradictorios sobre la condición de donante del paciente. No obstante, argumentó, establecer una consulta general iría en contra de los objetivos del proyecto.

 



El Honorable Senador señor Chahuán hizo presente su preferencia por el orden de prelación de familiares establecido en el artículo 9° de la ley N° 19.451, por cuanto posee una mayor amplitud que el sugerido por las indicaciones parlamentarias.





Al culminar las intervenciones sobre esta materia, la Comisión acordó incluir la “duda fundada” como fundamento de la consulta a los parientes, estos últimos conforme al orden de prelación establecido en la ley, conjuntamente con la definición de dicho concepto el que se contenía en el texto aprobado por la Cámara de Diputados.

- - - - - - -

 



En relación con lo dispuesto en el inciso final del artículo 2° bis propuesto por las indicaciones números 1, 2 y 3, que considera con preferencia la condición de donante para efectos de decidir quién será receptor de un órgano, cuando varias personas se encuentren en igualdad de condiciones para aquello, el Senador señor Rossi señaló estar de acuerdo con esa idea, toda vez que sería un importante incentivo que la gente deberá tener en cuenta al momento de decidir si adquiere o no la calidad de donante.





Coincidieron con dicha apreciación los Honorables Senadores señores Girardi y Uriarte.





En esta materia, el Jefe de la Unidad de Trasplantes del Ministerio de Salud, señor José Luis Rojas, informó que la confección de las listas de espera para trasplantes se realiza siguiendo criterios clínicos de gravedad o prioridad médica, lo que, a su juicio, debe primar por sobre consideraciones de si el posible receptor de los órganos tiene o no la calidad de donante.





El Honorable Senador señor Girardi aclaró que ante la aplicación de un criterio médico, no se presentarán condiciones de igualdad de prioridad. A mayor abundamiento, manifestó que es muy improbable que esta última situación se presente en la práctica. Sin perjuicio de ello, enfatizó que la aprobación de una norma de este tipo ayudaría a la promoción de la donación de órganos. 





El Honorable Senador señor Chahuán expresó sus reparos a la norma, ya que podría adolecer de vicios de constitucionalidad, al establecerse una discriminación arbitraria entre aquellos pacientes que requieren ser trasplantados.





Por su parte, el Honorable Senador señor Uriarte, sin estar de acuerdo con la opinión precedente, explicó que lo que se trata de hacer es premiar al que estuvo dispuesto a que se donen sus órganos.





A su turno, el Honorable Senador señor Rossi llamó la atención sobre el dilema ético que podría presentar la norma en discusión. No obstante, desde el punto de vista clínico, afirmó que siempre va a existir un paciente más prioritario que otro.





Sobre este punto, el Jefe de la Unidad de Trasplantes del Ministerio de Salud, señor José Luis Rojas, precisó que en el caso de los trasplantes de hígado, se le otorga un puntaje determinado a cada uno de los receptores, por lo que sí podría presentarse una situación de empate entre ellos, la que actualmente se resuelve según el orden de inscripción de los pacientes. 





Ante dicha explicación, el Honorable Senador señor Rossi expresó su preferencia de que el criterio que se utilice para dirimir posibles empates fuese la calidad de donante del paciente.





Seguidamente, el Jefe de la Unidad de Trasplantes del Ministerio de Salud, señor José Luis Rojas, puntualizó que si bien se presenta un gran dilema ético en este tema, también se estaría estableciendo un cierto castigo a quien, teniendo las condiciones para ser receptor de órganos, no posee la condición de donante. También se preguntó si es posible que la solidaridad se imponga obligatoriamente.





El Honorable Senador señor Uriarte adujo estar de acuerdo con la disposición en comento, puesto que en el proyecto no se disponen otros incentivos a la donación de órganos.   





Por su parte, el Honorable Senador señor Girardi compartió la necesidad de incentivar el proceso de donación, aunque sea a través de su vinculación con la posibilidad de ser receptor de un órgano.





En último término, el Honorable Senador señor Chahuán reparó que debe analizarse la conveniencia de ampliar la forma en que las personas pueden manifestar su voluntad de no ser donantes, ya que en muchas localidades, en especial las de tipo rural, el acceso a una notaría no es sencillo.





- Puestos en votación los incisos primero y segundo del artículo 2° bis propuesto en las indicaciones números 1, 2 y 3, se aprobó el inciso primero en los mismos términos por ser idéntico al texto aprobado en general. El inciso segundo se aprobó con modificaciones, que consisten en suprimir la palabra “potencial”. Lo anterior, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.





- Puesto en votación el inciso tercero del artículo 2° bis propuesto en las indicaciones números 1, 2 y 3, se aprobó con modificaciones que consideran un número más amplio de personas familiares que pueden ser consultadas en caso de duda fundada sobre la calidad de donante del fallecido e introducen un inciso cuarto que precisa el concepto de duda fundada. Lo anterior, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.





- Puesto en votación el inciso cuarto del artículo 2° bis propuesto en las indicaciones números 1, 2 y 3, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.
SEGUNDA Y TERCERA AUDIENCIAS





Respecto del inciso final del artículo 2° bis propuesto por las indicaciones números 1, 2 y 3, la Comisión consideró conveniente escuchar la opinión de profesores de Derecho y especialistas en la materia, a fin de disipar las dudas respecto de una posible discriminación entre ciudadanos que están inscritos en el Registro de No Donantes y los que no lo están. 





Asimismo, se agregó como tema objeto de análisis el inciso final contemplado en el artículo 2° bis aprobado en general por el Senado, que deja sin efecto todas las inscripciones efectuadas en el Registro de No Donantes con anterioridad a la vigencia de la nueva ley.

EXPOSICIONES DE LOS PROFESORES DE DERECHO SEÑORA ALEJANDRA ZÚÑIGA FAJURI DE LA UNIVERSIDAD DE VALPARAÍSO Y SEÑOR MAURICIO TAPIA RODRÍGUEZ DE LA UNIVERSIDAD DE CHILE

En sesión efectuada el día 11 de septiembre de 2012, la Comisión recibió las opiniones de la Profesora de Derecho Constitucional de la Universidad de Valparaíso, señora Alejandra Zúñiga Fajuri y del Director del Departamento de Derecho Privado de la Universidad de Chile, Profesor Mauricio Tapia Rodríguez.

El Director del Departamento de Derecho Privado de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, señor Mauricio Tapia Rodríguez, dio comienzo a su exposición señalando que el Código Civil no reguló el cuerpo de las personas, por lo que todos los vacíos en esa materia se han ido complementando por medio de sucesivas leyes particulares. 


Agregó que en la citada codificación el ser humano es percibido sólo como una mera voluntad. No obstante, dicha concepción no es la que prevalece en el presente, ya que gran parte de los sistemas normativos que comparten nuestra tradición jurídica continental han incorporado al cuerpo y a su protección en la propia regulación civil. A mayor abundamiento, informó que en el Código Civil francés el cuerpo humano se ha reglamentado en los artículos 16 y siguientes.


Otro aspecto vinculado a los asuntos que trata la bioética, complementó, es la donación de órganos provenientes de personas fallecidas. A este respecto, añadió, se presentan dos intereses contrapuestos. El primero es el vinculado a la salud pública, que requiere contar con los órganos necesarios para efectuar procedimientos de trasplantes y, por otro lado, se presenta el derecho constitucional que protege la dignidad humana y promueve su respeto.


Por lo anterior, sostuvo que las normativas sobre la materia deben tratar de equilibrar ambos intereses en colisión. En ese sentido, puntualizó que la noción de donante universal, que significa que a falta de voluntad en contrario todas las personas se presumen donantes de órganos, es la que prima actualmente en los sistemas comparados que han mostrado mayor éxito en el aumento de las tasas de donación.


En cuanto al texto del proyecto de ley en discusión, expresó que debiese ser motivo de análisis el hecho de que la voluntad contraria a declararse donante pueda referirse a uno o a todos los órganos. Dicha situación, que ha sido recogida en algunas legislaciones, se basa en que alguien puede tener objeciones a donar algún determinado órgano de su cuerpo, pero es posible que no las tenga respecto de otros.


En otro ámbito, se mostró partidario de reforzar las exigencias formales de la declaración de voluntad destinada a adquirir la condición de no donante, puesto que, como lo ha demostrado la experiencia, las formas mediante las cuales debe manifestarse un acto jurídico son la mayor cautela de la libertad. Por lo expuesto y a fin de que se resguarde que la decisión que se adopte por las personas sea consecuencia de un proceso de reflexión, recomendó modificar la normativa actualmente vigente, que permite que, en el contexto de la realización de un trámite administrativo, se obligue a los individuos a tomar una decisión de tal relevancia.


Conforme a lo señalado, recalcó que es razonable excluir, en cuanto a la forma de manifestación de la voluntad de no ser donante, al Servicio de Registro Civil e Identificación y a las municipalidades, ya que dichas situaciones, a su juicio, son un error de la legislación vigente.


Por otra parte, en relación con la disposición contemplada en el inciso segundo del artículo 2° bis del proyecto de ley, sugirió analizar con más detalle la situación de los incapaces, tales como aquellas personas privadas de razón o los sordomudos que no pueden darse a entender claramente, ya que la iniciativa no señala si se presumirá su voluntad o se exigirá la de sus representantes legales o la de sus familiares. En ese sentido, sostuvo que las legislaciones comparadas, en respeto de la libertad y la dignidad humana, se inclinan mayoritariamente por la segunda opción.


Seguidamente, se refirió a la modalidad para manifestar la voluntad contraria a ser donante, dando cuenta de que sería preferible, a su juicio, que el trámite se haga sólo a través de un instrumento privado cuya firma sea autorizada por un notario y que no se exija escritura pública, toda vez que, dependiendo de la localidad, a veces se cobra por ese documento una suma que para la mayoría de los chilenos puede ser excesiva. Es decir, es razonable que se haga con la menor formalidad que se exige a los documentos que se otorgan ante notario.


Luego, expresó sus reparos respecto de la disposición que pretende dejar sin efecto todas las declaraciones de voluntad inscritas en el Registro de No Donantes, debido a que, si bien concuerda con el propósito de la norma, desde la perspectiva del Derecho Privado la decisión sobre qué va a ocurrir con el cuerpo de una persona, una vez fallecida, tiene una relevancia mayor que la decisión sobre los bienes. Por tanto, si la ley no puede modificar aquello que se ha decidido libremente en relación a este último aspecto, menos aún podrá hacerlo ante una expresión de voluntad que recaiga sobre el cuerpo humano. 


Incluso, añadió, el argumento de que la norma tendría su sustento en que las manifestaciones de voluntad contrarias a la donación de órganos se habrían hecho de manera irreflexiva, contraría las disposiciones comunes sobre la materia, por cuanto los vicios del consentimiento sólo pueden ser declarados por un tribunal y no mediante  una ley que desdiga la voluntad de las personas.


En virtud de lo expuesto, propuso otras formas de salvar esta situación, como la mantención de las instancias administrativas que hoy se contemplan para manifestar la voluntad respecto de la donación, sólo para efectos de revocar la decisión contraria ya expresada. Dicha medida, en su opinión, permitirá que la voluntad se exteriorice luego de un adecuado proceso de reflexión y, asimismo, otorgará un debido respeto a la libertad y dignidad humana.


Finalmente, respecto de la reciprocidad, prevista en algunas de las indicaciones formuladas a la iniciativa de ley, afirmó no tener objeciones frente a ese principio, que, por lo demás, es consistente con el resto de la legislación, ya que se contempla en la mayoría de las instituciones civiles, como por ejemplo, en las normas sobre contratos o en las que reglan la responsabilidad.  


Una vez concluida la intervención precedente, el Honorable Senador señor Chahuán opinó que, si bien el criterio de reciprocidad se emplea en otras instituciones civiles o en disposiciones del derecho internacional público, su aplicación en la materia en discusión podría afectar a la ética médica, al colocar al facultativo en la disyuntiva de preferir a un paciente para la recepción de un órgano, por una consideración que no es eminentemente científica.


Al respecto, el profesor señor Tapia señaló que sería conveniente que el eventual establecimiento de este principio sea examinado previamente por los organismos técnicos especializados, puesto que no sólo se debe hacer una consideración jurídica sobre la materia, sino también un análisis científico y ético.


A su turno, el Honorable Senador señor Girardi adujo que los médicos permanentemente se ven expuestos a tomar decisiones, por lo que la reciprocidad puede ser sólo un elemento más a considerar al momento de su adopción. Por ello, estimó que la experiencia y la ética médica son un resguardo suficiente para que prime siempre la consideración técnica por sobre otros elementos de juicio y no se deje sin la atención necesaria a un paciente que lo requiera. 


No obstante lo expuesto, enfatizó que al incorporar en la normativa el principio de reciprocidad se dará una señal importante a la población y será un potente incentivo para favorecer la donación de órganos, ya que el pragmatismo actual imperante en nuestra sociedad hará que, ante una disposición de este tipo, quienes han optado por no ser donantes sin un adecuado razonamiento, reflexionen sobre la decisión adoptada.


Enseguida, el profesor señor Tapia manifestó su coincidencia con lo expresado por el Senador señor Girardi, por cuanto el principio en discusión estuvo en los fundamentos de la denominada “carta de donantes” que se contempla en el derecho francés, la que, pese a no tener efectos jurídicos, da cuenta de la idea de que quien porta esa carta es declarado donante y, a la vez, es susceptible también de ser receptor de un órgano.


En otro aspecto, expresó que se ha discutido profusamente en la doctrina sobre si la voluntad es suficiente para proyectarse más allá del término de la vida humana y, por ello, la idea del denominado testamento vital es precisamente hacer que prime y deba respetarse la decisión adoptada, por sobre la voluntad de los parientes.


En ese sentido, otro tema que debe considerarse en esta discusión, razonó, es el valor que se dará a la voluntad de los familiares una vez fallecida una persona, quienes, en general, tienden a ser menos generosos que el posible donante. Sin embargo, para respetar ese ámbito familiar y el dolor de los deudos, en algunos sistemas comparados se les informa apropiadamente, sin perjuicio de respetar fielmente la voluntad del donante.

- - - - - - -




Seguidamente, la académica de la Facultad de Derecho de la Universidad de Valparaíso, señora Alejandra Zúñiga Fajuri, expresó que todas las legislaciones del mundo que regulan los trasplantes, así como la moralidad imperante en la inmensa mayoría de sociedades, parten del presupuesto de que los órganos pertenecen a las personas y que el modelo altruista o de la donación, debe ser el prevalente. 

Así, agregó, en el seno del modelo de la donación existen variantes en función del carácter, la condición y el ejercicio del consentimiento del “suministrador” de órganos. Con la noción de carácter, explicó, se alude a la necesidad de que conste o no la voluntad explícita del donante del órgano, o si basta con un consentimiento presunto a falta de una oposición expresa. En cuanto a la idea de condición, la principal de ellas es si la voluntad de donar se convierte o no en un requisito para ser receptor de un órgano, es decir, si a los individuos nos es exigible la “reciprocidad” en esta materia, entendiendo que la condición es “universal” cuando no es el caso. Por último, el ejercicio será de tipo absoluto cuando nadie más que el donante pueda decidir sobre la donación, es decir, cuando no corresponde que la familia se pronuncie ante la voluntad expresa o tácita de ser donante. De lo contrario, cuando se permite que la familia modifique la voluntad expresa o tácita de serlo, se considera que se está en presencia de un ejercicio “restringido”.  


Ahora bien, continuó, la inmensa mayoría de los modelos de trasplante que existen en el mundo son de consentimiento explícito, universal y restringido como, por ejemplo, en el caso de Estados Unidos, Canadá, Alemania y Reino Unido. Por otra parte, el consentimiento explícito y absoluto sólo se exige en Japón, lo cual provoca en la práctica la imposibilidad del trasplante puesto que ni el Estado ni los familiares pueden interpretar el silencio del fallecido como un consentimiento tácito a la extracción. Por último, solamente en Singapur, y para el caso del trasplante de riñones, se exige la reciprocidad. 


Luego, añadió que en España y Austria, el consentimiento tiene las características del modelo chileno: tácito, en que se presume a falta de declaración expresa; universal, que no exige reciprocidad, y absoluto, en que, al menos en el papel, la voluntad del donante es determinante. Por ello, adujo que España se ha situado, desde hace algunos años, como el país líder en número de donaciones en el mundo.


No obstante, en dicho país se están promoviendo modificaciones a la legislación, por cuanto se ha determinado que el modelo que más favorece el trasplante es, sin duda, el de consentimiento tácito, condicionado y absoluto. Es decir, se presume la condición de donante; se condiciona la recepción de un órgano a la previa disponibilidad para donar de quien ahora lo necesita, y se considera definitiva la decisión -expresa o tácita- del individuo frente a la donación, rechazando la posibilidad de que la familia modifique su voluntad soberana.


En tal sentido, acotó que la pregunta que se puede hacer, desde el principio de igualdad y respecto del proyecto que está en discusión en esta Comisión, es si la exigencia de reciprocidad para poder ser luego beneficiario de un órgano o tejido, es un requisito moral mínimo y plausible, desde un punto de vista constitucional.


En ese orden de ideas, destacó que existen razones de utilidad e instrumentales, para la reciprocidad, toda vez que si se sabe que no se recibirá un órgano, salvo que se haya manifestado la voluntad expresa de donar, probablemente habrá un mayor incentivo para hacerlo, con lo que serán más las vidas salvadas. 


Seguidamente, expresó la interrogante de si violenta la igualdad ante la ley –generando una discriminación arbitraria o injusta- una legislación que impide que quien toma una decisión evidentemente cómoda y poco solidaria pueda luego aprovecharse de quienes, en su momento, optaron por el altruismo. 


A ese respecto, señaló que en materia de adjudicación de recursos escasos sanitarios –como ocurre, evidentemente, con los órganos para trasplantes-, si bien la regla general es que los recursos deben designarse sobre la base del criterio de la necesidad sanitaria, lo cierto es que nada impide que ese criterio se sustituya por otro que promueva de mejor manera la justicia y la eficiencia. Por lo anterior, recalcó, no cabe duda de que promueve la justicia la incorporación del requisito de reciprocidad, si se entiende que sólo quienes están dispuestos a hacer justicia, tienen derecho a ella. Pero también promueve la eficiencia, puesto que los incentivos negativos, en este caso, podrán servir para modificar decisiones que, muchas veces, se toman sin considerar en lo más mínimo sus consecuencias para otros. 


Con este requisito, lo que le ocurra a otros, a consecuencia de una decisión, podrá también ocurrirle a la persona que ha expresado su voluntad. En efecto, aseguró, obligados a ser empáticas, las personas tendrán una actitud más cuidadosa y, seguramente, más solidaria al momento de decidir qué hacer con sus órganos.


Luego, añadió, de aprobarse la incorporación del principio de reciprocidad en la normativa, debiese necesariamente aprobarse también la norma dispuesta en el inciso tercero del artículo 2° bis de la iniciativa de ley, que deja sin efecto las declaraciones previas a la vigencia de la ley, ya que es de toda lógica que al cambiar las condiciones asociadas a la decisión y ya no ser “gratuito” negarse a ser donante, se debe permitir a la gente variar esa decisión. De lo contrario, se estaría forzando a las personas a una situación que, probablemente, no habrían querido, es decir, la de no poder ser beneficiarios de una donación. 


En resumen, culminó, el derecho a la igualdad, tal y como se reconoce en la Constitución, impide la inclusión de diferencias arbitrarias –carentes de justificación e irracionales, según ha declarado el Tribunal Constitucional- pero no la incorporación de diferencias justificadas que promueven un objetivo, a todas luces, deseable y necesario: promover la solidaridad para salvar vidas. 


A continuación, el doctor Luis Berr manifestó que la inclusión de la reciprocidad en esta materia será un estímulo para la donación de órganos, a pesar de que esa situación no será aplicable en la práctica, toda vez que es muy difícil que dos personas presenten las mismas condiciones de gravedad.


Por otra parte, también coincidió con la propuesta de que se mantenga la posibilidad de que, ante instancias administrativas, las personas que ya han expresado su posición de no ser donantes, puedan revocarla, con la información necesaria sobre la nueva normativa.


A su vez, el Honorable Senador señor Uriarte recalcó que al legislar se debe tratar de regular la mayor cantidad de casos que pueden acaecer. Sin perjuicio de ello, reflexionó, cuando se hace en función de principios, se debe tratar de que puedan orientar la aplicación de la norma a la mayoría de los casos que se presentan. Con todo, los principios también sirven para orientar la forma en que debe aplicarse una disposición ante una situación de muy difícil ocurrencia, ya que en esos casos atípicos y extremos la legislación también debe contemplar una solución.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, por su parte, recordó que, si bien el tema en discusión se ha tratado largamente en las últimas décadas, le parece apropiado lo que se ha realizado en nuestro país sobre la materia. En ese contexto, planteó su posición favorable a la concepción de donante universal, que es una de las más relevantes expresiones de solidaridad entre las personas.

Además, sostuvo que no cree en la existencia de un derecho de propiedad sobre el cuerpo, por lo que la sociedad puede, legítimamente, decidir lo que mejor le parezca con ese organismo en pos del bien común.

Por el contrario, declaró no ser partidario en principio de la noción de la reciprocidad, en primer lugar, por ser impracticable, ya que siempre la ética médica debe operar sobre concepciones técnicas y humanitarias. Incluso, adujo que se podría perjudicar a alguien que pudo adoptar la decisión de no ser donante producto de un error o de una información incompleta.

En definitiva, razonó, los principios éticos en la medicina no pueden ser modificados, toda vez que la inclusión del principio de la reciprocidad podría abrir una puerta a que otro tipo de consideraciones, diferentes a la necesidad médica, también puedan contemplarse a la hora de decidir a quién se le otorga un órgano. 

En otro ámbito, puntualizó que la pregunta fundamental que deben hacerse los actores involucrados en este tema es por qué la gente no quiere donar sus órganos. Al respecto, estimó que el individualismo de la sociedad actual y el establecimiento de una cultura de consumo y de lucro, que concibe que toda adquisición de un bien debe ser pagada, están en pugna con la noción de donación.  

En conformidad con lo precedentemente expuesto, informó que incluso en España –país líder en materia de donación de órganos– se pretende introducir limitaciones a la donación universal.

Entonces, concluyó Su Señoría, lo que se debe hacer es revisar profundamente los problemas éticos que aquejan al sistema de donación, relacionados especialmente con la motivación del lucro imperante en la sociedad. Por lo anterior, advirtió que bajo ese criterio quizás a lo que se llegue finalmente es a que el Estado o sus ciudadanos tengan que pagar para poder obtener órganos de personas fallecidas, lo que sería extremadamente peligroso.

En último término, expresó que otras trabas al proceso de donación de órganos se basan en prejuicios, como los de tipo religioso o aquellos que se relacionan con un posible tráfico de órganos o tejidos humanos.

En un sentido opuesto, el Honorable Senador señor Girardi afirmó que la negación del principio de reciprocidad en la donación de órganos representa la primacía del individualismo y, por tanto, la ausencia de solidaridad y de una voluntad de cooperación, por cuanto se consagra la posibilidad de que la gente se desentienda o desvincule de las consecuencias que pueda causar la decisión que adopte en orden a no ser donante.

En efecto, ratificó que con la reciprocidad se abre la posibilidad de que exista una educación frente al tema y una reflexión empática, mediante la cual una persona pueda ponerse en el lugar del otro. Más aún, recordó, cuando se presentó el proyecto de ley que incluyó la noción de donante universal, se había considerado también que incluyera el concepto de receptor universal, en concordancia con la relación que debe haber entre los derechos y deberes que conciernen a todo ciudadano. 

A continuación, la profesora señora Alejandra Zúñiga manifestó que existen numerosos estudios en el derecho comparado que han intentado responder la pregunta de por qué la gente, en general, se niega a la posibilidad de ser donante y la mayoría de ellos ha concluido que se debe a que las decisiones relacionadas con la muerte le molesta a la mayoría de las personas, toda vez que se rechaza de plano cualquier decisión sobre esa situación.

Agregó que en España lo que se pretende es incluir la noción de reciprocidad de normativa para ampliar el número de donantes, ya que se ha demostrado que las personas, con un pequeño estímulo que los haga situarse en el lugar del otro, se convierten en donantes. Lo anterior, a su juicio, demuestra que la mayoría de las decisiones en contrario a la donación no son serias o fruto de un proceso de reflexión. 

En definitiva, lo que se propone con aquella medida que estimula la solidaridad, es que las personas razonen adecuadamente sobre las consecuencias que puede acarrear su decisión, puesto que no se debe olvidar que miles de personas mueren al año esperando un órgano.

Concluyó posteriormente que los beneficios de establecer una norma como ésta superan ampliamente a los costos involucrados, por cuanto la posibilidad de que se la norma de reciprocidad se aplique por sobre el principio de necesidad médica es casi nula.

A su turno, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide reiteró que, en su opinión, la única expresión real de solidaridad es la concepción de donante universal, mientras que, al establecer  incentivos al donante, la situación podría adquirir un sentido comercial, toda vez que la persona podría optar por ser donante porque recibirá algo a cambio.

Finalmente, el profesor señor Mauricio Tapia comentó que la disposición del inciso tercero del artículo 2° bis propuesto en el proyecto de ley es contraria a muchas disposiciones del sistema jurídico, en especial, por cuanto la ley no puede tener efecto retroactivo y porque no puede presumirse que las manifestaciones de voluntad contrarias a la donación fueron hechas de manera irreflexiva. 

En cuanto al principio de la reciprocidad, precisó que no se trata de una concepción ideológica, sino que es el sustrato de toda relación interpersonal al interior de una comunidad, sin perjuicio de reconocer que el tejido social se ha deteriorado enormemente en el último tiempo, en parte, por la destrucción de la educación pública en el país.

Además, advirtió que lo más probable es que por consideraciones médicas no exista la disyuntiva que haga aplicable el principio de la reciprocidad pero, aunque así ocurriese, es de la opinión que dicho elemento de juicio es un criterio suficiente para decidir. No obstante, estimó que sí podría transformarse en una señal importante que permita cambiar las costumbres de las personas en esta materia.

Por último, sugirió que la normativa que en definitiva se apruebe vaya unida a una política pública de apoyo a la promoción de la donación de órganos, toda vez que las leyes, sin ese soporte, son sólo instrumentos de carácter didáctico.

EXPOSICIONES DEL ARZOBISPO DE CONCEPCIÓN, MONSEÑOR FERNANDO CHOMALÍ, DE LA PROFESORA ÁNGELA VIVANCO, DEL PROFESOR EDUARDO ALDUNATE Y DEL PRESIDENTE DE ANATEL, ERNESTO CORONA

En sesión efectuada el día 2 de octubre de 2012, la Comisión recibió las opiniones del Arzobispo de Concepción, de dos profesores de Derecho Constitucional y del Presidente de ANATEL.
 
El Arzobispo de Concepción, Monseñor Fernando Chomalí Garib, dio comienzo a su exposición dando cuenta de su conformidad con la mayoría de las normas propuestas en el proyecto de ley, toda vez que concuerdan con las características que debe contemplar una normativa de este tipo, es decir, que tenga una finalidad terapéutica, que constituya un derecho para las personas y que se disponga un carácter gratuito y anónimo de la donación.


Sin embargo, reseñó que, si bien actualmente está en vigencia una ley que establece la concepción de “donante universal”, esa situación se ha desvirtuado, por cuanto, en cierto sentido, el Estado se apodera de una persona al momento de fallecer, salvo que manifieste expresamente su deseo de no ser donante.


Luego, explicó que entre las razones por las cuales, a su juicio, la gente puede mostrar reticencia a ser donante, están aquellas de carácter religioso; la ignorancia invencible, referida a aquellas personas que no comprenden lo que significa ser donante; el temor a que se extraigan órganos de una persona que aún no ha muerto, a pesar de la abundante discusión acerca del momento en que se produce el fallecimiento de un individuo; la falta de información, respecto del fin terapéutico del trasplante de órganos, y, por último, la percepción de que no existe una utilidad manifiesta para quien done.


Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, precisó que la Iglesia Católica está a favor de la donación de órganos, entre personas vivas o de aquellos provenientes de quienes han fallecido. Incluso, añadió, dicha institución también concuerda con la posibilidad de que órganos o tejidos de animales, genéticamente modificados, puedan ser trasplantados a seres humanos bajo ciertas condiciones.


En cuanto a la disposición contenida en las indicaciones números 1, 2 y 3 formuladas a la iniciativa de ley, que señala que en caso de que varias personas se encuentren en igualdad de condiciones de prioridad para la recepción de un órgano se preferirá a aquella que no esté inscrita en el Registro de No Donantes, expresó que su intención es incentivar a los ciudadanos a ser donantes. No obstante, advirtió que, en cierto sentido, también podría entenderse como un castigo a quien no desea ser donante de órganos.


Esta última situación, razonó, es de gran complejidad, puesto que lo más propio y genuino en la donación de órganos es la libertad de tomar una decisión al respecto y, evidentemente, frente a la posibilidad de que una persona sea castigada por adoptar la postura de no ser donante, es probable que se actúe por temor y no por convicción.


En definitiva, concluyó que una norma de ese tipo iría en contra de los principios básicos que deben regir el sistema de donación, como la gratuidad, el amor y la solidaridad e incentivaría, por otra parte, la eventualidad de recibir un pago –un órgano- por adquirir la calidad de donante. En ese orden de ideas, recalcó que, en su opinión, una práctica médica no puede quedar al arbitrio de los comportamientos de las personas, ya que ello podría generar discriminaciones arbitrarias y convertir a determinadas personas en pacientes de segunda clase.


Respecto de los criterios que deben tenerse en cuenta al analizar el tema en comento, indicó los siguientes en orden de prelación: el terapéutico, referido a la histocompatibilidad; la urgencia en la atención del paciente; la ubicación en una determinada lista de espera; la cercanía geográfica entre el órgano y el paciente y, en último término, el nivel de impacto que  tenga el trasplante de un órgano en la salud del receptor. 


En relación al segundo factor mencionado y con el fin de descartar la posibilidad de que se apliquen criterios diferentes a los terapéuticos ante la necesidad de decidir a quién se le otorgará un órgano, citó como ejemplo el caso de que dos personas se encuentren supuestamente en iguales condiciones de urgencia, en que una de ellas está casada y tiene siete hijos y por esa razón ha decidido no ser donante y, por el contrario, la otra persona es soltera y tiene la condición de donante. En esa situación, explicó, el sentido común podría ir en contra de lo que disponga la ciencia médica.

Manifestó que la principal medida que debiera tomarse para incentivar la donación de órganos es fomentar la información sobre la materia, toda vez que, a su juicio, una gran mayoría de los chilenos desconoce que son donantes, a menos que expresen su voluntad en contrario. Esa medida, agregó, ayudaría también a que las familias de los potenciales donantes colaboraran al momento de tener que decidir sobre la condición de donante de su pariente fallecido.

Seguidamente, citó el siguiente discurso del Papa Juan Pablo II, efectuado el año 2000: 

“Desde el punto de vista moral, un principio de justicia obvio exige que los criterios de asignación de los órganos de ninguna manera sean “discriminatorios”, es decir, basados en la edad, el sexo, la raza, la religión, la condición social, etc., o utilitaristas, es decir, basados en la capacidad laboral, la utilidad social, etc. Más bien, al establecer a quién se ha de dar precedencia para recibir un órgano, la decisión debe tomarse bajo la base de factores inmunológicos y clínicos. Cualquier otro criterio sería totalmente arbitrario y subjetivo, pues no reconoce el valor intrínseco que tiene toda persona humana como tal, y que es independiente de cualquier circunstancia externa.”.

Finalmente, mencionó tres citas de un discurso del año 2008 del Papa Benedicto XVI, dirigido a la Academia Pontificia para la Vida, del siguiente tenor: 

“En estos casos, el consentimiento informado es condición previa de libertad para que el trasplante se considere un don y no se interprete como un acto coercitivo o de abuso. En cualquier caso, es útil recordar que los órganos vitales sólo pueden extraerse de un cadáver, el cual, por lo demás, posee una dignidad propia que se debe respetar.”.  

“El acto de amor que se expresa con el don de los propios órganos vitales es un testimonio genuino de caridad que sabe ver más allá de la muerte para que siempre venza la vida.”.

 “Una medicina de los trasplantes coherente con una ética de la donación exige de todos el compromiso de realizar todos los esfuerzos posibles en la formación y en la información a fin de sensibilizar cada vez más a las conciencias en lo referente a un problema que afecta directamente a la vida de muchas personas. Será necesario, por tanto, superar prejuicios y malentendidos, disipar desconfianzas y temores para sustituirlos con certezas y garantías, permitiendo que crezca en todos una conciencia cada vez más generalizada del gran don de la vida.”.

- - - - - - -

A su turno, la profesora de Derecho Constitucional, señora Ángela Vivanco, inició su intervención presentando algunos lineamientos que el derecho internacional ha establecido sobre el tema de los trasplantes de órganos, a efectos de revisar los procedimientos normativos que se asocian con el incentivo de la política de trasplantes y que justifican los cambios legales propuestos. 

El primer lineamiento, que se expresa en dos criterios diferentes, continuó, se basa en un documento emitido por la Organización Mundial de la Salud sobre trasplante de células, tejidos y órganos humanos, de fecha 21 de mayo de 2010.

El primero de los criterios, plasmado en el Principio Rector N° 1, establece lo siguiente: “Podrán extraerse células, tejidos y órganos del cuerpo de personas fallecidas para fines de trasplante si se obtiene el consentimiento exigido por la ley y no hay razones para pensar que la persona fallecida se oponía a esa extracción.”. Lo anterior, a su juicio, recalca el carácter voluntario del trasplante y se corresponde con un consentimiento informado.

Luego, añadió que el Principio Rector N° 9 dispone que “la asignación de órganos, células y tejidos deberá regirse por criterios clínicos y normas éticas, y no atendiendo a consideraciones económicas o de otra índole. Las reglas de asignación, definidas por comités debidamente constituidos, deberán ser equitativas, justificadas externamente y transparentes”. En definitiva, destacó que es muy importante que la persona que eventualmente puede ser receptora de algún órgano no sea objeto de discriminación o de represalia por factores diferentes a los médicos.


A continuación, mencionó el segundo lineamiento, contenido en la declaración de la Asociación Médica Mundial sobre donación y trasplante de órganos humanos, adoptada en el mes de octubre del año 2000, que señala que dicha entidad “apoya la decisión informada del donante y que, en ese contexto, las asociaciones médicas nacionales de los países que han adoptado o consideran una política de "consentimiento supuesto", en la que existe presunción que el consentimiento se ha otorgado, a menos que haya evidencia de lo contrario, o una "decisión por mandato", en la que a todas las personas se les pediría declarar si desean donar, deben hacer todo lo posible para asegurar que estas políticas no afecten la decisión informada del donante, incluido el derecho del paciente a negarse a donar.”.


En consecuencia, indicó que, si bien el consentimiento presunto es una política que facilita los trasplantes, no debe excluir la posibilidad de que una persona pueda revocar ese consentimiento presunto y negarse directamente a ser donante.


Respecto de los registros destinados a verificar quiénes pueden ser donantes de órganos, expresó que la referida Asociación Médica Mundial ha determinado lo siguiente: “Todos estos registros deben proteger la vida privada de la persona y la capacidad de ésta para controlar la recolección, utilización, entrega y acceso a la información sobre su salud para otros fines independientes del registro. Se deben tomar medidas para asegurar que la decisión sea informada adecuadamente y que los inscritos puedan retirarse del registro sin sanciones.”.


En cuanto a la disposición contemplada en el artículo 2° bis del proyecto de ley, enfatizó que los aspectos que en su opinión deben analizarse detalladamente son la exigencia de que la negativa del presunto donante se exprese a través de un trámite notarial y el hecho de que queden sin efecto, retroactivamente, las declaraciones de voluntad contrarias a la donación expresadas con anterioridad. En tanto, sobre las indicaciones números 1, 2 y 3, planteó la necesidad de estudiar la eventual exigencia de consulta a los familiares del donante fallecido y el tema de la reciprocidad entre la calidad de donante y la de receptor de un órgano.  


Seguidamente, realizó los siguientes comentarios a las referidas normas:


1) El consentimiento informado es un derecho del donante y, por lo tanto, su cuerpo y sus órganos o tejidos de modo alguno pueden ser de propiedad del Estado o del colectivo una vez fallecido.


En ese contexto, razonó, la decisión altruista de donar es parte de la autonomía y del plan de vida de la persona, tanto cuando dona tejidos u órganos viva como cuando toma decisiones para después de su muerte y tienen relación con el sistema de creencias, elección y valores de la persona que, además, está cautelado constitucionalmente.


También manifestó que para que opere un adecuado consentimiento informado, la persona debe conocer en qué consiste la donación de sus órganos una vez fallecida, los criterios de muerte cerebral que se aplican legalmente y los mecanismos normativos que aseguran que no se disponga de su cuerpo, sino en tales situaciones. Además, se debe tener presente que siempre será su derecho rechazar ser donante, lo que no impide el interés social en instar a sus miembros a serlo. 


2) El consentimiento presunto debe ser objeto de normas claras y los procedimientos de rechazo expresos deben ser expeditos, es decir, la negativa no debe dificultarse al nivel de que exista una imposibilidad de expresar el rechazo a la donación. 


Agregó que el establecimiento de formas onerosas o complejas de negarse a la calidad de donante importa “elitizar” la posibilidad de rechazo y forzar a ser donantes a los más vulnerables. Por ello, consideró que al existir un sistema de consentimiento presunto es importante también contar con procedimientos fáciles, gratuitos y expeditos para quienes deseen oponerse a la calidad de donante, ya que obligar a las personas a que realicen un trámite notarial para exteriorizar su negativa generaría problemas por el desconocimiento de dicha diligencia y su excesivo costo para algunas personas, salvo que puedan optar a ciertos beneficios de privilegio de pobreza.


Concluyó que lo anterior podría significar que sólo las personas más pobres y vulnerables terminen siendo los donantes y, por el contrario, las personas con mayor información o recursos no lo sean.


Por otra parte, reconoció que la necesidad de contar con órganos para trasplantes ha importado la decisión legal de establecer modelos de consentimiento presunto, considerando que la falta de voluntad expresada importa aceptación. Ello, sin embargo, no debe restar derecho alguno al donante para manifestar en cualquier momento su rechazo, lo cual debe serle informado con claridad.


En último término, acotó que el registro de donantes y la constancia de rechazo deben ser de libre acceso para el interesado, de carácter gratuito y sólo consultables por terceros en caso de verificarse la causal respectiva, esto es, la posibilidad cierta de donación.


3) La modificación o reemplazo de un modelo de consentimiento expreso por uno de consentimiento presunto no puede ser retroactiva, toda vez que la voluntad manifestada legalmente sólo puede ser revocada por el que la ha expresado y no por ministerio de la ley, salvo que se considerara que el rechazo infringe el orden público, lo cual, en su opinión, no se presenta en este caso e, incluso, infringiría las disposiciones sobre consentimiento informado contenidas en la denominada Ley de Derechos y Deberes de los Pacientes
.


En ese contexto, precisó que la libertad personal se asocia con el principio de certeza y seguridad jurídica, ya que las personas han expresado su voluntad confiando en que el sistema no revocará su decisión unilateralmente.


Por el contrario, opinó que las claves del éxito de un incentivo a las donaciones de órganos son la promoción de la solidaridad y la seguridad y respeto por la libertad. En cambio, la imposición forzada de modelos presuntivos retroactivos va en sentido opuesto a esa comunicación virtuosa, más aún cuando se vincula a exigencias distantes de la vida diaria de las personas, caras o engorrosas.


Por último, llamó la atención sobre la necesidad de que el registro de donantes sea llevado de modo accesible y transparente, asociado con procedimientos ordinarios como la renovación de documentos diversos, sin costos para el usuario y haciéndose énfasis en la revocación voluntaria del rechazo ya otorgado y no en la imposición estatal de la calidad de donante.


En lo tocante a las razones por las cuales los chilenos se resisten a ser donantes de órganos, la profesora Ángela Vivanco, sobre la base de un estudio realizado en la Región de Los Lagos
, mencionó las consideraciones religiosas; la impresión de que ser donante implicará inferior atención médica en caso de accidente; el desacuerdo de la familia, y la impresión de que sus órganos podrían ser traficados por dinero o no destinarse a receptores necesitados de ellos.


Todo lo anteriormente señalado, en su criterio, evidencia desconocimiento de la ley; ignorancia acerca del procedimiento, efectos y modalidades de la declaración de muerte cerebral; impresiones equívocas acerca de objeciones religiosas; desconfianza institucional, y situaciones no consensuadas con la familia.


Finalmente, sobre las soluciones a la situación planteada, sostuvo que deben ser de carácter comunicacional, informativas y de incentivo social. 

4) La intervención de terceros procede cuando el donante no ha podido manifestar su voluntad, de aceptación expresa, si procede, o de rechazo, toda vez que el derecho del donante es personal y no opera por representación, salvo cuando no ha podido exteriorizar su decisión por ausencia de competencia.


A ese respecto, comentó que las personas que no cuentan con la competencia necesaria no pueden aceptar ser donantes ni tampoco les son aplicables las reglas del consentimiento presunto, por lo que si estas personas fallecen es, entonces, indispensable acudir a sus representantes legales para disponer de sus órganos. Por el contrario, si hay un sistema de consentimiento presunto o ha habido voluntad expresa de rechazo y el presunto donante era competente, es improcedente solicitar intervención alguna a sus representantes o herederos.


5) La exigencia de reciprocidad importa una represalia, inequidad y estigmatización, que va en sentido opuesto al consentimiento informado y contra el altruismo propio de las donaciones y de la necesidad de incentivar la donación como un hecho generoso y no como una acción que se realiza por temor. 


En conformidad con lo expuesto, recalcó que ante la alta demanda de trasplantes es indispensable establecer criterios equitativos para la determinación de los receptores, por cuanto el trasplante no puede ser instrumento de premio o de castigo, sino que es una prestación social a la que toda persona tiene derecho. En otras palabras, reflexionó, la decisión de quién puede ser receptor de un órgano entre personas con iguales condiciones médicas o clínicas, no puede ser una cuestión que importe discriminaciones arbitrarias o represalias.


Finalizó sus comentarios señalando los criterios que se aplican con mayor frecuencia para facilitar el reparto de un recurso escaso como los órganos para trasplante. Ellos son la edad, es decir, no admitir como candidatos a trasplante a personas que superen cierto número de años; la causa de la enfermedad, y los criterios médicos, atendiendo a la expectativa de mejorar las condiciones de vida del receptor, la adecuada compatibilidad tisular y la capacidad para soportar el período postoperatorio. 
 
Al concluir su intervención, la profesora Ángela Vivanco reiteró que suscribe que nuestro país incentive la gratuidad y el altruismo en materia de trasplantes, lo que se condice con criterios de solidaridad y de libertad personal cautelados constitucionalmente. Por el contrario, advirtió que si se pretende a confiar en las decisiones que adopten las personas, ellas no pueden ser intermediadas por el Estado mediante represalias ni tampoco se deben transformar en procedimientos que dificulten de tal manera la expresión de voluntad que imposibiliten a los individuos revocar la calidad presunta de donante que se impone legalmente.


A continuación, el profesor de Derecho Constitucional, señor Eduardo Aldunate Lizana, manifestó que, no obstante concordar con los principios expuestos precedentemente sobre la necesidad de gratuidad y expedición del trámite requerido para declararse no donante, a los reparos a la constitucionalidad de la disposición que pretende dejar sin efectos las inscripciones, por su arbitrariedad, y a la inconveniencia de consultar a los familiares cuando una persona competente no ha manifestado su voluntad contraria a la donación, puntualizó que el régimen de donación debe necesariamente otorgar, en el momento en que se toma la decisión, claridad, certeza y expedición, a fin de superar rápidamente la barrera jurídica y pasar al procedimiento médico propiamente tal. 


En ese sentido, razonó, la idea de que la persona sea considerada donante a menos que se presente una documentación fidedigna en que conste que en vida manifestó su voluntad de no serlo, genera un impedimento a la posibilidad de realización de un trasplante, salvo que se defina un breve plazo para esa exhibición. Por lo tanto, indicó que una medida adecuada la constituiría la consolidación de un registro de donantes de fácil consulta y no la presentación de un documento.


Sin perjuicio de lo anterior, advirtió que el registro ya señalado debiera abrirse sólo una vez que se haya ingresado el respectivo certificado de defunción del potencial donante, a fin de prevenir el hecho de que la persona pudiera ser objeto de un tratamiento inadecuado en caso de que tenga esa calidad. En ese escenario, planteó que la figura del notario es innecesaria, puesto que la misma declaración se podría realizar ante el Servicio de Registro Civil e Identificación, que cuenta con los medios técnicos para dar absoluta certeza sobre la condición de donante de una persona. 


Respecto de la reciprocidad, adujo que no le parece una medida que sea inconstitucional por su eventual arbitrariedad, ya que, en su opinión, posee un fundamento plausible y no es carente de toda racionalidad, al ubicarse en la base de la denominada “ética Kantiana”, en el sentido de “actuar de tal manera, que el propio comportamiento se pueda alzar en regla universal de conducta”. Incluso, informó que analizó las razones religiosas que se han esgrimido para no ser donante, pero en todos los casos que examinó concluyó que, por las mismas razones, esas personas tampoco podrían ser receptoras de órganos.


Por otro lado, afirmó que en el caso de que dos personas estén en igualdad de condiciones para ser potenciales receptoras de un órgano y una de ellas ha declarado su voluntad de ser donante, más que una sanción en contra de la otra, se está en presencia de un criterio de “última ratio” para efectuar la decisión.


Para finalizar su exposición, acotó que en el momento en que una persona puede declarar su voluntad de no ser donante, tal como lo propone la iniciativa de ley, no se manifiesta el carácter inminente y actual de la amenaza, que debe estar configurado para afectar la libertad y viciar la declaración. En definitiva, la supuesta coacción no puede ser a futuro, sino que debe presentarse en el instante en que el individuo está tomando la decisión.

- - - - - - - -


A su vez, el Presidente de la Asociación Nacional de Televisión, ANATEL, señor Ernesto Corona, explicó que los medios de comunicación recaban sus ingresos fundamentalmente de los avisos publicitarios, lo cual permite cubrir sus gastos permanentes.


Respecto de los temas que son de interés de la sociedad, argumentó que el criterio adoptado por su entidad es que cada canal de televisión sea libre de acoger las peticiones que reciben de diferentes instituciones. 


Luego, destacó que la entidad que representa ha realizado dos campañas importantes. La primera de ellas es la Teletón, que además de los fondos que reúne, ha promovido un cambio cultural sobre la forma en que se trata a los discapacitados y la conciencia que se tiene del problema.


En segundo lugar, resaltó que este año 2012 se ha realizado una campaña denominada “Chile Donante”, que se originó por inquietudes de algunos ejecutivos de televisión, lo cual fue posteriormente acogido por su asociación gremial, bajo la condición de que existiese consenso entre todos los canales y que el tema tuviese una trascendencia nacional y un apoyo transversal de todos los sectores sociales. Además, se resguardó que la campaña no fuese contaminada con un provecho político para algún grupo determinado.


Agregó que una vez asegurados los objetivos antes señalados, se puso a disposición de la campaña un equipo comunicacional que realizó, previamente, un análisis sobre las causas por las cuales, no obstante existir una gran cantidad de donantes, finalmente no se concretan los trasplantes. Efectuado el diagnóstico, se llegó a la conclusión de que la campaña debía impactar de manera importante a la teleaudiencia y no estar dirigida a promover que las personas tuvieran la calidad de donantes, sino a que sus familiares, una vez fallecido, respetaran su voluntad de donar sus órganos. Ello se plasmó en un spot televisivo que ya ha sido exhibido por los canales y que, hasta el momento, ha tenido una respuesta sorprendente, puesto que según datos entregados por el Ministerio de Salud la cifra de donaciones ha aumentado en un 50%.


En ese orden de ideas, manifestó que el rol de la ANATEL ha sido informar adecuadamente a la población, con el objetivo de que las personas puedan tomar libremente sus decisiones sobre la materia y tomen conciencia de la importancia de la donación de órganos.

- - - - - - -


A su turno, el Honorable Senador señor Chahuán recalcó la necesidad de mejorar la actual legislación sobre donación de órganos y la relevancia del aviso de televisión que ha podido revertir en parte la tendencia a la baja en la cantidad de donantes, teniendo en cuenta que en Chile hay más de 1.800 personas que están a la espera de un órgano, otras 1.500 que requieren urgentemente tejidos y 1.500 más, aproximadamente, que están en riesgo por falta de medidas de carácter preventivo.


En definitiva, razonó, existen alrededor de 5.000 chilenos que están en riesgo, por no contar con una legislación adecuada y con una cultura de la solidaridad que es necesario implementar en materia de donación. No obstante, recordó que también está pendiente la disponibilidad de recursos por parte del Ministerio de Salud para lograr una procura oportuna de los órganos.


Respecto de las objeciones presentadas al proyecto de ley, recalcó que coincide con los reparos a la norma que deja sin efecto las inscripciones en el Registro de No Donantes, puesto que, en cierto sentido, se estaría expropiando la autonomía de la voluntad por medio de una ley, sin perjuicio de que se pueda establecer un mecanismo para preguntar nuevamente a las personas si desean revocar su voluntad contraria a ser donante.


Finalmente, también manifestó su posición contraria al principio de reciprocidad, toda vez que es muy complejo en la práctica médica poder establecer la equivalencia de condiciones de urgencia entre dos pacientes.


En ese sentido, Su Señoría hizo reserva de constitucionalidad ante la eventual aprobación de esta norma, puesto que, a su juicio, afecta la garantía contenida en el numeral 2° del artículo 19 de la Constitución Política de la República.

- - - - - - - 





- Puesto en votación el inciso final del artículo 2° bis propuesto en las indicaciones números 1, 2 y 3, fue aprobado por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte. Se pronunció en contra el Honorable Senador señor Chahuán.
- - - - - - - -

Indicaciones números 4, 5, 6 y 7

   



Las indicaciones números 4, del Honorable Senador señor Coloma, 5, del Honorable Senador señor García-Huidobro, 6, del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, y 7, de la Honorable Senadora señora Von Baer, tienen como propósito suprimir el inciso tercero del artículo 2° bis propuesto.





No obstante, como consecuencia de la aprobación previa de las indicaciones números 1, 2 y 3, que reemplazan en su totalidad el artículo 2° bis aprobado en general por el Senado, lo cual cumple el objetivo para el cual se formularon las propuestas de supresión del inciso tercero, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte, acordó rechazar las indicaciones números 4, 5, 6 y 7.

-------

MODIFICACIONES:


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, la Comisión de Salud tiene el honor de proponer la siguiente modificación al proyecto de ley aprobado en general por el Senado:

Artículo Único

Númeral 1)


- Ha sustituido el artículo 2° bis propuesto por el siguiente:

“Artículo 2° bis.- Las personas cuyo estado de salud lo requiera tendrán derecho a ser receptoras de órganos.

Toda persona mayor de dieciocho años será considerada, por el solo ministerio de la ley, como donante de sus órganos una vez fallecida, a menos que hasta antes del momento en que se decida la extracción del órgano, se presente una documentación fidedigna, otorgada ante notario público, en la que conste que el donante en vida manifestó su voluntad de no serlo. El notario deberá remitir dicha información al Servicio de Registro Civil e Identificación, para efectos del Registro Nacional de No Donantes, según lo establezca el reglamento respectivo.

 



En caso de existir duda fundada respecto de la calidad de donante, se deberá consultar en forma previa sobre la extracción de uno o más órganos del fallecido, por orden de prelación, a las siguientes personas:





a) El cónyuge que vivía con el fallecido o la persona que convivía con él en relación de tipo conyugal.

 



b) Cualquiera de los hijos mayores de 18 años.

 



c) Cualquiera de los padres.

 



d) El representante legal, el tutor o el curador.

 



e) Cualquiera de los hermanos mayores de 18 años.

 



f) Cualquiera de los nietos mayores de 18 años.

 



g) Cualquiera de los abuelos.

 



h) Cualquier pariente consanguíneo hasta el cuarto grado inclusive.

 



i) Cualquier pariente por afinidad hasta el segundo grado inclusive.


Se entenderá por duda fundada el hecho de presentar ante el médico encargado del procedimiento documentos contradictorios o la existencia de declaraciones diferentes de las personas enunciadas en el inciso anterior.

Para los efectos de su intervención en el procedimiento de trasplantes, la enumeración precedente constituye orden de prelación, de manera que la intervención de una o más personas pertenecientes a una categoría excluye a las demás comprendidas en la misma categoría y en las categorías siguientes.

En el caso de que varias personas se encuentren en igualdad de condiciones para la recepción de un órgano, el hecho de no estar inscrito en el Registro de No Donantes deberá tomarse en cuenta para priorizarlo respecto del que sí lo está.”.

(Indicaciones números 1, 2 y 3 y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, respecto de los incisos primero a quinto, unanimidad 4x0. Inciso final, mayoría 4x1).

- - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En virtud de las modificaciones anteriormente reseñadas, el proyecto de ley queda como sigue:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.451, que establece normas sobre trasplante y donación de órganos:

1) Reemplázase el artículo 2° bis por el siguiente:

“Artículo 2° bis.- Las personas cuyo estado de salud lo requiera tendrán derecho a ser receptoras de órganos.

Toda persona mayor de dieciocho años será considerada, por el solo ministerio de la ley, como donante de sus órganos una vez fallecida, a menos que hasta antes del momento en que se decida la extracción del órgano, se presente una documentación fidedigna, otorgada ante notario público, en la que conste que el donante en vida manifestó su voluntad de no serlo. El notario deberá remitir dicha información al Servicio de Registro Civil e Identificación, para efectos del Registro Nacional de No Donantes, según lo establezca el reglamento respectivo.

 



En caso de existir duda fundada respecto de la calidad de donante, se deberá consultar en forma previa sobre la extracción de uno o más órganos del fallecido, por orden de prelación, a las siguientes personas:





a) El cónyuge que vivía con el fallecido o la persona que convivía con él en relación de tipo conyugal.

 



b) Cualquiera de los hijos mayores de 18 años.

 



c) Cualquiera de los padres.

 



d) El representante legal, el tutor o el curador.

 



e) Cualquiera de los hermanos mayores de 18 años.

 



f) Cualquiera de los nietos mayores de 18 años.

 



g) Cualquiera de los abuelos.

 



h) Cualquier pariente consanguíneo hasta el cuarto grado inclusive.

 



i) Cualquier pariente por afinidad hasta el segundo grado inclusive.


Se entenderá por duda fundada el hecho de presentar ante el médico encargado del procedimiento documentos contradictorios o la existencia de declaraciones diferentes de las personas enunciadas en el inciso anterior.

Para los efectos de su intervención en el procedimiento de trasplantes, la enumeración precedente constituye orden de prelación, de manera que la intervención de una o más personas  pertenecientes a una categoría excluye a las demás comprendidas en la misma categoría y en las categorías siguientes.

En el caso de que varias personas se encuentren en igualdad de condiciones para la recepción de un órgano, el hecho de no estar inscrito en el Registro de No Donantes deberá tomarse en cuenta para priorizarlo respecto del que sí lo está.”.

2) Derógase el artículo 9°.


Artículo transitorio.- Esta ley entrará en vigencia el primer día del cuarto mes siguiente a su publicación.”.

- - - - - - -





Acordado en sesión celebrada con fecha 31 de julio de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Gonzalo Uriarte Herrera (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán y Guido Girardi Lavín; en sesión celebrada con fecha 4 de septiembre de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Gonzalo Uriarte Herrera (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín y Fulvio Rossi Ciocca; en sesión celebrada con fecha 11 de septiembre de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Gonzalo Uriarte Herrera (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín y Mariano Ruiz-Esquide Jara; en sesión celebrada con fecha 2 de octubre de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Gonzalo Uriarte Herrera (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán y Mariano Ruiz-Esquide Jara; en sesión celebrada con fecha 11 de diciembre de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Gonzalo Uriarte Herrera (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán y Guido Girardi Lavín, y en sesión celebrada con fecha 8 de enero de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Gonzalo Uriarte Herrera (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Fulvio Rossi Ciocca y Mariano Ruiz-Esquide Jara.
 
Valparaíso, a 11 de enero de 2013.

(Fdo.): Pilar Silva García De Cortázar, Secretaria.-Fernando Soffia Contreras,

Secretario.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE PUBLICIDAD DE LOS ALIMENTOS

(8026-11)
HONORABLE SENADO:

 
La Comisión de Salud tiene el honor de emitir su segundo informe acerca del proyecto de la suma, iniciado en mensaje del Presidente de la República.


La iniciativa fue aprobada en general por la Sala el día 8 de agosto del año 2012, oportunidad en la que se acordó abrir un plazo para presentar indicaciones hasta las 12 horas del día 27 de agosto del mismo año.





Se hace presente que el proyecto sólo contiene disposiciones de ley común y no atañe a la organización ni a las atribuciones de los tribunales de justicia.

El texto que se propone a la Sala en este segundo informe consta de 4 artículos permanentes.

 - - - - -

Acudieron a la Comisión, con ocasión del estudio de las indicaciones, las siguientes personas:

Del Ministerio de Salud: el asesor legislativo, abogado señor Jaime González Kazazian.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el coordinador, señor Omar Pinto Peña.

Del Instituto Libertad y Desarrollo: la abogada del Programa Legislativo, señora María Teresa Muñoz Godoy.

De la Biblioteca del Congreso Nacional: los analistas, señora Irina Aguayo Ormeño y señor Eduardo Goldstein Braunfeld.

- - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:
I.- Artículos del proyecto aprobado en general que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: ninguno. 


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: ninguna.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: ninguna.


IV.- Indicaciones rechazadas: Nos 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11 y 12.


V.- Indicaciones retiradas: ninguna.


VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.

 - - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR 

A continuación se presenta una relación de los artículos y de las indicaciones presentadas, así como de los acuerdos adoptados sobre las mismas: 

ARTÍCULO 2°



“Artículo 2°.- Todas aquellas acciones de publicidad destinadas a promover el consumo de los alimentos señalados en el inciso primero del artículo 5° de la ley sobre composición de los alimentos y su composición, en los servicios de radiodifusión televisiva, sólo se podrán transmitir en dichos medios entre las 22:00 y las 6:00 horas.




Con todo, cuando las acciones de publicidad de los alimentos precedentemente señalados se efectúen en los recintos en que se desarrollen eventos o espectáculos deportivos, culturales o artísticos; la transmisión y promoción de tales eventos o espectáculos podrá realizarse fuera del horario señalado en el inciso anterior.”

Inciso segundo


Las indicaciones Nos 1, 2, 3 y 4, de los Honorables Senadores señores García-Huidobro, Larraín, don Hernán, Novoa y Uriarte, respectivamente, proponen intercalar, a continuación de la palabra “artísticos”, la frase “o bien con fines sociales o benéficos”.

- - - - - -

Las indicaciones Nos 5, 6, 7 y 8, de los Honorables Senadores señores García-Huidobro, Larraín, don Hernán, Novoa y Uriarte, respectivamente, consultan como inciso tercero, nuevo, el siguiente:

“Quedarán, asimismo, exceptuadas de la restricción establecida en el inciso primero, aquellas acciones de publicidad de los alimentos antes señalados que se realicen en recintos educacionales, sedes sociales u otros análogos, asociadas exclusivamente a la realización de eventos con fines deportivos, culturales, artísticos, sociales o benéficos, y que así hayan sido acreditados por sus organizadores.”.

- - - - - - -

ARTÍCULO 3°

“Artículo 3°.- Derógase el inciso segundo del artículo 6° de la ley sobre composición nutricional, pasando sus actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto a ser segundo, tercero, cuarto y quinto.”.

Las indicaciones Nos 9 y 10, de los Honorables Senadores señores García-Huidobro y Uriarte, respectivamente, sustituyen el artículo en comento por el que sigue:

“Artículo 3°.- Incorpórase al inciso primero del artículo 6º de la ley sobre composición nutricional la siguiente frase antes del punto final: “, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2º de la Ley sobre Publicidad de los Alimentos”, y derógase su inciso segundo, pasando sus actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto a ser segundo, tercero, cuarto y quinto.”.

Las indicaciones Nos 11 y 12, de los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán, y Novoa, respectivamente, proponen reemplazar el artículo 3° por el siguiente:

“Artículo 3°.- Modifícase el artículo 6º de la ley sobre composición nutricional en el siguiente sentido:

a) Incorpórase al inciso primero la siguiente frase antes del punto final: “, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2º de la Ley sobre Publicidad de los Alimentos”.

b) Derógase su inciso segundo, pasando sus actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto a ser segundo, tercero, cuarto y quinto.

c) Sustitúyese en el inciso cuarto, que pasó a ser tercero, la expresión “Toda publicidad de alimentos” por “La publicidad de alimentos señalados en el artículo 5°”.

d) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:

“En todas aquellas disposiciones de la Ley sobre Composición Nutricional y Publicidad de los Alimentos donde se utilice la expresión “menores de edad” deberá entenderse que se refiere a “menores de catorce años”.”.”.

- - - - - - 

Al comenzar el debate de las indicaciones antes transcritas, el Honorable Senador señor Girardi recordó que la presente iniciativa de ley se originó a partir de un acuerdo alcanzado entre el Congreso Nacional y el Ejecutivo en el marco de la discusión del proyecto sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, por lo que no debiesen aprobarse indicaciones que tiendan a desvirtuar su eficacia.

En ese orden de ideas, señaló que en su oportunidad se concordó con el señor Presidente de la República hacer una excepción a la restricción horaria que afecta a la publicidad, establecida en el inciso primero del artículo 2° del proyecto, tratándose de eventos deportivos, culturales o artísticos. Ahora bien, a su Señoría le pareció excesivo extender la excepción a otras actividades sociales o benéficas, tal como se propone en las indicaciones números 1, 2, 3 y 4, porque ello implica abrir una brecha muy importante en el esquema del proyecto, que le restaría toda eficacia.

Finalmente, instó a los demás miembros de la Comisión a honrar el acuerdo que en esta materia se alcanzó con el Ejecutivo a través de los Ministerios Secretaría General de la Presidencia y de Salud y que derivó en la presentación del presente proyecto por parte del Presidente de la República.

Coincidió con dicha opinión el Honorable Senador señor Rossi, agregando que, en su parecer, las indicaciones presentadas debilitan el alcance de la normativa aprobada en general por el Senado. Por ello, requirió el acatamiento del acuerdo antes señalado.

Por su parte, el Honorable Senador señor Chahuán expresó que debería analizarse la posibilidad de excluir a las actividades de orden benéfico de la restricción horaria dispuesta en el inciso primero del artículo 2°. 

En último término, el Honorable Senador señor Girardi reiteró el llamado a aprobar sin modificaciones el texto del proyecto aprobado en general, por cuanto se trata de una iniciativa razonable y ampliamente concordada entre los actores políticos.





En mérito de lo expuesto, los Honorables Senadores de la Comisión presentes, con el objetivo de honrar el acuerdo político alcanzado durante la tramitación del proyecto que dio origen a la ley N° 20.606, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, acordaron rechazar, en una sola votación, todas las indicaciones formuladas a la presente iniciativa de ley.
- Sometidas a votación las indicaciones números 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11 y 12, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide. 

- - - - - - -





A continuación, la Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes y de conformidad con lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, expresar apropiadamente las referencias a la ley N° 20.606, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad. 





A este efecto se tuvo presente que, al ingresar el mensaje que da origen a la iniciativa en informe
, la ley N° 20.606 aún no se publicaba
, por lo que sin estas adecuaciones las remisiones a su texto resultarían vagas o imprecisas. De la misma forma acordó efectuar algunas correcciones de redacción en el texto del proyecto de ley que hacen más claro su sentido y alcance.





- Puestas en votación las enmiendas formales y de adecuación tal como fueron descritas, se aprobaron por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.

- - - - -

MODIFICACIONES




En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Salud propone introducir las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Senado:

ARTÍCULO 1°

Inciso primero


- Agregar, a continuación del vocablo “ley”, la expresión “N° 20.606”, seguida de una coma (,).

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).


- Intercalar una coma (,) entre la palabra “publicidad” y la conjunción “que”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).

ARTÍCULO 2°

Inciso primero


- Incorporar, a continuación del vocablo “ley”, la expresión “N° 20.606”, seguida de una coma (,).

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).


- Intercalar la locución “nutricional” entre las palabras “composición”, la primera vez que aparece, y la preposición “de”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).


- Reemplazar el vocablo “composición”, la segunda vez que aparece, por la palabra “publicidad”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).

Inciso segundo


- Sustituir el punto y coma (;), situado a continuación de la palabra “artísticos”, por una coma (,).

ARTÍCULO 3°


- Agregar, a continuación del vocablo “ley”, la expresión “N° 20.606”, seguida de una coma (,).

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).


- Incorporar, a continuación de la locución “nutricional”, la frase “de los alimentos y su publicidad”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).

ARTÍCULO 4°


- Intercalar entre el artículo “el” y la locución “Ministerio” la frase “Presidente de la República a través del”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).


- Suprimir la coma (,) escrita a continuación de la palabra “alimentos” y agregar sendas comas, antes y después del adverbio “además”.



(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).

- - - - -

Como consecuencia de las modificaciones precedentemente expuestas, el texto del proyecto queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- Se prohíbe la publicidad que induzca al consumo de los alimentos señalados en el inciso primero del artículo 5° de la ley N° 20.606, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, que, por su presentación gráfica, símbolos y personajes utilizados, se dirija a menores de catorce años, captando preferentemente su atención. 



Además, la publicidad de dichos alimentos no podrá afirmar que los referidos productos satisfacen por sí solos los requerimientos nutricionales de un ser humano, deberá evitar el uso de violencia o agresividad injustificadas y no podrá asociar a menores de edad con el consumo de bebidas alcohólicas o tabaco.



Se prohíbe el ofrecimiento o entrega a título gratuito de los alimentos señalados en el inciso primero, con fines de promoción o publicidad, a menores de catorce años.



Artículo 2°.- Todas aquellas acciones de publicidad destinadas a promover el consumo de los alimentos señalados en el inciso primero del artículo 5° de la ley N° 20.606, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, en los servicios de radiodifusión televisiva, sólo se podrán transmitir en dichos medios entre las 22:00 y las 6:00 horas.
Con todo, cuando las acciones de publicidad de los alimentos precedentemente señalados se efectúen en los recintos en que se desarrollen eventos o espectáculos deportivos, culturales o artísticos, la transmisión y promoción de tales eventos o espectáculos podrá realizarse fuera del horario señalado en el inciso anterior.



Artículo 3°.- Derógase el inciso segundo del artículo 6° de la ley N° 20.606, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, pasando sus actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto a ser segundo, tercero, cuarto y quinto.



Artículo 4°.- Los reglamentos que se dicten sobre la publicidad y promoción de alimentos serán expedidos por el Presidente de la República a través del Ministerio de Salud y serán suscritos, además, por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo.”.
 - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 8 de enero de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Gonzalo Uriarte Herrera (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Fulvio Rossi Ciocca y Mariano Ruiz-Esquide Jara.


Valparaíso, a 11 de enero de 2013.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,

Secretario
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, ESCALONA, GIRARDI, GÓMEZ Y LETELIER, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE AUTORIZA ERIGIR UN MONUMENTO EN LA COMUNA DE TALCAHUANO, EN MEMORIA DEL EX VICEPRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, EX MINISTRO DE ESTADO Y EX COMANDANTE EN JEFE DEL EJÉRCITO DON CARLOS PRATS GONZÁLEZ

(8785-04)

1. Prats: el militar, el servidor público

Carlos Prats González nació en Talcahuano el 2 de febrero de 1915. Hijo de Hilda González Suárez y Carlos Prats Risopatrón, fue el mayor de cuatro hermanos. Vivió su niñez en su ciudad natal, donde también cursó sus estudios primarios. Ya en la enseñanza media, en el Liceo de Concepción, disfrutaba de su afición por la Filosofía y la Literatura.

Su traslado a Santiago vino con su deseo de seguir la carrera militar. Fue el mejor egresado de su promoción en la Escuela Militar, a la que ingresó en 1931, cuando apenas tenía 16 años. En aquel 1934, fue el entonces Presidente de la República, Arturo Alessandri Palma, el encargado de entregarle la distinción. Oficial de artillería desde su egreso de la Escuela Militar, sirvió en diversas guarniciones del país.

En Iquique, contrae matrimonio con Sofía Ester Cuthbert Chiarleoni el 19 de enero de 1944. De su matrimonio nacieron tres hijas: Sofía, María Angélica y Cecilia. 

El 15 de noviembre de 1944 es ascendido al grado de Capitán y estando destinado en la Escuela Militar realiza importantes funciones docentes para los alumnos de ese Instituto, lugar donde efectúa clases como profesor en las asignaturas de “Topografía” y la de “Dibujo Militar”.
Luego siguió el curso regular en la Academia de Guerra, de la cual egresó en 1949 también como mejor alumno, seguido de René Schneider. En dicho establecimiento dictó clases de Historia Militar, Estrategia y Logística. Su posterior viaje a Estados Unidos, para asistir como alumno a la Escuela de Comando y Estado Mayor del Ejército de ese país, fue también importante en su formación de estratega.

Realizó una maestría en Ciencias Políticas, con mención en Relaciones Internacionales de la Pontificia Universidad Católica de Chile y en Ciencias Militares, con mención en Planificación y Gestión Estratégica. Doctor en Ciencias Políticas y Sociología, con mención en Relaciones Internacionales por la Universidad Complutense de Madrid. Escribió diversos trabajos relacionados con temas estratégicos, materias de simulación computacional, y sistema de mando y control, que fueron publicados en revistas especializadas nacionales y extranjeras.

En 1957, ya con el grado de mayor, ocupó el puesto de jefe del Departamento Confidencial de la Subsecretaría de Guerra. Fue destinado también a cumplir misiones en el grupo de Artillería a Caballo Nº 3. Asimismo, comandó los regimientos de Talca, Santiago y Concepción, y en 1964 fue designado agregado militar en Argentina.

Fue ascendido a coronel en 1967, y al año siguiente a general de brigada. En 1969 fue ascendido a general de División, tras el “Tacnazo” y puesto a la cabeza de la Tercera División del Ejército. También desempeñó la tarea de Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional. Su carrera militar seguía creciendo y cada vez adquiría más responsabilidades.

Fue así que el 26 de octubre de 1970 fue nombrado como el Comandante en Jefe N°53 del Ejército por el Presidente Eduardo Frei, designación que fue ratificada posteriormente por el Presidente Salvador Allende. Al asumir el cargo, el 2 de noviembre de ese mismo año, el general Prats recordó en su discurso la muerte de su compañero de armas y amigo, René Schneider, quien falleció a causa de las heridas de bala que recibió en el atentado perpetrado en su contra el 22 de octubre, por un grupo que busca evitar que el vencedor en las elecciones del 4 de noviembre fuera ratificado por el Congreso.

Como Comandante en Jefe del Ejército, inició la aplicación de un plan de reorganización institucional, que permitió readecuar la orgánica con criterios de eficacia y economía. También impulsó la Ley de Control de Armas que se promulgó el 21 de octubre de 1971. También se le considera uno de los grandes impulsores de la reforma constitucional que modificó el artículo 22 de la Constitución Política de la República de ese entonces, estableciéndose que “las FF.AA. son profesionales, disciplinadas, jerarquizadas, obedientes y no deliberantes” (Ley 17.398 de 9 de enero de 1971).
Fue ministro del Interior y Vicepresidente de la República en 1972, y Ministro de Defensa en 1973. El ambiente político y social de ese año era complejo en extremo. La presión para destituir al Presidente Allende, por parte de los opositores al gobierno, era inmensa, así como también el hostigamiento a las Fuerzas Armadas. En dicho escenario tuvo el tanquetazo, sublevación de una parte del Ejército, que sacó el 29 de junio sus tanques a la calle, hecho que hizo presagiar el golpe de Estado.

Por ello, el 23 de agosto de ese mismo año Prats se retiró del Ejército, motivado además por sus fuertes diferencias con el pensamiento que mantenían algunos sectores de la institución, que adquirían fuerza día tras día.

2. El golpe, la salida a Argentina y su muerte

Sólo cuatro días después del golpe de Estado que derrocó el gobierno del Presidente Salvador Allende, Prats viajó a Argentina, desolado por que la institución que tanto amaba prefirió el uso de las armas antes de buscar una salida política a la situación que en esos días vivía Chile.

En Argentina, trabajó como gerente de una empresa a la par que escribió sus memorias, en medio de amenazas contra su vida. Estaba triste, según recuerdan sus cercanos, puesto que no lograba tranquilidad al ver el nuevo papel que cumplía en Chile la institución que tanto amaba.

Pretendía partir a Madrid, en donde una universidad le había ofrecido hacer clases por un año. Pero sus pretensiones fueron truncadas. La negación de los pasaportes fue un detalle tras el bombazo que cortó su vida y la de su esposa para siempre el 30 de septiembre de 1974.

Concluidas todas las instancias legales relativas a las investigaciones y responsabilidades referidas al atentado contra Carlos Prats González y su señora Sofía Cuthbert, el jueves 8 de julio de 2010, la Segunda Sala de la Corte Suprema de Justicia, dio a conocimiento público, el fallo definitivo con las condenas de los autores intelectuales y materiales de este homicidio, poniendo fin a un proceso que se inició en nuestro país el año 2002.

El Ejército de Chile, manifestó su repudio sobre este inaceptable e injustificable crimen, a través de un Comunicado Oficial, fechado el 8 de julio de 2010 y suscrito por la Comandancia en Jefe del Ejército.

3. Prats, el escritor

Su amor por las letras y sus dotes de escritor se hicieron notar desde su juventud, período durante el cual colaboró activamente en la revista “Zig-Zag”.

En 1957, cuando era mayor y trabajaba en el Departamento Confidencial de la Secretaría de Guerra, escribió un ensayo histórico: “Vicuña Mackenna y las Glorias del Ejército”, por el cual obtuvo una mención de honor en el concurso del Memorial del Ejército de Chile, en abril de ese año. El texto fue reeditado en 1973.

Pero obtuvo más de un galardón. En 1969 logró el segundo premio en el octavo concurso de cuentos del diario El Sur de Concepción. Su cuento “Tribunal de honor” fue publicado el 9 de febrero de 1969.

En los largos años en los que estuvo unido a la institución castrense, publicó numerosos textos, artículos y ensayos relativos a su profesión, muchos de ellos bajo el seudónimo de “Aristarco”.

Tras radicarse en Buenos Aires, comenzó a redactar sus memorias, cuyas páginas finales fueron escritas apenas unos días antes de ser asesinado junto a su esposa. A veces, también, publicó algunos escritos en la prensa argentina, usando el mismo seudónimo que en el Ejército. Ese libro, “Testimonio de un Soldado”, fue publicado en marzo de 1985, poco más de 10 años después de su muerte. En ese libro, más que hacer una autobiografía, Prats quiso explicar la relación entre el soldado y la democracia constitucional.

4. El recuerdo de Prats

La figura y el ejemplo de Carlos Prats González han ido siendo recuperados a través de diversos actos y homenajes. Uno de ellos es, sin duda, la existencia de la Escuela Básica Carlos Prats González, ubicada en la calle Guayalolén, en Huechuraba, cuya primera alcaldesa electa, fue Sofía Prats Cuthbert, entre 1992 y 2000. A partir de la elección municipal de octubre de 2012, su alcalde es Carlos Cuadrado Prats, nieto del general.
Asimismo, el viernes 5 de junio de 2009 se inauguró en San Bernardo, el Campo Militar Carlos Prats, como un reconocimiento del Ejercito de Chile a la figura de su ex Comandante en jefe asesinado por la DINA el 30 de septiembre de 1974. En ese emplazamiento, en el que opera el Regimiento de Artillería Nº1 Tacna, se inauguró en esa ocasión, en el patio de acceso, un busto de Carlos Prats.

En todo caso, los primeros gestos de reconciliación del Ejército con la figura de su ex Comandante en Jefe habían comenzado a producirse el 2001, cuando el entonces Comandante en Jefe del Ejército, general Ricardo Izurieta, invitó a las hijas del matrimonio Prats Cuthbert, al lanzamiento de un libro sobre los comandantes en jefe de la institución.

Luego vendrían los gestos del General Juan Emilio Cheyre, que invitó especialmente a la familia Prats al acto institucional el día que asumió como Comandante en Jefe. 

Posteriormente el jefe militar acompañó a las hijas del general Prats a un oficio religioso cuando se cumplieron 30 años de su asesinato.

Ese día tres salvas de honor estremecieron la habitual tranquilidad del Cementerio General. Las descargas fueron el punto final del solemne y emotivo acto con que el Ejército rindió el homenaje al general Carlos Prats González.

Segundos antes de los disparos, los acordes de la marcha "Los viejos estandartes" acompañaron la ceremonia en la que el Comandante en Jefe del Ejército, Juan Emilio Cheyre, entregó a las hijas del matrimonio Prats-Cuthbert un pabellón patrio que permaneció sobre la tumba del asesinado ex uniformado.

En esa ceremonia el general Cheyre enfatizó que el acto no buscaba reescribir ni interpretar la historia. "La dignidad del cargo alcanzado por el señor general Prats no merece la mezquindad del olvido o la indiferencia. El general Prats nos permite en este acto quedar en paz con nosotros mismos y no persistir en ofender su memoria de soldado"
, recalcó.

Con anterioridad la institución incluyó su foto en la galería de Comandantes en Jefe de la Escuela Militar, efectuó una misa en su memoria, y lo incluyó en el libro con la reseña de cada uno de los comandantes en jefe, en el que se destacó su gestión al frente de la rama de las Fuerzas Armadas.

Por todo lo anterior, es que venimos en presentar el siguiente,

PROYECTO DE LEY

Artículo 1º. Autorícese erigir un monumento, en la comuna de Talcahuano, en memoria del ex Comandante en Jefe del Ejército, ex ministro de Estado y ex Vicepresidente de la República, Don Carlos Prats González.

Artículo 2º. Las obras se financiarán mediante la realización de una colecta pública en la Provincia de Concepción. Su producto se depositará en una cuenta especial que al efecto se abrirá en el Banco Estado.

Artículo 3º. Créase un fondo especial con el mismo objeto, que estará constituido por erogaciones, donaciones y aportes privados.

Artículo 4º. Créase una Comisión Especial de ocho integrantes ad honorem encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará integrada por el alcalde de la comuna de Talcahuano, que presidirá la Comisión, los Senadores de la 12° Circunscripción, los diputados del distrito 43, el decano de la Facultad de Arquitectura de la Universidad de Concepción, el Secretario Regional Ministerial de Educación y el Intendente Regional de la Región del Bío-Bío.

Artículo 5º. La Comisión tendrá las siguientes funciones:

a) Preparar las bases y el llamado a concurso público;

b) Fijar la ubicación exacta del monumento;

c) Seleccionar los proyectos respectivos;

d) Organizar la colecta pública dispuesta en el artículo 2º;

e) Administrar la cuenta y el fondo especial establecido en los artículos 2º y 3º, respectivamente; y,

f) Adquirir los bienes necesarios para el emplazamiento y la erección del monumento.”

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, GIRARDI, GÓMEZ Y LAGOS, CON EL QUE PIDEN A S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA QUE EL MINISTERIO DE SALUD REALICE UN ESTUDIO EPIDEMIOLÓGICO SOBRE LA MAGNITUD DE LA POBLACIÓN AQUEJADA DE DETERIORO COGNITIVO LEVE AMNÉSICO, DCL, E IMPLEMENTE UN PLAN NACIONAL QUE CONSULTE TANTO LA CREACIÓN DE “CLÍNICAS DE MEMORIA” EN LOS ESTABLECIMIENTOS PÚBLICOS PARA MEJORAR SU DIAGNÓSTICO COMO UN INCREMENTO DEL APOYO PECUNIARIO A QUIENES EJERCEN LABORES DE CUIDADO DE LOS AFECTADOS

(S 1549-12)

Considerando:

1. Que Chile es el país más longevo de Sudamérica, un logro alcanzado, entre otras cosas, por la erradicación de las enfermedades infecciosas, pero que también trae como consecuencia el surgimiento de nuevos problemas de salud, como las enfermedades neurológicas relacionadas con el envejecimiento.

2. Que según el Reporte Mundial de Alzheimer 2010, Latinoamérica Sur -zona que comprende Chile, Argentina y Uruguay- es la que presenta la mayor presencia del Mal de Alzheimer en todo el continente americano. El documento elaborado por el King's College de Londres y el Instituto Karolinska de Suecia para la organización Alzheimer's Disease International indica que esta enfermedad afecta a un 7% de la población mayor de 60 años en estos tres países, prevalencia superior a la registrada en otras naciones como Estados Unidos, Canadá o Brasil.

3. Que según el reporte mundial 2010, la cantidad de personas con Alzheimer crecerá en un 200% en Argentina, Chile y Uruguay durante los próximos 40 años, para llegar en 2050 a un millón 800 mil pacientes. En el caso particular de Chile se calcula que al 2015 podrían existir 300 mil personas con este tipo de enfermedades.

4. Que 2 mil millones de dólares pierde Chile al año por el Alzheimer, en gran medida porque los cuidadores de las personas enfermas no pueden trabajar, constituyendo además, una pérdida de fuerza laboral significativa.

5. Que según el sitio web de la Corporación Alzheimer (http://www.corporacionalzheimer.cl) en Chile los adultos mayores son más del 10% de la población y muchos de ellos pueden presentar deterioro cognitivo leve amnésico (DCL), estimando que éstos serían más de 170.000 personas en nuestro país.

6. Que hasta el momento, no se ha realizado ningún estudio epidemiológico que precise las dimensiones de este problema de salud en Chile. Según las estimaciones del Servicio Nacional del Adulto Mayor, entre 150 mil y 170 mil personas sufren algún grado de DCL siendo la más común el Alzheimer. Sin embargo, en el organismo reconocen que existen muchos casos en que la enfermedad no se diagnostica adecuadamente o se hace en forma tardía.

7. Que según el World Alzheimer Report 2012 (Informe Mundial sobre el Alzheimer), titulado "Overcoming the stigma of dementia" (Superar el estigma de la demencia), difundido en septiembre pasado por Alzheimer's Disease International (ADI), revela que aproximadamente una de cada cuatro personas con DCL (24%) oculta o disimula su diagnóstico, y menciona el estigma como la principal razón. Además, el 40% de la gente con DCL dice que no se la incluye en la vida cotidiana. Lo alarmante es que casi dos de cada tres personas con DCL y sus cuidadores creen que en sus países existe falta de comprensión respecto del Alzheimer.

8. Que de acuerdo con estimaciones de la Organización Mundial de la Salud, hay en la actualidad un caso nuevo de DCL cada cuatro segundos. Si tomamos en cuenta el rápido aumento de la población mayor, habrá potencialmente 115 millones de personas con DCL en el mundo entero en los próximos 40 años, lo cual representará una gran carga para la salud y los sistemas sociales. Solo ocho naciones entre 193 países de la OMS han implementado planes nacionales para la demencia, lo cual muestra que los gobiernos podrían hacer más para ayudar a aliviar los costos económicos y sociales asociados. 

9. Que los especialistas estiman que actualmente hay pocos recursos dedicados a la tercera edad y los trastornos neurodegenerativos, lo que no es un tema menor, ya que las recomendaciones de los informes mundiales apuntan justamente a la prevención. Y aunque hay no existe una política de acceso a medicamentos para estos pacientes y a los cuidadores el Estado les entrega un aporte mensual de 10 mil pesos, el informe de la mesa multisectorial del Senama -entregado en octubre de 2010- pide crear "clínicas de memoria" en los hospitales públicos para mejorar el diagnóstico del mal, y un mayor apoyo monetario a los cuidadores.

10. Que el informe Mundial sobre el Alzheimer 2012 ofrece 10 recomendaciones para que los gobiernos y las sociedades puedan superar el estigma de la demencia: Educar al público; Reducir el aislamiento de las personas con demencia; Dar voz a las personas con demencia; Reconocer los derechos de las personas con demencia y sus cuidadores; Involucrar a las personas con demencia en sus comunidades locales; Apoyar y educar a los cuidadores informales y pagos; Mejorar la calidad de la atención en el hogar y en los hogares de atención; Mejorar la capacitación en demencia de los médicos de atención primaria; Reclamar a los gobiernos la creación de planes nacionales para la enfermedad de Alzheimer; Aumentar las investigaciones sobre la forma de abordaje del estigma.

El Senado acuerda:

Solicitar al Sr. Ministro de Salud que esa cartera pueda realizar un estudio epidemiológico que precise las dimensiones del deterioro cognitivo leve amnésico (DCL) o Alzheimer en Chile; implemente un plan nacional para abordar y tratar este problema de salud; implemente las denominadas "clínicas de memoria" en los hospitales públicos para mejorar el diagnóstico del mal, como lo indicó el informe de la mesa multisectorial del Senama entregado en octubre de 2010 y generar las condiciones para generar un mayor apoyo monetario a las personas que ejercen las labores de cuidadores de los afectados por algún tipo de DCL y que por esta razón, muchas veces, deben renunciar a la posibilidad de trabajar.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador
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OFICIO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS CON EL QUE REQUIERE EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO MINISTROS DEL EXCELENTÍSIMO TRIBUNAL CONSTITUCIONAL A LOS SEÑORES GONZALO ANTONIO GARCÍA PINO Y JUAN JOSÉ ROMERO GUZMÁN

(S 1550-13)

A S.E. EL

PRESIDENTE DEL 

H. SENADO

De conformidad con lo establecido en la letra b) del inciso primero, y en el inciso cuarto del artículo 92 de la Constitución Política de la República, la Cámara de Diputados, en sesión celebrada el día de hoy, acordó proponer a ese H. Senado que los señores Gonzalo García Pino y Juan José Romero Guzmán sean designados Ministros del Tribunal Constitucional.

Dios guarde a V.E., 

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.

� Por ejemplo esta misma idea estaba consagrada en el artículo 47 de la Constitución de 1925.


� Ley N° 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud.


� Estudio Región de los Lagos, Chile, Revista ANACEM, Vol. 6 N° 2, 2012.


� 8 de noviembre de 2011.


� Lo fue el 6 de julio de 2012.


� � HYPERLINK "http://www.emol.com/noticias/nacional/2004/09/30/159832/ejercito-rinde-emotivo-y-solemne-homenaje-a-general-r-carlos-prats.html" �http://www.emol.com/noticias/nacional/2004/09/30/159832/ejercito-rinde-emotivo-y-solemne-homenaje-a-general-r-carlos-prats.html�
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